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Presentación

Esta obra es el resultado de una recopilación y un análisis 
de datos secundarios orientados adescribir la situación 
de competitividad sostenible de las provincias de Imbabura, 

Carchi, Esmeraldas y Sucumbíos en la zona de planificación 1 del 
Ecuador y de los departamentos de Nariño y Putumayo en la zona 
sur de Colombia. Estas regiones conforman la Zona de Integración 
Fronteriza (ZIF) entre los dos países. Por esta razón se constituye 
en un esfuerzo por dar a conocer cómo se concibe la sostenibilidad 
a cada lado de la frontera ecuatoriano-colombian a,a la par que se 
expone la necesidad de contar con datos actualizados y relevantes 
que faciliten el acceso a información para la toma de decisiones 
en términos de política pública y de esfuerzos para la academia.

En este contexto, la iniciativa de investigación corresponde 
al proyecto de investigación Competitividad sostenible regional 
en la Zona de Integración Fronteriza Ecuador – Colombia (ZIF), 
de la Universidad Politécnica Estatal del Carchi, para cuyo análisis 
los autores recurrieron al modelo propuesto por Chen et al. (2019), 
como base para la búsqueda de datos oficiales y la interpretación 
de los mismos. A pesar de la existencia de amplias brechas en su 
disponibilidad, que impidieron cubrir todo el espectro del modelo, 
este, finalmente, permitió reflejar  la situación de competitividad 
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sostenible con asimetrías y necesidades visibles en cada lado de 
la frontera.

La lectura de este documento permitirá realizar un 
acercamiento hacia las necesidades de actuación de múltiples 
actores, incentivando el desarrollo de iniciativas para abordar 
desde la carencia de datos hasta la oportunidad de levantar 
información y actualizar bases de datos a nivel de la periferia para 
la toma de decisiones, puesto que la sostenibilidad regional es un 
reto clave para proyectar la ZIF hacia el futuro.
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Introducción

La competitividad regional sostenible en la ZIF ecuatoriano-
colombiana representa un campo de estudio que analiza 
cómo estos territorios se desempeñan en términos 

de competitividad sostenible, mientras tratan de mantener 
equilibrios en términos económicos, sociales y ambientales 
a corto, mediano y largo plazo. Esta región fronteriza se caracteriza 
por dinámicas económicas particulares marcadas por el comercio 
binacional, los flujos migratorios, los intercambios culturales 
y los desafíos compartidos como la informalidad económica, 
la informalidad laboral y la seguridad ciudadana. Los 
departamentos colombianos de Nariño y Putumayo, junto con las 
provincias ecuatorianas de Carchi, Esmeraldas y Sucumbíos, 
conforman un espacio de integración donde convergen 
oportunidades y desafíos importantes.

En este sentido, el enfoque de competitividad sostenible 
en esta zona implica analizar factores como los niveles de 
urbanización, la infraestructura disponible, el desempeño 
económico, la cobertura de servicios de salud, el acceso a 
educación y la gestión ambiental de forma específica, entre 
los principales. Por otro lado, elementos como la agricultura 
y la población constituyen sectores clave para el desarrollo 
competitivo regional. La sostenibilidad ambiental cobra especial 
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relevancia dada la riqueza ecosistémica de la región, que incluye 
ecosistemas amazónicos, costeros y andinos. La investigación en 
competitividad regional sostenible fronteriza busca identificar 
la situación actual de la competitividad sostenible, para la 
posterior formulación de estrategias que permitan aprovechar 
las complementariedades territoriales, fortalecer las capacidades 
endógenas y construir ventajas competitivas duraderas que 
beneficien a las comunidades locales de ambos lados de la frontera.

El texto, como ya se mencionó, se enfoca en una 
descripción de la competitividad sostenible regional, basada en el 
modelo propuesto por Chen et al. (2019), por lo que se desarrolló 
por medio de los siguientes apartados:

•	 La primera sección expone la base teórica del modelo, con  
la descripción de cada uno de los indicadores propuestos 
y su importancia, considerando las implicaciones de cada 
uno de ellos. Para ello, en el capítulo I, se aborda el sistema 
de sostenibilidad económica, el sistema de sostenibilidad 
social y el sistema de sostenibilidad ambiental.

•	 La segunda sección, sobre la competitividad regional 
sostenible de la zona de planificación uno del Ecuador, 
contiene los capítulos II, III y IV, en los que se expone 
la situación del sistema de sostenibilidad social, 
del sistema de sostenibilidad económica y del sistema 
de sostenibilidad ambiental de cada una de las provincias 
ecuatorianas de la ZIF.

•	 La tercera sección, sobre la competitividad regional 
sostenible de los departamentos de Nariño y Putumayo 
en Colombia, contiene los capítulos V, VI y VII, en los 
que se expone la situación del sistema de sostenibilidad 
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social, del sistema de sostenibilidad económica 
y del sistema de sostenibilidad ambiental de cada uno de 
los departamentos colombianos de la ZIF.

La metodología utilizada corresponde al análisis de datos 
secundarios históricos y disponibles en fuentes verificadas y 
válidas, conforme con las necesidades de información requeridas. 
En este proceso, se cotejó los datos de varias fuentes y se revisó 
la fiabilidad de las fuentes. En algunos casos se utilizaron datos 
redondeados y estimados sobre la base de la data accesible. En 
contraste, algunos de los indicadores fueron omitidos en razón de 
la imposibilidad de obtener o verificar la información referente a 
ellos. Por tal motivo, el alcance del estudio presenta limitaciones 
derivadas de esta realidad, pero abre la posibilidad de comprender 
la importancia de este tipo de análisis.
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SECCIÓN UNO
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Capítulo 1
El sistema de competitividad  

sostenible regional

El sistema de competitividad sostenible, según Cheng 
et al. (2019), se encuentra conformado por tres sistemas: 
el sistema social, el sistema económico y el sistema de recursos 
ambientales. En este contexto, cada uno de estos sistemas 
interactúan entre sí. Desde el sistema social se protege el medio 
ambiente para su adecuada utilización o utilización sostenible; 
del mismo modo, el sistema de recursos ambientales proporciona 
las bases del desarrollo o fundamentos para asegurar condiciones 
de vida adecuadas (sostenibles) para la sociedad. Por otro lado, 
el sistema de recursos ambientales proporciona la “energía” para 
el sistema económico y recibe de este último, un soporte técnico 
y capital garantizado. Además, la sociedad obtiene del sistema 
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económico la infraestructura y los servicios útiles para mejorar 
las condiciones de vida de la población, lo cual contribuye con un 
mejor desempeño económico y una adecuada comunicación.

A continuación, se exponen los alcances de los 
componentes del sistema, en congruencia con el modelo planteado 
por Cheng et al. (2019).

El sistema social

Los componentes del sistema social son:

Nivel de urbanización: este indicador mide el grado 
de concentración de la población en áreas urbanas de un país o 
región. Específicamente, refleja el porcentaje de la población 
total que reside en zonas consideradas “urbanas” según las 
definiciones y clasificaciones utilizadas por cada país (Chen et al., 
2022; Banco Mundial, 2024a). La urbanización es un fenómeno 
demográfico y socioeconómico caracterizado por el crecimiento 
de las ciudades y el traslado de la población desde las áreas rurales 
hacia los centros urbanos (Organización de las Naciones Unidas 
[ONU] 2024). Este proceso implica cambios en los patrones de 
asentamiento, las actividades económicas, los estilos de vida y las 
dinámicas sociales de la población.

El nivel de urbanización se considera un indicador 
relevante para analizar el desarrollo y la transformación de las 
sociedades (Banco Mundial, 2021). Altos niveles de urbanización 
suelen estar asociados con mayores niveles de industrialización, 
diversificación económica, acceso a servicios públicos y 
oportunidades laborales (Chen et al., 2022). Sin embargo, 
también pueden conllevar desafíos como la concentración de la 
pobreza, la congestión urbana y la sobrecarga de los sistemas 
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de infraestructura y servicios (Grassia et al., 2024). Por lo tanto, 
el indicador de nivel de urbanización permite comprender y 
monitorear los cambios en los patrones de asentamiento de la 
población, lo cual es fundamental para el diseño e implementación 
de políticas públicas orientadas al desarrollo sostenible de las 
ciudades y las zonas rurales.

Razón de población urbana: la razón de población 
urbana mide la proporción de personas que viven en áreas urbanas 
en relación con la población total de un territorio o país (ONU, 
2024). Se expresa generalmente como un porcentaje y se calcula 
dividiendo la población que reside en zonas urbanas entre la 
población total, lo cual se multiplica por 100 (Chen et al., 2019). 
Este indicador es útil para entender el grado de urbanización de 
un país o región, reflejando la concentración de la población en 
ciudades o áreas con características urbanas, como infraestructura 
desarrollada y acceso a servicios públicos (Jeannerat y Crevoisier, 
2022). En contextos como el ecuatoriano y el colombiano, 
también puede ayudar a analizar procesos de migración interna y 
desarrollo regional.

Superficie de las provincias: mide la proporción del área 
física que ocupa un distrito municipal en relación con el área total 
de una región o territorio más amplio (Chen et al., 2019; Khmeleva 
et al., 2022). En otras palabras, indica qué porcentaje o parte del 
área total está cubierto por el distrito municipal específico dentro 
de un contexto geográfico mayor.
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Inversión en investigación científica y protección 
del medio ambiente

Mide los esfuerzos y recursos que un país o región destina 
a actividades relacionadas con la investigación y desarrollo 
científico, así como a iniciativas orientadas a la protección 
y conservación del medio ambiente (Guo y Cui., 2024; 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
[OCDE], 2024a). Este indicador refleja la prioridad que las 
autoridades y la sociedad en general le otorgan a la ciencia, 
la tecnología y la sostenibilidad ambiental como elementos clave 
para el desarrollo socioeconómico y el bienestar de la población 
(Chen et al., 2019).

La inversión en investigación científica incluye los recursos 
financieros, humanos y de infraestructura destinados a actividades 
de investigación básica, aplicada y experimental llevadas a 
cabo en universidades, centros de investigación, laboratorios 
y empresas (Dechezleprêtre y Sato, 2017). Estos esfuerzos 
buscan generar nuevos conocimientos, desarrollar innovaciones 
tecnológicas y proporcionar soluciones a problemas científicos 
y sociales (Qazi y Al-Mhdawi, 2024). Por otro lado, la inversión 
en protección del medio ambiente abarca los fondos destinados 
a programas, proyectos y acciones enfocados en la conservación 
de los recursos naturales, la mitigación y adaptación al cambio 
climático, el manejo adecuado de residuos, el tratamiento de 
aguas, la restauración de ecosistemas y la promoción de prácticas 
ambientalmente sostenibles (Hailiang et al., 2023).

En conjunto, este indicador permite evaluar el compromiso 
y la prioridad que otorga un país o región al desarrollo científico-
tecnológico y a la preservación del medio ambiente, aspectos 
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fundamentales para lograr un crecimiento económico inclusivo y 
respetuoso con los recursos naturales (Chen et al., 2019).

Gastos de investigación y desarrollo contabilizados en el 
PIB: los gastos de investigación y desarrollo (I+D) contabilizados 
en el Producto interno bruto (PIB) miden la inversión que un país 
o región destina a actividades de investigación y desarrollo como 
parte del PIB (OCDE, 2024b). Este indicador refleja el porcentaje 
o el monto total de recursos económicos que se utilizan para 
generar conocimiento, innovación tecnológica y desarrollo de 
nuevos productos o procesos dentro de la economía de un país. 
Incluir los gastos de I+D en el PIB es importante porque indica 
el enfoque de un país hacia el avance científico y tecnológico, el 
cual es crucial para el crecimiento económico a largo plazo y la 
competitividad en sectores clave como la industria, la educación 
y la salud (Chen et al., 2019).

Relación entre gasto medioambiental y gasto fiscal: 
mide la proporción del presupuesto gubernamental (gasto fiscal) 
que se destina a actividades relacionadas con la protección 
y conservación del medio ambiente (Song et al., 2021). Este 
indicador refleja cuánto invierte un gobierno en políticas, 
programas o proyectos ambientales en comparación con su gasto 
total, por lo cual una relación alta sugiere que el gobierno otorga 
una mayor prioridad a cuestiones ambientales, mientras que una 
relación baja indica que una proporción menor del gasto público 
se asigna a estos fines (Chen et al., 2019; Song et al., 2021). Esta 
relación es clave para evaluar el compromiso de un país con la 
sostenibilidad y el cumplimiento de los objetivos ambientales en 
el contexto de sus políticas fiscales.
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Infraestructura

Mide la calidad y disponibilidad de los sistemas de transporte, 
comunicaciones, energía y servicios básicos de un país o región 
(Banco Mundial, 2024b). Este indicador evalúa aspectos como 
la densidad y el estado de conservación de las redes viales, 
ferroviarias y aeroportuarias; la cobertura y confiabilidad de los 
servicios de telecomunicaciones como telefonía, internet y banda 
ancha; la capacidad y eficiencia en la generación, transmisión 
y distribución de energía eléctrica; y el acceso de la población 
a servicios de agua, saneamiento y gestión de residuos (Ceder 
et al., 2021; Chen et al., 2019).

Una infraestructura sólida es fundamental para facilitar 
la movilidad de personas y bienes, promover la integración 
económica, garantizar el acceso a servicios básicos y mejorar 
la calidad de vida de los ciudadanos (Kouskoura et al., 2024). 
Además, una infraestructura moderna y resiliente es un factor clave 
para atraer inversiones, impulsar la productividad empresarial y 
fortalecer la competitividad de un país en el contexto regional y 
global (Khmeleva et al., 2022).

Este indicador permite evaluar si un país o región cuenta 
con la infraestructura necesaria para respaldar su desarrollo 
sostenible a largo plazo (Chen et al., 2019). Una alta calificación 
en este aspecto refleja la existencia de redes de transporte 
eficientes, servicios públicos confiables y una adecuada 
cobertura de telecomunicaciones, lo cual contribuye a mejorar la 
conectividad, la eficiencia logística y el acceso a oportunidades 
económicas y sociales (Kouskoura et al., 2024; Khmeleva et al., 
2022). En resumen, el indicador de infraestructura dentro del 
Sistema de Competitividad Sostenible constituye un elemento 
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clave de la capacidad de un país o región para facilitar la actividad 
económica, garantizar el bienestar de la población y colocar las 
bases para un desarrollo sostenible e inclusivo.

Superficie vial per cápita: mide la cantidad de espacio 
destinado a vías de transporte (carreteras, calles, avenidas) en 
relación con el número de habitantes de un territorio o ciudad y 
se expresa como la cantidad de metros cuadrados de superficie 
vial por cada persona (Chen et al., 2019). Este indicador es útil 
para evaluar la infraestructura vial disponible en relación con la 
población, porque una mayor superficie vial per cápita puede 
sugerir mejor acceso y movilidad para los habitantes, mientras 
que una baja superficie vial per cápita podría señalar congestión 
o infraestructura insuficiente para atender las necesidades de 
transporte de la población (Ceder, 2021; Grassia et al., 2024).

Acceso a camas de hospital por persona: es un indicador 
que mide la disponibilidad de camas hospitalarias en relación con 
la población de un área determinada, el cual, según Chen et al. 
(2019) y la Organización Mundial de la Salud (OMS, 2024), se 
refiere específicamente a los siguientes aspectos:

•	 Cuantifica el número de camas de hospital disponibles 
por cada cierta cantidad de habitantes (comúnmente 
por cada 1 000 o 10 000 personas).

•	 Refleja la capacidad del sistema de salud para proporcionar 
atención hospitalaria a la población.

•	 Es un indicador importante de la infraestructura sanitaria 
y el acceso a servicios médicos de un país o región.
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•	 Puede variar significativamente entre diferentes países, 
regiones o incluso entre áreas urbanas y rurales dentro 
de un mismo país.

•	 Un número más alto generalmente indica mejor acceso 
a atención hospitalaria, aunque debe interpretarse junto 
con otros indicadores de salud.

Este indicador es útil para evaluar la preparación del 
sistema de salud, pero tiene limitaciones, como, por ejemplo, 
que no refleja la calidad de la atención, la distribución geográfica 
de las camas, ni otros factores importantes del sistema sanitario 
(OMS, 2024).

Empleo

Mide la capacidad de un país o una región para generar 
oportunidades laborales formales y de calidad para su población 
(Chen et al., 2024, Kouskoura et al., 2019). Este indicador, 
también en concordancia con Chen et al. (2022), evalúa diversos 
aspectos relacionados con el mercado de trabajo, tales como:

•	 Tasa de empleo: porcentaje de la población 
económicamente activa que se encuentra ocupada, lo cual 
refleja el nivel de absorción de la mano de obra por parte 
de la economía.

•	 Calidad del empleo: proporción de empleos con contratos 
formales, prestaciones sociales, estabilidad laboral 
y condiciones de trabajo adecuadas, en contraposición 
a empleos precarios o informales.
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•	 Diversidad ocupacional: grado de diversificación de los 
sectores económicos y las ocupaciones, lo cual indica 
la capacidad de absorber mano de obra en diferentes ámbitos.

•	 Igualdad de oportunidades: nivel de inclusión y equidad 
en el acceso al empleo, particularmente para grupos 
vulnerables como mujeres, jóvenes y minorías.

•	 Flexibilidad y adaptabilidad: capacidad del mercado 
laboral para ajustarse a los cambios tecnológicos, 
las tendencias económicas y las necesidades cambiantes 
de las empresas.

Un buen desempeño en este indicador refleja la existencia 
de un mercado de trabajo dinámico, inclusivo y resiliente, que 
ofrece a la población oportunidades laborales de calidad y permite 
a las empresas contar con el talento humano necesario para ser 
competitivas, lo cual a su vez contribuye a reducir la pobreza, 
mejorar los ingresos y el bienestar de los trabajadores, fomentar 
la movilidad social y fortalecer la cohesión y la estabilidad social 
en general (Chen et al., 2019; Chen et al., 2022).

Proporción de empleados en la industria terciaria: La 
proporción de empleados en la industria terciaria es un indicador 
económico que mide el porcentaje de la fuerza laboral total que 
trabaja en el sector terciario de la economía (Statista, 2024). Este 
indicador proporciona información valiosa sobre la estructura 
económica de un país o una región y mide el porcentaje de 
trabajadores empleados en actividades de servicios en relación con 
el total de la fuerza laboral (Chen et al. 2019; Chen et al., 2022). 
El sector terciario, también conocido como sector de servicios, 
incluye actividades como: comercio, transporte, turismo, servicios 
financieros, educación, salud, servicios profesionales y técnicos, 
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entretenimiento y administración pública (Instituto Nacional de 
Estadística y Censos [INEC], 2024).

Este indicador refleja el grado de desarrollo económico 
de un país, ya que economías más avanzadas tienden a tener una 
mayor proporción de empleo en el sector servicios (Chen et al., 
2023). Permite comparar la estructura económica entre diferentes 
países o regiones, y puede indicar cambios en la economía a lo 
largo del tiempo, como la transición de una economía basada en la 
agricultura o la industria hacia una economía de servicios (OCDE, 
2024c). Es importante tener en cuenta que una alta proporción 
de empleo en el sector terciario no necesariamente indica una 
economía más saludable o desarrollada, pues se debe considerar 
en conjunto con otros indicadores económicos y sociales (Chen 
et al., 2019).

Tasa de desempleo urbano

La tasa de desempleo urbano mide el porcentaje de la población 
económicamente activa en áreas urbanas que no tiene empleo, 
pero está buscando trabajo activamente (Banco Mundial, 
2024b; Organización Internacional del Trabajo [OIT], 2024). 
Se calcula como el número de personas desempleadas en zonas 
urbanas, dividido por la fuerza laboral urbana total, expresado 
como porcentaje. Por lo general, se enfoca exclusivamente 
en áreas urbanas, excluyendo zonas rurales o semirrurales (Chen 
et al., 2019). También, incluye personas que no tienen trabajo 
remunerado, están disponibles para trabajar, y han buscado 
empleo activamente en un período reciente (generalmente durante 
las últimas cuatro semanas) (INEC, 2024).
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Proporciona información sobre la salud económica 
de las ciudades y la capacidad de las economías urbanas para 
generar empleos (Chen et al., 2022). Sin embargo, puede diferir 
significativamente de la tasa de desempleo general de un país, 
especialmente en naciones con grandes poblaciones rurales. 
Se trata de un indicador importante para evaluar el estado del 
mercado laboral urbano, guiar políticas económicas y sociales en 
ciudades y comparar la situación laboral entre diferentes áreas 
urbanas o países (Chen et al., 2019). Esta tasa suele ser más 
alta que la tasa de desempleo rural, debido a factores como una 
mayor competencia laboral y costos de vida más elevados en 
las ciudades, por lo que es importante notar que este indicador 
tiene limitaciones, como no capturar el subempleo o el empleo 
informal, que pueden ser significativos en algunas áreas urbanas 
(Chen et al., 2022; Chen et al., 2023).

Estilo de vida ecológico

Mide el grado en que la población de un país o una región adopta 
hábitos y prácticas de consumo respetuosos con el medio ambiente 
(Schwarzinger et al., 2024). De acuerdo con Chen et al. (2019), 
este indicador evalúa diversos aspectos relacionados con los 
patrones de conducta y estilos de vida de los ciudadanos, como, 
por ejemplo:

•	 Consumo responsable: nivel de conciencia y adopción 
de prácticas de consumo sostenible, como preferencia 
por productos locales, reciclados o biodegradables, 
reducción del desperdicio, y reutilización y reciclaje 
de materiales.
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•	 Movilidad sostenible: uso de medios de transporte 
ecológicos, como bicicletas, transporte público 
o vehículos eléctricos, en lugar de automóviles que utilizan 
combustibles fósiles.

•	 Eficiencia energética en el hogar: incorporación 
de tecnologías y hábitos que permiten un uso eficiente 
de la energía en las viviendas, como aislamiento térmico, 
electrodomésticos de bajo consumo y aprovechamiento 
de energías renovables.

•	 Conciencia ambiental: nivel de conocimiento, 
preocupación y compromiso de la población con la 
protección del medio ambiente y la mitigación del cambio 
climático.

•	 Participación comunitaria: grado de involucramiento 
de los ciudadanos en actividades y organizaciones 
orientadas a la sostenibilidad, como grupos ecologistas, 
iniciativas de reciclaje o programas de reforestación.

Un alto desempeño en este indicador indica que la 
población de un país o región ha adoptado un estilo de vida 
más respetuoso con el medio ambiente, lo cual contribuye a 
reducir la huella ecológica, impulsar la conservación de los 
recursos naturales y fomentar un desarrollo más sostenible 
(Chen et al., 2019; Chen et al., 2022). Esto también se traduce 
en una mayor conciencia y participación de la ciudadanía 
en la solución de problemas ambientales, lo cual fortalece la 
responsabilidad compartida y la acción colectiva en favor de la 
sostenibilidad (Farinha et al., 2020).

Tasa de crecimiento de los vehículos con energías 
alternativas: Es un indicador que mide el aumento porcentual 
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en el número o la adopción de vehículos que utilizan fuentes 
de energía diferentes a los combustibles fósiles tradicionales 
(Agencia Internacional de Energía [AIE], 2024a). Este indicador 
proporciona información valiosa sobre la transición hacia 
una movilidad más sostenible, ya que mide el incremento en 
la cantidad de vehículos que utilizan energías alternativas o 
nuevas en comparación con un período anterior, generalmente 
expresado como un porcentaje anual (Chen et al., 2019). 
Los tipos de vehículos incluidos en esta categoría suelen ser: 
vehículos eléctricos (EV), vehículos híbridos, vehículos de pila 
con combustible de hidrógeno, vehículos que funcionan con 
gas natural o biocombustibles, algunos de los cuales no están 
disponibles en nuestro entorno (Cheba et al., 2024).

El indicador mide la velocidad de adopción de tecnologías 
de transporte más limpias y eficientes, y puede indicar el éxito 
de políticas gubernamentales para promover vehículos más 
ecológicos, los cambios en las preferencias de los consumidores, 
los avances en la tecnología de vehículos alternativos y las 
mejoras en la infraestructura de recarga o repostaje para estos 
vehículos (Ceder et al., 2021). Es un indicador importante para 
evaluar el progreso hacia la reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero en el sector del transporte. Puede variar 
significativamente entre diferentes países o regiones, dependiendo 
de factores como los incentivos gubernamentales, disponibilidad 
de modelos, costos, y conciencia ambiental de los consumidores 
(Dechezleprêtre y Sato, 2017).

Este indicador es útil para comprender las tendencias en 
la industria automotriz y la transición energética en el transporte, 
pero debe interpretarse junto con otros datos como el tamaño total 
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del parque automotor y las ventas totales de vehículos (Chen et 
al., 2019).

Volumen de pasajeros por transporte público: es 
un indicador que mide la cantidad de personas que utilizan los 
sistemas de transporte público en un área determinada durante 
un período específico (Unión Internacional de Transporte 
Público [UITP], 2024). Este indicador proporciona información 
valiosa sobre el uso y la eficiencia de los sistemas de transporte 
colectivo, ya que cuantifica el número total de viajes realizados 
por pasajeros en los diferentes modos de transporte público, y 
suele incluir diversos medios de transporte como autobuses 
urbanos e interurbanos, metros o sistemas de tren subterráneo, 
tranvías, trenes de cercanías, ferris o transporte acuático urbano 
(Chen et al., 2019). Se mide típicamente en términos de número 
de pasajeros por día o por mes o por año, pudiendo desglosarse 
por tipo de transporte, rutas específicas o zonas geográficas. Sirve 
como indicador de la demanda de transporte público, la eficiencia 
y atractivo del sistema de transporte colectivo, los patrones de 
movilidad urbana (Ceder, 2021). También es útil para planificar 
y mejorar los servicios de transporte, evaluar el impacto de 
políticas de transporte, medir el progreso hacia objetivos de 
movilidad sostenible y comparar el uso del transporte público 
entre diferentes ciudades o regiones (Kouskoura et al., 2024).

Por otro lado, puede reflejar cambios en factores como 
crecimiento poblacional, desarrollo urbano, políticas de transporte 
y urbanismo, y, calidad y cobertura del servicio de transporte 
público (Chen et al., 2019). Es importante notar que este indicador 
debe interpretarse en conjunto con otros datos, como la población 
total del área, la extensión de la red de transporte, y la calidad del 
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servicio, para obtener una imagen completa de la situación del 
transporte público (Chen et al., 2022).

Sanitarios en zonas rurales: es un indicador que mide 
la proporción de hogares en zonas rurales que tienen acceso y 
utilizan instalaciones sanitarias adecuadas, específicamente 
inodoros higiénicos (OMS y Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia [Unicef], 2024). Este indicador es crucial para evaluar 
las condiciones de saneamiento y salud pública en comunidades 
rurales. Este índice refleja el porcentaje de viviendas rurales que 
han adoptado inodoros sanitarios en lugar de prácticas menos 
higiénicas, como la defecación al aire libre o el uso de letrinas 
rudimentarias y su medición es importante porque el acceso a 
instalaciones sanitarias adecuadas está directamente relacionado 
con la prevención de enfermedades, la mejora de la salud pública 
y la calidad de vida en general de las poblaciones rurales (Chen 
et al., 2019).

La tasa de uso de inodoros sanitarios en áreas rurales 
también puede ser un indicador del desarrollo socioeconómico y 
de la efectividad de las políticas de salud pública en estas regiones, 
y un aumento en este índice suele estar asociado con mejoras en la 
educación sobre higiene, inversiones en infraestructura sanitaria 
y cambios en las normas culturales relacionadas con las prácticas 
de saneamiento (Chen et al., 2022). Es importante tener en cuenta 
que este indicador no solo mide la presencia física de inodoros 
sanitarios, sino también su uso efectivo y mantenimiento adecuado 
(Chen et al., 2019). Por lo tanto, las campañas de concientización 
y educación sobre higiene son componentes relevantes para 
aumentar esta tasa de uso y asegurar beneficios duraderos para la 
salud de la comunidad.
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Agua de grifo en zonas rurales: mide el grado de acceso 
y uso de agua potable canalizada en los hogares de áreas rurales 
(Banco Mundial, 2024b). Este índice refleja la proporción de 
viviendas rurales que tienen conexión a un sistema de suministro 
de agua potable a través de tuberías, en contraposición a otras 
fuentes de agua como pozos, manantiales o agua embotellada 
(Chen et al., 2019). Este indicador es decisivo para evaluar la 
calidad de vida y el desarrollo de infraestructuras básicas en zonas 
rurales. El acceso al agua corriente está directamente relacionado 
con la mejora de la salud pública, ya que reduce significativamente 
el riesgo de enfermedades transmitidas por el agua y mejora las 
condiciones generales de higiene en los hogares (Bilbao-Terol et 
al., 2019).

La popularidad del agua corriente en zonas rurales 
también puede ser un reflejo de las políticas gubernamentales y 
las inversiones en infraestructura hídrica, por lo cual un aumento 
en este índice suele indicar mejoras en el desarrollo rural, la 
planificación de recursos hídricos y la implementación de 
proyectos de abastecimiento de agua a gran escala. Por lo que 
este indicador no solo mide la presencia física de conexiones de 
agua, sino también la calidad, regularidad y asequibilidad del 
servicio. Factores como la potabilidad del agua, la continuidad 
del suministro y el costo para los usuarios son aspectos cruciales 
que influyen en la verdadera “popularidad” o adopción del agua 
corriente en áreas rurales (Chen et al., 2019). Además, este 
indicador puede ayudar a identificar disparidades entre zonas 
urbanas y rurales en términos de acceso a servicios básicos, lo 
que es valioso para la planificación de políticas de desarrollo 
equitativo y su mejora puede estar asociada con avances en otros 
aspectos del desarrollo rural, como la educación, la salud y las 
oportunidades económicas (Chen et al., 2019; Chen et al., 2022).
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Índice de cobertura verde en zonas urbanas edificadas: 
mide la proporción de espacio verde en relación con el área total 
urbanizada de una ciudad (Chen et al., 2019). Este índice refleja 
la cantidad de vegetación, como parques, jardines, arboledas y 
otros espacios verdes, presentes dentro del entorno construido 
de las zonas urbanas, siendo importante para evaluar la calidad 
ambiental y la habitabilidad de las ciudades, porque una mayor 
tasa de cobertura verde está asociada con numerosos beneficios 
para los residentes urbanos, incluyendo la mejora de la calidad del 
aire, la reducción del efecto isla de calor urbano, el aumento de las 
oportunidades de recreación y la promoción del bienestar físico 
y mental de los habitantes (Chen et al., 2019; Chen et al., 2022). 
Desde una perspectiva ecológica, este indicador es importante 
para evaluar la biodiversidad urbana y la capacidad de la ciudad 
para mantener ecosistemas saludables, debido a que los espacios 
verdes urbanos proporcionan hábitats para diversas especies de 
flora y fauna, contribuyendo así a la conservación de la naturaleza 
dentro de los entornos urbanos (Li et al., 2025).

La tasa de cobertura verde también es un indicador clave en 
la planificación urbana sostenible. Un alto porcentaje de cobertura 
verde suele reflejar un enfoque de desarrollo urbano que prioriza 
el equilibrio entre el crecimiento de la ciudad y la preservación 
del medio ambiente (Hailiang et al., 2023). Esto puede incluir 
políticas de zonificación que protegen áreas verdes existentes, la 
creación de nuevos parques y la implementación de infraestructura 
verde como techos y muros vegetales, por lo que una distribución 
equitativa de áreas verdes en toda la ciudad es fundamental para 
garantizar que todos los residentes urbanos tengan acceso a los 
beneficios de estos espacios (Chen et al., 2019). Además, la tasa 
de cobertura verde en áreas urbanas edificadas puede ser un 
indicador de la resiliencia de la ciudad frente al cambio climático 
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porque los espacios verdes urbanos juegan un papel crucial en 
la mitigación de inundaciones, la reducción de la contaminación 
del aire y la regulación de la temperatura, lo que contribuye a la 
adaptación de las ciudades a los desafíos climáticos (Chen et al, 
2022; Guo et al., 2024).

Sistema económico

Según Chen et al. (2019), los componentes del sistema económico 
se exponen a continuación:

Dimensión económica: mide el tamaño y la magnitud de la 
actividad económica de un país o región. Según el Banco Mundial 
(2024b) y la OCDE (2024c), este indicador abarca diversos 
aspectos relacionados con el desempeño macroeconómico, que 
pueden incluir:

•	 Producto interno bruto (PIB): mide el valor total de los 
bienes y servicios producidos en un período determinado, 
lo cual refleja el tamaño y la capacidad de generación 
de riqueza de la economía (Fondo Monetario Internacional 
[FMI], 2024; OCDE, 2024c).

•	 Poder adquisitivo: evalúa el nivel de ingresos y la 
capacidad de consumo de la población, lo cual incide 
en el tamaño del mercado interno y las oportunidades 
de negocio (Banco Mundial, 2024b).

•	 Penetración comercial: grado de integración de la 
economía nacional en los flujos comerciales internacionales 
a través de exportaciones e importaciones, lo cual indica 
su nivel de apertura y proyección global (FMI, 2024).
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•	 Inversión extranjera directa: monto de los capitales 
provenientes del exterior que se destinan a la creación 
o ampliación de empresas en el país, lo cual refleja 
su atractivo y competitividad para atraer inversiones 
(ONU Comercio y Desarrollo [Unctad], 2024).

•	 Diversificación productiva: grado de diversificación 
y complejidad de la estructura económica, lo cual incide 
en la resiliencia y capacidad de adaptación ante shocks 
externos (Hausmann et al., 2014).

Un buen desempeño en este indicador sugiere que la 
economía de un país o región tiene un tamaño, dinamismo y 
proyección internacional relevantes, lo cual le permite aprovechar 
economías de escala, participar de manera efectiva en los 
mercados globales y generar mayores oportunidades de empleo 
e ingreso para la población (Chen et al., 2019). Esto contribuye 
a fortalecer la competitividad económica a largo plazo y sentar 
las bases para un desarrollo más sostenible e inclusivo (Banco 
Mundial, 2024b; OCDE, 2024c).

Producto interno bruto per cápita (PIB): es un 
indicador económico que mide el valor total de bienes y servicios 
producidos por un país o región en un año determinado, dividido 
por su población total (Banco Mundial, 2024b; FMI, 2024). Este 
indicador proporciona una estimación del nivel promedio de 
riqueza o bienestar económico de los habitantes de un país. El PIB 
per cápita se calcula tomando el PIB total de un país o región y 
dividiéndolo por el número de habitantes, lo que permite comparar 
el desempeño económico entre países con diferentes tamaños de 
población, ofreciendo una perspectiva más equilibrada del nivel 
de desarrollo económico (OCDE, 2024c).
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Este indicador es ampliamente utilizado como una medida 
aproximada del estándar de vida en diferentes países, por lo cual 
un PIB per cápita más alto generalmente sugiere un mayor nivel 
de prosperidad económica y, potencialmente, una mejor calidad 
de vida para la población en promedio (Chen et al., 2019; Our 
World in Data, 2024). Sin embargo, es importante señalar que este 
indicador tienelimitaciones, ya que no refleja la distribución de la 
riqueza dentro de un país ni considera factores no económicos 
que afectan la calidad de vida (Stiglitz et al., 2010). El PIB per 
cápita también sirve como un indicador del desarrollo económico 
de un país a lo largo del tiempo, ya que un aumento sostenido 
en este valor suele reflejar crecimiento económico, mejoras en la 
productividad y posiblemente avances en tecnología e innovación 
(Chen et al., 2019; Chen et al., 2023). Por otro lado, una 
disminución puede indicar recesión económica o estancamiento 
(FMI, 2024). Es fundamental entender que el PIB per cápita es 
una media aritmética y, por lo tanto, no refleja las desigualdades 
económicas dentro de una sociedad. Dos países o regiones pueden 
tener el mismo PIB per cápita, pero distribuciones de ingresos 
muy diferentes entre su población. Por esta razón, este indicador 
se suele complementar con otras medidas para obtener una imagen 
más completa del bienestar económico y social de un país (Banco 
Mundial, 2024b; Piketty, 2020). Además, el PIB per cápita se 
utiliza frecuentemente en comparaciones internacionales y en la 
toma de decisiones económicas y políticas. Por ejemplo, puede 
influir en las decisiones de inversión extranjera, en la asignación 
de ayuda internacional, o en la clasificación de países como 
desarrollados, en desarrollo o menos desarrollados (FMI, 2024; 
OCDE, 2024c).

Renta disponible per cápita de los residentes urbanos: 
mide el monto promedio de dinero que una persona que vive en 
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áreas urbanas tiene disponible para gastar o ahorrar después de que 
se han deducido los impuestos y otras contribuciones obligatorias 
(Banco Mundial, 2024a; Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe [Cepal], 2024). Este indicador proporciona una 
idea clara del poder adquisitivo individual dentro de la población 
urbana, reflejando cuántos recursos económicos quedan para el 
consumo personal, inversiones, o ahorro tras cumplir con las 
obligaciones fiscales (Chen et al., 2019).

Este ingreso disponible es un indicador clave del bienestar 
económico y de la calidad de vida en las zonas urbanas, ya que, a 
mayor ingreso disponible, las personas tienen más capacidad para 
acceder a bienes y servicios, mejorar su nivel de vida y enfrentar 
contingencias económicas (ONU-Hábitat, 2024). En contextos 
nacionales, la comparación del ingreso disponible per cápita entre 
áreas urbanas y rurales también permite analizar desigualdades 
socioeconómicas y regionales, lo que ayuda a los gobiernos a 
diseñar políticas para promover un desarrollo más equilibrado 
(Cepal, 2024).

Eficiencia económica: mide la capacidad de un país o 
región para utilizar de manera óptima sus recursos y factores 
productivos, a fin de generar el mayor valor agregado posible 
(Banco Mundial, 2024b; OCDE, 2024c). Este indicador evalúa 
diversos aspectos relacionados con la eficiencia y la productividad 
de la economía, como por ejemplo:

•	 Productividad laboral: mide el valor de la producción 
generada por cada trabajador, lo cual refleja la capacidad 
de la fuerza de trabajo para transformar los insumos 
en bienes y servicios de manera eficiente (OCDE, 2024c; 
Organización Internacional del Trabajo [OIT], 2024)
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•	 Eficiencia del capital: analiza la relación entre el valor 
de la producción y la cantidad de capital (maquinaria, 
equipos, infraestructura) utilizada, lo cual indica 
el grado de aprovechamiento de los activos productivos 
(FMI, 2024).

•	 Eficiencia de los procesos: evalúa la optimización 
de los sistemas y procedimientos empresariales, como 
la logística, la gestión de inventarios y la organización 
de la producción, lo cual contribuye a reducir costos 
y desperdicios (McKinsey y Company, 2024).

•	 Innovación y adopción tecnológica: mide la capacidad 
de las empresas y la economía en general para incorporar 
y explotar nuevas tecnologías, lo cual permite mejorar 
la eficiencia y la competitividad (OCDE, 2024b; 
UNESCO, 2021).

•	 Uso sostenible de recursos: analiza la intensidad 
en el consumo de recursos naturales y energéticos, 
a fin de promover patrones de producción y consumo 
más eficientes y amigables con el medio ambiente (AIE, 
2024b; Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente [Pnuma], 2024)

Un buen desempeño en este indicador refleja que 
la economía de un país o región logra obtener el máximo 
rendimiento de sus recursos, lo cual se traduce en mayores niveles 
de productividad, competitividad y sostenibilidad a largo plazo 
(Chen et al., 2019). Esto contribuye a mejorar la rentabilidad de 
las empresas, la competitividad de los productos y servicios, y el 
bienestar económico de la población (FMI, 2024; OCDE, 2024c).
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Consumo de energía: mide la sensibilidad o respuesta 
del consumo de energía frente a cambios en el PIB u otra variable 
económica relevante (AIE, 2024b; Stern, 2024). Este indicador 
cuantifica cómo varía el consumo de energía cuando se produce 
un cambio porcentual en el PIB. Si el coeficiente es mayor que 
1, significa que el consumo de energía aumenta a un ritmo mayor 
que el crecimiento económico, lo cual puede indicar una alta 
dependencia energética para sostener el crecimiento (Zhai et al., 
2024). Un coeficiente menor que 1 sugiere que el consumo de 
energía crece más lentamente que la economía, lo que podría ser 
señal de mejoras en la eficiencia energética o de un cambio hacia 
una estructura económica menos intensiva en energía (Enerdata, 
2024; Bogmans et al., 2020). Este coeficiente es importante para 
analizar la sostenibilidad del desarrollo económico de un país y 
su transición hacia fuentes de energía más limpias o eficientes, 
así como para diseñar políticas energéticas que fomenten el 
crecimiento económico sin aumentar de manera proporcional el 
consumo de recursos energéticos (Myllyvirta et al., 2025; Sharma 
et al., 2019).

Consumo de energía por PIB: mide la cantidad de 
energía que un país o economía utiliza para generar un millón 
de unidades monetarias de PIB (AIE, 2024b; Enerdata, 2024). 
Este indicador se utiliza para evaluar la eficiencia energética 
de una economía, mostrando cuánta energía se requiere para 
producir un valor determinado de bienes y servicios (Chen et al., 
2019). Un valor alto de consumo de energía por cada millón de 
PIB indica que la economía es intensiva en el uso de energía, lo 
que puede reflejar una dependencia de sectores industriales que 
consumen mucha energía o una infraestructura poco eficiente 
(Stern y Kander, 2012). Por otro lado, un valor bajo sugiere que 
la economía utiliza la energía de manera más eficiente, lo que 
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podría ser resultado de inversiones en tecnologías más limpias y 
eficientes, o de una transición hacia sectores menos intensivos en 
energía, como los servicios o la tecnología (Sharma et al., 2019).

Este indicador es clave para los esfuerzos hacia la 
sostenibilidad, ya que ayuda a los países a identificar áreas 
donde es posible mejorar la eficiencia energética, reducir 
costos asociados al consumo energético, y disminuir el impacto 
ambiental al reducir las emisiones de gases de efecto invernadero 
(AIE, 2024a; Chen et al., 2019; Pnuma, 2024). También es útil 
para comparar la eficiencia energética entre países y medir el 
progreso hacia economías más sostenibles y menos dependientes 
de recursos energéticos no renovables (Enerdata, 2024).

Ratio de terciarización del PIB: mide la proporción 
del PIB de una economía que es generada por el sector terciario, 
que incluye actividades relacionadas con los servicios, como 
el comercio, el transporte, las finanzas, la educación, la salud, 
el turismo y las telecomunicaciones (Banco Mundial, 2024b; 
OCDE, 2024c). Este indicador muestra qué tan dependiente es 
una economía del sector servicios en comparación con otros 
sectores como el primario (agricultura y minería) o el secundario 
(industria y manufactura) (Chen et al., 2019). Un alto ratio del 
sector terciario al PIB indica que una parte significativa de 
la riqueza económica proviene de los servicios, lo cual suele 
asociarse con economías más avanzadas o desarrolladas que han 
experimentado una transición desde la manufactura hacia sectores 
de servicios especializados (Clark, 1967; De Long, 1988). Esto 
puede reflejar un cambio hacia una estructura económica más 
orientada a la tecnología, el conocimiento y la oferta de servicios 
de alto valor agregado.



45

Por otro lado, un ratio bajo puede indicar que la economía 
está más centrada en actividades industriales o agrícolas, 
típicamente en países en vías de desarrollo o en economías con 
una fuerte base en la producción de bienes (Cepal, 2024). Este 
indicador es importante para entender el desarrollo económico y 
la estructura de la economía, así como para orientar políticas que 
impulsen el crecimiento en sectores estratégicos (Primero Chen 
luego Unctad).

Sistema de recursos ambientales

Los componentes del sistema de recursos ambientales se exponen 
a continuación.

Recursos naturales: mide la disponibilidad, calidad y uso 
eficiente de los recursos naturales de un país o región (Amer et 
al., 2024; OECD, 2024). Este indicador evalúa diversos aspectos 
relacionados con la gestión y conservación de los recursos 
naturales, a decir de Chen et al. (2019), tales como:

•	 Disponibilidad de recursos: cantidad y diversidad 
de recursos naturales, como agua, tierra, bosques, 
minerales y energía, con los que cuenta el país o región 
(Cleveland y Stern, 1993).

•	 Calidad de los recursos: grado de conservación y ausencia 
de contaminación o degradación de los recursos naturales, 
lo cual incide en su potencial de aprovechamiento 
(Agencia de Protección Ambiental de Estados Unidos 
[EPA], 2017).
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•	 Eficiencia en el uso: nivel de optimización en el consumo 
y aprovechamiento de los recursos naturales por parte 
de los sectores productivos y la población (Huysman 
et al., 2015).

•	 Sostenibilidad de la extracción: grado en que las actividades 
de extracción, explotación y uso de los recursos naturales 
se realizan de manera sustentable, evitando su agotamiento 
o deterioro a largo plazo (Wallbaum et al., 2024).

•	 Gestión y gobernanza: capacidad institucional y políticas 
públicas orientadas a la protección, restauración y uso 
racional de los recursos naturales (Dickens et al., 2019).

Un buen desempeño en este indicador refleja que el país o 
región cuenta con una base sólida de recursos naturales, los cuales 
son gestionados de manera sostenible, eficiente y respetuosa con 
el medio ambiente (Banco Mundial, 2023a). Esto contribuye a 
garantizar la disponibilidad a largo plazo de estos recursos, que son 
fundamentales para el desarrollo económico, la calidad de vida de 
la población y el mantenimiento de los ecosistemas (Chen et al., 
2019). Asimismo, una adecuada gestión de los recursos naturales 
fortalece la competitividad y la resiliencia de la economía ante 
potenciales shocks o escasez de estos insumos.

Superficie de tierra cultivable per cápita: mide la 
disponibilidad de tierras agrícolas en relación con la población de 
un país o región. Este indicador refleja la capacidad productiva y 
el potencial de autosuficiencia alimentaria de un territorio (Chen 
et al., 2019; ONU Impacto Académico, 2020). Específicamente, 
este indicador evalúa la cantidad de hectáreas de tierras aptas para 
la producción agrícola que le corresponden en promedio a cada 
habitante. Una mayor superficie de tierra cultivable per cápita 
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indica que el país o región cuenta con mayores recursos naturales 
y tierras fértiles que le permiten producir alimentos de manera 
más extensiva y sostenible (Ritchie y Roser, 2019).

Esto es importante porque la disponibilidad de tierras 
cultivables es un factor clave para garantizar la seguridad 
alimentaria de la población, reducir la dependencia de las 
importaciones y fortalecer la soberanía alimentaria (Funk y 
Brown, 2009; Lan et al., 2023). Además, una adecuada superficie 
de tierra cultivable per cápita puede favorecer el desarrollo de 
actividades agropecuarias que sean resilientes ante los desafíos 
del cambio climático (Chen et al., 2022). Por el contrario, una 
baja superficie de tierra cultivable per cápita es un indicador 
de presión sobre los recursos naturales y posibles riesgos de 
escasez de alimentos, especialmente en países con alta densidad 
demográfica (Chen et al., 2023). Esto obliga a adoptar estrategias 
más intensivas y tecnificadas de producción agrícola, así como a 
implementar políticas de uso eficiente y sostenible de las tierras. 
Entonces, el indicador de superficie de tierra cultivable per cápita 
es una métrica relevante para evaluar la capacidad productiva 
de un país o región y su potencial para alcanzar la seguridad 
y soberanía alimentaria de manera sustentable a largo plazo 
(Pawlack et al., 2020).

Recursos hídricos per cápita: es una medida fundamental 
dentro del sistema de recursos ambientales que proporciona 
información valiosa sobre la disponibilidad de agua dulce para 
la población de un área geográfica determinada (Banco Mundial, 
2024). Este indicador, según Chen et al. (2019), se calcula 
dividiendo el volumen total de recursos hídricos renovables de 
una región o país entre el número de habitantes. Este parámetro es 
clave para evaluar la seguridad hídrica de una nación o territorio, 
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ya que ofrece una visión general de la cantidad de agua disponible 
para satisfacer las necesidades humanas y ecosistémicas, 
incluyendo tanto las aguas superficiales como las subterráneas 
que se renuevan anualmente a través del ciclo hidrológico, 
considerando factores como la precipitación, el escurrimiento y 
la recarga de acuíferos (Chen et al., 2022).

La importancia de este indicador radica en su capacidad 
para reflejar la presión que ejerce la población sobre los recursos 
hídricos disponibles: un valor bajo puede señalar una situación 
de estrés hídrico, donde la demanda de agua podría superar la 
oferta sostenible, lo que podría llevar a problemas de escasez 
y competencia por el recurso entre diferentes sectores como el 
agrícola, industrial y doméstico (Chen et al., 2019). Además, 
el indicador de recursos hídricos per cápita permite realizar 
comparaciones entre diferentes regiones y países, así como 
analizar tendencias a lo largo del tiempo lo que es útil para 
los responsables de la gestión del agua y los formuladores de 
políticas, ya que les ayuda a identificar áreas prioritarias para la 
conservación y el uso eficiente del agua, así como a planificar 
estrategias de adaptación frente a desafíos como el crecimiento 
poblacional y el cambio climático (Chen et al., 2019; Chen et 
al., 2022).

Proporción de cubierta forestal: evalúa la extensión de 
las áreas boscosas en relación con la superficie total de un territorio 
determinado (Harris y Gibbs, 2022). Este indicador se expresa 
generalmente como un porcentaje y refleja la cantidad de tierra 
cubierta por bosques, incluyendo tanto bosques naturales como 
plantaciones forestales (Chen et al., 2019). La importancia de este 
indicador radica en su capacidad para proporcionar información 
sobre el estado y la evolución de los ecosistemas forestales, que 
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son fundamentales para la biodiversidad, la regulación del clima 
y la provisión de servicios ecosistémicos esenciales (Gareeva 
et al., 2020). Los bosques desempeñan un papel crucial en la 
captura de carbono, la protección del suelo contra la erosión, la 
regulación del ciclo hidrológico y el mantenimiento de hábitats 
para numerosas especies de flora y fauna (Chen et al., 2019).

La proporción de cubierta forestal es un parámetro clave 
para evaluar la sostenibilidad ambiental de un país o región ya 
que un alto porcentaje de cobertura forestal generalmente se 
asocia con una mayor conservación de la biodiversidad y una 
mejor calidad ambiental (Chen et al., 2019). Por el contrario, 
una disminución en este indicador puede señalar problemas 
como la deforestación, la degradación de ecosistemas o cambios 
en el uso del suelo que podrían tener impactos negativos en el 
medio ambiente y la calidad de vida de las poblaciones humanas 
porque también es valioso para el seguimiento de políticas y 
compromisos internacionales relacionados con la conservación 
forestal y la lucha contra el cambio climático (Khmeleva et al., 
2022). Muchos países utilizan la proporción de cubierta forestal 
como un indicador clave para medir el progreso hacia objetivos 
de desarrollo sostenible y metas de conservación de la naturaleza 
(Chen et al., 2022).

Proporción de superficie de humedales: evalúa la 
extensión de las áreas de humedales en relación con la superficie 
total de un territorio determinado (Convention on Wetlands 
Secretariat,, 2019; Villa y Bernal, 2018). Este indicador se 
expresa generalmente como un porcentaje y abarca diversos tipos 
de humedales, incluyendo pantanos, marismas, turberas, lagos, 
ríos y zonas costeras poco profundas, y su relevancia radica en 
el papel vital que desempeñan los humedales en el equilibrio 
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ecológico y la provisión de servicios ecosistémicos (Chen et al., 
2019). Los humedales son conocidos como riñones de la Tierra 
debido a su capacidad para filtrar y purificar el agua, regular los 
ciclos hidrológicos y actuar como sumideros naturales de carbono 
(Nahlik y Fennessy, 2016) que albergan una rica biodiversidad, 
proporcionando hábitats esenciales para numerosas especies de 
flora y fauna, muchas de las cuales son únicas de estos entornos 
(Qazi et al., 2024).

La proporción de superficie de humedales es un 
parámetro clave para evaluar la salud ambiental y la resiliencia 
ecológica de una región porque un alto porcentaje de cobertura de 
humedales generalmente se asocia con una mayor capacidad para 
mitigar inundaciones, mejorar la calidad del agua y mantener la 
biodiversidad (Chen et al., 2021). Por otro lado, una disminución 
en este indicador puede señalar problemas como la degradación 
de ecosistemas, la pérdida de hábitats y la reducción de servicios 
ecosistémicos vitales, lo cual es valioso para el seguimiento de 
políticas y compromisos internacionales relacionados con la 
conservación de humedales, como la Convención de Ramsar 
(Convention on Wetlands Secretariat, 1971). Muchos países 
utilizan la proporción de superficie de humedales como un 
indicador clave para medir el progreso hacia objetivos de 
desarrollo sostenible y metas de conservación de la naturaleza 
(Chen et al., 2019).

Medio ambiente

Es un parámetro amplio y complejo que busca proporcionar 
una visión integral del estado y la calidad del entorno natural en un 
área determinada (EPA, 2017). Este indicador no se centra en un 
solo aspecto, sino que abarca múltiples dimensiones del ambiente, 
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incluyendo el aire, el agua, el suelo, la biodiversidad y los 
ecosistemas en general, porque al ser un indicador compuesto 
tiene como objetivo medir y evaluar la salud general del medio 
ambiente, considerando factores como la calidad del aire 
y del agua, la conservación de los recursos naturales, la gestión 
de residuos, la protección de la biodiversidad, y la sostenibilidad 
de las prácticas humanas en relación con el entorno natural (Chen 
et al., 2019; Chen et al., 2022). Al integrar diversos aspectos 
ambientales, proporciona una imagen más completa de la 
situación ecológica de un territorio.

La importancia de este indicador radica en su capacidad 
para ofrecer una evaluación integral del estado ambiental, 
permitiendo a los responsables de la toma de decisiones y 
a la sociedad en general comprender mejor los desafíos y 
oportunidades en materia de conservación y gestión ambiental, 
y facilitando la comparación entre diferentes regiones o países 
y el seguimiento de tendencias a lo largo del tiempo, lo que es 
crucial para la formulación de políticas ambientales efectivas y la 
medición del progreso hacia objetivos de sostenibilidad (Chen et 
al., 2019). Es clave destacar que, debido a su naturaleza compleja, 
el indicador de medio ambiente suele basarse en un conjunto de 
subindicadores que miden aspectos específicos como la calidad 
del aire, la contaminación del agua, la deforestación, la pérdida 
de biodiversidad, entre otros (Chen et al., 2022).

Emisión per cápita de dióxido de carbono: es una 
medida crucial dentro del sistema de recursos ambientales que 
cuantifica la cantidad promedio de dióxido de carbono (CO2) 
emitida por cada persona en un área geográfica determinada, 
generalmente un país, durante un período específico, usualmente 
un año (Banco Mundial, 2024; Ritchie et al., 2020). Este indicador 
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se calcula dividiendo las emisiones totales de CO2 de un país 
entre su población total siendo un parámetro fundamental para 
evaluar la contribución individual al cambio climático y la huella 
de carbono de una sociedad (AIE, 2024; Chen et al., 2019). El 
CO2 es uno de los principales gases de efecto invernadero, y sus 
emisiones están estrechamente ligadas a actividades humanas 
como la quema de combustibles fósiles, la deforestación y ciertos 
procesos industriales (Center for Climate and Energy Solutions, 
2022). Por lo tanto, este indicador refleja no solo los patrones de 
consumo energético, sino también el nivel de desarrollo industrial 
y las prácticas de uso del suelo de un país (Chen et al., 2022).

La importancia de este indicador radica en su capacidad 
para proporcionar una perspectiva equilibrada sobre las emisiones 
de CO2, considerando las diferencias en el tamaño de la población 
entre países (Vigna y Friedrich, 2023), que permite realizar 
comparaciones más justas entre naciones con diferentes niveles 
de población y desarrollo, ofreciendo una visión más precisa de la 
intensidad de las emisiones en relación con el número de habitantes 
(Chen et al., 2019). Además, el indicador de emisión per cápita 
de CO2 es una herramienta valiosa para los responsables políticos 
y los planificadores ambientales. Ayuda a identificar áreas de 
mejora en la eficiencia energética y la reducción de emisiones, así 
como a establecer objetivos realistas para la mitigación del cambio 
climático (Vigna y Friedrich, 2023). También es útil para evaluar 
el progreso de un país hacia sus compromisos internacionales en 
materia de reducción de emisiones, como los establecidos en el 
Acuerdo de París (AIE, 2024).

Ratio de calidad del aire: la proporción de la calidad del 
aire que alcanza el nivel 2 respecto al valor promedio anual, es una 
medida importante dentro del sistema de recursos ambientales que 
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evalúa la frecuencia con la que la calidad del aire alcanza un nivel 
moderado de contaminación en comparación con el promedio 
anual (EPA, 2024; OMS, 2023). Este indicador proporciona 
información valiosa sobre la variabilidad de la calidad del aire en 
una región determinada. El nivel 2 generalmente se refiere a una 
categoría de calidad del aire que, si bien no es óptima, tampoco 
representa un riesgo grave para la salud (AirNow, 2024). La 
comparación de este nivel con el promedio anual ayuda a entender 
cuán a menudo la calidad del aire se desvía de la norma hacia 
condiciones menos favorables (IQAir, 2024).

La importancia de este parámetro radica en su capacidad 
para alertar sobre patrones de contaminación atmosférica 
que podrían pasar desapercibidos si solo se consideraran los 
promedios anuales (Chen et al., 2019). Permite identificar 
períodos o situaciones en las que la calidad del aire se deteriora, 
lo cual es crucial para la planificación de medidas de control 
de la contaminación y para la protección de la salud pública 
(OMS, 2021).

Este indicador es particularmente útil para los gestores 
ambientales y los responsables de políticas públicas, ya que ofrece 
una visión más detallada de la dinámica de la calidad del aire y 
ayuda a identificar factores estacionales, eventos específicos o 
tendencias que contribuyen a la degradación de la calidad del aire, 
permitiendo así el desarrollo de estrategias más efectivas para su 
mejora (California Air Resources Board, 2024).

Grado sonoro: el grado de sonido equivalente de la región 
durante el día, es una medida importante dentro del sistema de 
recursos ambientales que evalúa el nivel promedio de ruido en un 
área específica durante las horas diurnas (Central Pollution Control 
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Board [CPCB], 2024; OMS, 2019). Este indicador proporciona 
una representación cuantitativa del ambiente acústico en una 
región determinada y se calcula mediante la medición continua 
de los niveles de sonido a lo largo del día, promediando estos 
valores para obtener un único número que representa el nivel de 
ruido típico al que están expuestos los residentes o visitantes del 
área durante las horas de luz (Chen et al., 2023).

La importancia de este parámetro radica en su capacidad 
para evaluar la calidad del ambiente sonoro y su potencial 
impacto en la salud y el bienestar de la población porque el ruido 
excesivo puede tener efectos negativos significativos, como 
interferir con la comunicación, perturbar el sueño, aumentar el 
estrés y afectar la productividad (OMS, 2016; Alam et al., 2024). 
Por lo tanto, este indicador es importante para la planificación 
urbana, la regulación ambiental y la implementación de medidas 
de control de ruido ya que el grado de sonido equivalente durante 
el día es particularmente útil para los planificadores urbanos, 
los responsables de políticas públicas y los profesionales de la 
salud ambiental (Chen et al., 2019). Permite identificar áreas 
con niveles de ruido potencialmente perjudiciales, evaluar la 
efectividad de las medidas de control de ruido y establecer pautas 
para el desarrollo urbano que tengan en cuenta el confort acústico 
de los residentes (European Commission, 2024).

Reducción de la contaminación: es una medida crucial 
dentro del sistema de recursos ambientales que evalúa los esfuerzos 
y la eficacia de las acciones implementadas para disminuir o 
eliminar la contaminación en un área determinada, ya que incluye 
una amplia gama de actividades y tecnologías diseñadas para 
reducir la emisión de contaminantes al aire, agua y suelo (OCDE, 
2023; Pnuma, 2024). Esta incluye medidas como la instalación 



55

de filtros y depuradores en chimeneas industriales, el tratamiento 
de aguas residuales, la implementación de tecnologías limpias en 
procesos productivos, y la restauración de sitios contaminados, 
entre otras (EPA, 2023).

La importancia de este parámetro radica en su capacidad 
para reflejar el compromiso y la efectividad de una sociedad o 
industria en la mitigación de su impacto ambiental, proporcionando 
información valiosa sobre las inversiones y esfuerzos realizados 
para proteger el medio ambiente y la salud pública, así como sobre 
el progreso hacia objetivos de sostenibilidad y cumplimiento de 
normativas ambientales (EPA, 2023). El indicador de reducción 
de la contaminación es particularmente útil para los responsables 
de políticas ambientales, gestores industriales y organismos 
reguladores. Permite evaluar la eficacia de las políticas y 
programas de control de la contaminación, identificar áreas que 
requieren mayor atención y justificar inversiones en tecnologías y 
prácticas más limpias (Organización de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo Industrial [Unido], 2023)

Es importante señalar que la interpretación de este 
indicador debe realizarse considerando el contexto específico 
de cada región o sector industrial. Los niveles de reducción de 
la contaminación pueden variar significativamente dependiendo 
de factores como el nivel de desarrollo económico, la 
estructura industrial, la tecnología disponible y la rigurosidad 
de las regulaciones ambientales. Además, este indicador debe 
complementarse con mediciones directas de la calidad ambiental 
para obtener una visión completa del estado del medio ambiente 
y la efectividad de las medidas de control de la contaminación.
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Tasa de utilización de residuos sólidos industriales: es 
una medida importante dentro del sistema de recursos ambientales 
que evalúa la proporción de desechos sólidos generados por 
la industria que son reutilizados, reciclados o valorizados de 
alguna manera, en lugar de ser simplemente desechados (Banco 
Mundial, 2023b; Ellen MacArthur Foundation, 2024). Este 
indicador proporciona información valiosa sobre la eficiencia en 
el manejo de residuos industriales y el grado de implementación 
de prácticas de la economía circular en el sector industrial. Mide la 
capacidad de las industrias para convertir lo que tradicionalmente 
se consideraba basura en recursos útiles, ya sea como materia 
prima para otros procesos, como fuente de energía, o para otros 
usos productivos (OCDE, 2024).

La importancia de este parámetro radica en su capacidad 
para reflejar el avance hacia una gestión más sostenible de los 
recursos y la reducción del impacto ambiental de las actividades 
industriales, por lo cual una alta tasa de utilización de residuos 
sólidos industriales indica un uso más eficiente de los recursos, 
una menor presión sobre los vertederos y una reducción en la 
extracción de materias primas vírgenes, lo que contribuye a la 
conservación del medio ambiente y a la mitigación del cambio 
climático (Pnuma, 2023). Este indicador es particularmente 
útil para los responsables de políticas ambientales, gestores 
industriales y planificadores de desarrollo sostenible (Chen et al., 
2019). Permite evaluar la efectividad de las políticas de gestión 
de residuos, identificar oportunidades de mejora en los procesos 
industriales y fomentar la innovación en tecnologías de reciclaje 
y valorización de residuos (European Commission, 2024).

Proporción de residuos municipales tratados 
adecuadamente: mide la proporción de residuos municipales que 
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han sido gestionados de manera adecuada, según las normativas 
ambientales y de salud pública que refleja el porcentaje de 
desechos generados en una jurisdicción municipal que ha 
sido procesado a través de métodos que minimizan el impacto 
ambiental, como el reciclaje, la reutilización, la conversión en 
energía o la disposición segura en vertederos controlados (World 
Bank, 2024; UN-Habitat, 2023). La gestión apropiada implica 
un tratamiento que cumple con los estándares legales y técnicos 
establecidos para la protección del medio ambiente, asegurando 
que los residuos no contribuyan a la contaminación del suelo, 
agua o aire, ni generen riesgos para la salud pública (OMS, 2022).

Este indicador es importante dentro del sistema de recursos 
ambientales porque proporciona una medida del desempeño de 
las políticas locales de gestión de residuos, ayudando a evaluar 
la capacidad de las autoridades municipales para manejar los 
desechos de manera sostenible, previniendo la acumulación de 
residuos en condiciones incontroladas y fomentando una economía 
circular que promueva la recuperación de materiales (International 
Solid Waste Association [ISWA], 2024). Además, este indicador 
está vinculado a metas más amplias de sostenibilidad, como 
la reducción de la huella ecológica y el cumplimiento de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), particularmente en lo 
que respecta al ODS 11 (Ciudades y Comunidades Sostenibles) y 
el ODS 12 (Producción y Consumo Responsables) (ONU, 2024).

Proporción de tratamiento de aguas residuales 
urbanas: mide la proporción de aguas residuales urbanas que 
son tratadas de manera adecuada antes de ser vertidas en cuerpos 
de agua o reutilizadas (Banco Mundial, 2023b; Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
[Unesco], 2024). Este indicador refleja el porcentaje de las aguas 
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residuales generadas en áreas urbanas que pasan por procesos 
de tratamiento que eliminan o reducen significativamente los 
contaminantes, garantizando que el agua tratada cumpla con los 
estándares de calidad establecidos para la protección ambiental y 
la salud pública (OMS, 2023).

Dentro del sistema de recursos ambientales, este indicador 
es crucial porque monitorea la eficacia de la infraestructura 
de saneamiento en las ciudades y la capacidad de estas áreas 
para gestionar de forma sostenible sus aguas residuales. Un 
tratamiento insuficiente o inexistente de las aguas residuales 
puede generar serios problemas de contaminación en ríos, lagos y 
océanos, además de poner en riesgo la salud de las comunidades 
al promover la propagación de enfermedades (Pnuma, 2024). 
Este indicador, por tanto, es un reflejo de la gestión sostenible 
de los recursos hídricos en zonas urbanas y está directamente 
relacionado con el cumplimiento de los ODS, en particular el 
ODS 6 (Agua Limpia y Saneamiento) y el ODS 11 (Ciudades y 
Comunidades Sostenibles) (ONU-Agua, 2024).

Metodología del trabajo

El análisis de las variables relacionadas con la competitividad 
regional sostenible para este texto partió de la búsqueda 
de información secundaria de fuentes oficiales (datos de panel), 
de manera que se pueda validar sus referencias. En este caso, 
la búsqueda de dicha información fue validada según cada fuente, 
pero en algunos casos la falta de información actualizada limitó 
en gran medida la posibilidad de exponer la situación compleja 
de las provincias y departamentos de la ZIF Ecuador-Colombia. 
De todas maneras, la descripción de indicadores corresponde a los 
datos que han sido validados y, en ciertos casos, en aproximaciones 
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sobre la base de la información existente. Aparte considera 
que esto ha permitido exhibir una realidad latente en esta zona 
geográfica que permite tomar conciencia de la importancia 
de contar con datos estadísticos propios que permitan al mismo 
tiempo la toma oportuna de decisiones a nivel de sector público, 
privado y academia. Esto también corrobora la importancia de la 
investigación como fuente de información clave para facilitar 
la política pública. Cualquier incongruencia o desviación con la 
realidad se solventa por el afán de contribuir con un análisis serio 
del contexto en términos de sostenibilidad por medio del uso 
legítimo de la información disponible, pues, más allá del dato 
específico, el objetivo fue mostrar una visión imparcial de la 
realidad de la periferia. Algunos datos han sido omitidos por falta 
de validación y por su inaccesibilidad, considerando que la 
data disponible se refiere a lo nacional y a los centros, espacios 
que priman sobre las regiones fronterizas.
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SECCIÓN DOS

Sistema de competitividad sostenible 
en la Zona de Planificación 1
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Capítulo 2
Sistema social en la Zona  

de Planificación 1

Un análisis de la información secundaria desde una perspectiva 
de competitividad sostenible indica áreas críticas y oportunidades 
para la Zona de Planificación 1 de Ecuador. La sostenibilidad, 
en este contexto, implica no solo la protección ambiental, sino 
también el desarrollo social y económico equitativo, elementos 
que están intrínsecamente ligados a la competitividad.

 Nivel de urbanización

Razón de población urbana: la población total del Ecuador 
asciende a 16 938 986 habitantes (INEC, 2022a), con un total 
de 10 687 151 habitantes en el sector urbano y 6 251 835 habitantes 
en el sector rural.
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Del total de población en el Ecuador, el 51,3 % corresponde 
a la población femenina con 8 686 463 habitantes, y el 48,7 % 
corresponde a la población masculina con un total de 8 252 523 
habitantes.

Según el perfil territorial nacional, la población de 
Ecuador está representada de la siguiente manera: la población 
de niñas/os (0 a 11 años) asciende a 3 344 947, que representa el  
19,7 %; la población de adolescentes (12 a 17 años) asciende a 
1 903 170 y corresponde el 11,20 % ; la población de jóvenes 
(18 a 29 años) alcanza los 3 441 776 habitantes, que equivale al 
20,3 %; la población de adultas/os (30 a 64 años) asciende a 6 
728 503, que representa el 39,7 %; y la población de adultas/os 
mayores (65 años o más) con un total de 1 520 590 habitantes, 
que representa el 9 %.

La alta proporción de la población ecuatoriana residente en 
áreas urbanas (aproximadamente el 63 %) implica una necesidad 
crítica de planificación y gestión de recursos en las ciudades. 
Esto incluye el desarrollo de infraestructura, servicios públicos 
eficientes, y políticas de vivienda y movilidad urbana. Además, la 
diferencia en la distribución de la población entre zonas urbanas 
y rurales sugiere la necesidad de políticas diferenciadas para cada 
sector, abordando las particularidades de cada uno.
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La población total de Ecuador por provincias y 
participación porcentual, según el más reciente censo (INEC, 
2022a), se organiza de la siguiente manera:

Figura 3
Población de Ecuador por provincias y participación porcentual en 
2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

La Zona de Planificación 1 se localiza en el norte de la 
República del Ecuador y está formada por Carchi, Imbabura, 
Esmeraldas, Sucumbíos. Limita al norte, con la República 
de Colombia (departamentos de Nariño y Putumayo); al sur, 
con la Zona 2 (Orellana, Napo y Pichincha), Zona 9 (Distrito 
Metropolitano de Quito) y Zona 4 (Manabí y Santo Domingo 
de los Tsáchilas); al este, con la República del Perú (región de 
Loreto); y, al oeste, con el océano Pacífico.

En la Zona de Planificación 1 existen dinámicas territoriales 
muy diferentes a las del resto del país, al estar conformada por 
provincias de las tres regiones naturales (Costa, Sierra y Amazonía) 
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y, adicionalmente, al situarse en la zona fronteriza con Colombia 
y Perú; de hecho, las (las 4 provincias que conforman la Zona 1 
son parte de la ZIF Ecuador-Colombia, mientras que la provincia 
de Sucumbíos también conforma ZIF Ecuador-Perú, razón por la 
que esta región conjuga una diversidad de actores, realidades y 
problemas que deben ser gestionados desde la práctica integral de 
la planificación.

Según el perfil territorial nacional, derivado del censo 
de 2022, que se muestra en la Figura 4,  la provincia del Carchi 
tiene una población de 172 828 habitantes, de los cuales el 
48,9 % pertenece a la población masculina y el 51,1 % a la 
población femenina:

Figura 4
Perfil territorial 2022: Carchi

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).
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Por otra parte, en concordancia con el censo de 2022, el 
perfil territorial indica que la provincia de Imbabura tiene una 
población de 469 879 habitantes. De ellos, el 48,2 % son hombres, 
y el 51,8 % son mujeres. Su detalle se encuentra en la Figura 5.

Figura 5
Perfil territorial 2022: Imbabura

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

La provincia de Esmeraldas, por su parte,de acuerdo con 
el perfil territorial construido a partir del censo de 2022, reporta 
una población de 553 900 habitantes; el 48, 5% corresponde a 
población masculina, y el 51,5 %, a población femenina, como se 
expone, junto a otros parámetros, en la Figura 6.
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Figura 6
Perfil territorial 2022: Esmeraldas

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a)./

Por último, el perfil territorial obtenido del censo de 
2022, indica que la provincia de Sucumbíos cuenta con 199 014 
habitantes, de los cuales, el 50,3 % es población masculina, y el 
49,7 %, femenina. El perfil completo se muestra en la Figura 7.
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Figura 7
Perfil territorial 2022: Sucumbíos

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Distribución por género: la distribución casi equitativa 
entre la población femenina (51,3 %) y masculina (48,7 %) señala 
la importancia de políticas de género que fomenten la igualdad 
de oportunidades en todos los ámbitos, incluyendo educación, 
empleo y participación política. Es crucial considerar esta 
distribución en la formulación de políticas y programas.

Distribución por edad: la estructura demográfica, con 
un porcentaje significativo de niños (19,7 %), adolescentes 
(11,20 %) y jóvenes (20,3 %), fundamenta la necesidad de 
invertir en educación y oportunidades de empleo para las futuras 
generaciones. La población adulta (39,7 %) y adulta mayor (9 %) 
también requiere atención en términos de salud y seguridad social, 
lo que demanda una planificación cuidadosa de los recursos.
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La ubicación de la Zona 1 en el norte del país, con 
provincias de la Costa, Sierra y Amazonía, crea una dinámica 
territorial compleja que requiere una planificación integral. 
La condición limítrofe respecto de Colombia y Perú, cuyas 
provincias también forman parte de las zonas de integración , 
exige una gestión que considere los aspectos transfronterizos y 
las dinámicas poblacionales.

En cuanto a la población por provincia, las diferencias 
en la población total y en la distribución por género entre las 
provincias (Carchi, Imbabura, Esmeraldas, Sucumbíos) sugieren 
la necesidad de estrategias de desarrollo y políticas públicas 
adaptadas a las particularidades de cada una. Esto incluye la 
asignación de recursos y la planificación de servicios públicos 
como salud y educación.

En este contexto, y en términos de capital humano, la 
estructura demográfica de la zona, con una proporción significativa 
de niños, adolescentes y jóvenes, representa tanto un desafío 
como una oportunidad. La necesidad de invertir en una educación 
de calidad y capacitación para estos grupos es fundamental para 
asegurar una fuerza laboral competitiva en el futuro. Sin embargo, 
la distribución de la población económicamente activa, con una 
concentración en el sector urbano y una mayor participación 
de hombres, señala la persistencia de desigualdades que deben 
ser abordadas para maximizar el potencial productivo de todos 
los segmentos de la población. La implementación de políticas 
que promuevan la igualdad de género y la inclusión de las áreas 
rurales en la actividad económica resulta esencial para una 
competitividad sostenible.
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Conclusiones sobre urbanización y distribución 
poblacional

La urbanización en la Zona de Planificación 1 muestra 
una tendencia hacia una población predominantemente urbana, 
lo que facilita el acceso a servicios e infraestructura. Esto 
se alinea con estudios que indican que áreas urbanas pueden 
generar mayores oportunidades económicas debido a la densidad 
de población y la proximidad de mercados (Chen et al., 2022).

Las áreas rurales aún representan una porción significativa, 
lo que puede generar desafíos en términos de equidad en la 
distribución de servicios e infraestructura básica. Estudios como 
los de Rondinelli (1983) sobre desarrollo rural y planeación 
regional señalan que las disparidades urbano-rurales limitan el 
desarrollo inclusivo y sostenible.

Superficie de las provincias: considerando la Zona 
de Planificación 1 conformada por las provincias de: Carchi, 
Imbabura, Esmeraldas, Sucumbíos, la superficie total es de 
42 508 (km2):

Tabla 1
Superficie por provincias, según el censo de 2022

Provincia (Zona 1) Superficie (km2)
Carchi 3 783

Imbabura 4 791
Esmeraldas 15 836
Sucumbíos 18 098

Total: 42 508 (km2)

Nota. Información tomada de INEC (2022a).
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Como ya se mencionó, la sostenibilidad en el contexto 
de la urbanización se refiere a la capacidad de las ciudades y 
áreas urbanas para proporcionar una calidad de vida adecuada 
a sus habitantes, mientras se gestionan los recursos de manera 
eficiente y se minimiza el impacto ambiental. En el caso de la 
Zona de Planificación 1 de Ecuador, compuesta por las provincias 
de Esmeraldas, Carchi, Imbabura y Sucumbíos, la sostenibilidad 
urbana puede analizarse a través de varios indicadores clave, 
como la distribución de la población urbana y rural, la densidad 
poblacional, y la capacidad de las provincias para proporcionar 
servicios básicos y oportunidades económicas.

Distribución de la población urbana y rural

Según el censo de 2022, la población total de la Zona 
de Planificación 1 es de aproximadamente 1 395 621 habitantes, 
distribuidos de la siguiente manera:

•	 Esmeraldas: 553 900 habitantes (51,5 % femenino, 
 48,5 % masculino)

•	 Imbabura: 469 879 habitantes (51,8 % femenino, 48,2 % 
masculino)

•	 Carchi: 172 828 habitantes (51,1 % femenino, 48,9 % 
masculino)

•	 Sucumbíos: 199 014 habitantes (49,7 % femenino, 
50, 3 % masculino)

A nivel nacional, el 63 % de la población reside en áreas 
urbanas, mientras que el 37 % vive en áreas rurales, sin embargo, 
esta distribución varía significativamente entre las provincias de 
la Zona 1:
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Esmeraldas: con una población de 553 900 habitantes, 
tiene una alta proporción de población rural debido a su extensa 
superficie (15 836 km²) y su ubicación en la región costera, donde 
las actividades agrícolas y pesqueras son predominantes. La 
urbanización en Esmeraldas es menor en comparación con otras 
provincias, lo que sugiere una mayor dependencia de los recursos 
naturales y una menor infraestructura urbana (Seto et al., 2016). 
Al respecto, Cohen (2017) indica que las áreas rurales con baja 
densidad poblacional enfrentan mayores desafíos en la provisión 
de servicios básicos, lo que afecta la sostenibilidad a largo plazo.

Imbabura: con 469 879 habitantes, tiene una mayor 
proporción de población urbana, especialmente en ciudades 
como Ibarra y Otavalo, que son centros económicos y culturales 
importantes. La urbanización en Imbabura es más avanzada, lo que 
facilita el acceso a servicios básicos y oportunidades económicas, 
pero también plantea desafíos en términos de gestión de residuos 
y contaminación (Bai et al., 2018). La rápida urbanización en 
áreas con alta densidad poblacional puede generar problemas de 
congestión y contaminación, lo que requiere una planificación 
urbana sostenible (Zhang et al., 2019).

Carchi: con 172 828 habitantes, tiene una población más 
pequeña y una distribución más equilibrada entre áreas urbanas 
y rurales. La urbanización en Carchi es moderada, con una 
economía basada en la agricultura y el comercio fronterizo con 
Colombia. La sostenibilidad en Carchi depende en gran medida 
de la gestión de los recursos naturales y la integración de las áreas 
rurales en la economía regional (Liu et al., 2020). La distribución 
equilibrada entre áreas urbanas y rurales puede facilitar el acceso 
a servicios básicos, pero también plantea desafíos en términos de 
conectividad y acceso a mercados (Glaeser, 2020).
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Sucumbíos: con 199 014 habitantes, tiene una población 
relativamente pequeña, pero con una alta proporción de población 
rural debido a su ubicación en la Amazonía. La urbanización en 
Sucumbíos es limitada, con una economía basada en la explotación 
de recursos naturales como el petróleo. La sostenibilidad en esta 
provincia está fuertemente ligada a la gestión ambiental y la 
protección de los ecosistemas amazónicos (Fearnside, 2018). La 
baja densidad poblacional en áreas rurales dificulta la provisión 
de servicios básicos, lo que afecta la calidad de vida de los 
habitantes (Rudel et al., 2019).

Densidad poblacional y sostenibilidad urbana

La densidad poblacional es un indicador clave para evaluar 
la sostenibilidad urbana. Una densidad alta puede facilitar 
el acceso a servicios y reducir los costos de infraestructura, pero 
también puede generar problemas de congestión y contaminación. 
Por otro lado, una densidad baja puede dificultar la provisión 
de servicios y aumentar los costos de infraestructura.

Esmeraldas: con una superficie de 15 836 km² y una 
población de 553 900 habitantes, la densidad poblacional es de 
aproximadamente 35 habitantes por km². Esta baja densidad 
sugiere que la provincia tiene una gran extensión de áreas rurales, 
lo que puede dificultar la provisión de servicios básicos como 
salud y educación en áreas remotas (Seto et al., 2016). Para 
Cohen (2017), las áreas rurales con baja densidad poblacional 
enfrentan mayores desafíos en la provisión de servicios básicos, 
lo que afecta la sostenibilidad a largo plazo.

Imbabura: con una superficie de 4 791 km² y una 
población de 469 879 habitantes, la densidad poblacional es de 
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aproximadamente 98 habitantes por km². Esta densidad es más 
alta que la de Esmeraldas, lo que indica una mayor concentración 
de población en áreas urbanas y una mayor capacidad para 
proveer servicios básicos (Bai et al., 2018). Sin embargo, la 
rápida urbanización en áreas con alta densidad poblacional puede 
generar problemas de congestión y contaminación, lo que requiere 
una planificación urbana sostenible (Zhang et al., 2019).

Carchi: con una superficie de 3 783 km² y una 
población de 172 828 habitantes, la densidad poblacional es 
de aproximadamente 46 habitantes por km². Esta densidad es 
moderada, lo que sugiere una distribución equilibrada entre áreas 
urbanas y rurales, pero también plantea desafíos en términos de 
conectividad y acceso a servicios (Liu et al., 2020). La distribución 
equilibrada entre áreas urbanas y rurales puede facilitar el acceso 
a servicios básicos, pero también plantea desafíos en términos de 
conectividad y acceso a mercados (Glaeser, 2020).

Sucumbíos: con una superficie de 18 098 km² y una 
población de 199 014 habitantes, la densidad poblacional es de 
aproximadamente 11 habitantes por km². Esta baja densidad 
refleja la vasta extensión de áreas rurales y selváticas en la 
provincia, lo que dificulta la provisión de servicios básicos y la 
gestión ambiental (Fearnside, 2018). La baja densidad poblacional 
en áreas rurales dificulta la provisión de servicios básicos, lo que 
afecta la calidad de vida de los habitantes (Rudel et al., 2019).
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Acceso a servicios básicos y oportunidades 
económicas

La sostenibilidad urbana también depende del acceso a servicios 
básicos como agua potable, saneamiento, educación y salud, 
así como de la disponibilidad de oportunidades económicas.

Esmeraldas: la baja densidad poblacional y la alta 
proporción de población rural en esta provincia sugieren que el 
acceso a servicios básicos puede ser limitado en áreas remotas. 
Además, la economía basada en la agricultura y la pesca puede 
ser vulnerable a los impactos del cambio climático, lo que afecta 
la sostenibilidad a largo plazo (Seto et al., 2016). Según Cohen 
(2017), las áreas rurales con baja densidad poblacional enfrentan 
mayores desafíos en la provisión de servicios básicos, lo que 
afecta la sostenibilidad a largo plazo.

Imbabura: la mayor densidad poblacional y la 
concentración de población en áreas urbanas facilitan el acceso 
a servicios básicos y oportunidades económicas. Sin embargo, la 
rápida urbanización puede generar problemas de contaminación 
y gestión de residuos, lo que requiere una planificación urbana 
sostenible (Bai et al., 2018). La rápida urbanización en áreas con 
alta densidad poblacional puede generar problemas de congestión 
y contaminación, lo que requiere una planificación urbana 
sostenible (Zhang et al., 2019).

Carchi: la distribución equilibrada entre áreas urbanas y 
rurales en Carchi sugiere que el acceso a servicios básicos es más 
equitativo. Sin embargo, la economía basada en la agricultura 
y el comercio fronterizo puede ser vulnerable a fluctuaciones 
económicas y políticas (Liu et al., 2020). La distribución 
equilibrada entre áreas urbanas y rurales puede facilitar el acceso 
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a servicios básicos, pero también plantea desafíos en términos de 
conectividad y acceso a mercados (Glaeser, 2020).

Sucumbíos: la baja densidad poblacional y la alta 
proporción de áreas rurales en Sucumbíos dificultan el acceso a 
servicios básicos. Además, la dependencia de la explotación de 
recursos naturales como el petróleo plantea desafíos ambientales 
y de sostenibilidad a largo plazo (Fearnside, 2018). La baja 
densidad poblacional en áreas rurales dificulta la provisión de 
servicios básicos, lo que afecta la calidad de vida de los habitantes 
(Rudel et al., 2019).

Conclusiones generales sobre sostenibilidad por 
nivel de urbanización

Esmeraldas: la sostenibilidad está fuertemente ligada a la 
gestión de los recursos naturales y la integración de las áreas 
rurales en la economía regional. La baja densidad poblacional 
y la alta proporción de población rural sugieren que se necesitan 
políticas específicas para mejorar el acceso a servicios básicos 
y oportunidades económicas en áreas remotas (Cohen, 2017;  
Seto et al., 2016).

Imbabura: muestra una mayor sostenibilidad urbana 
debido a su alta densidad poblacional y la concentración de 
población en áreas urbanas. Sin embargo, la rápida urbanización 
plantea desafíos en términos de contaminación y gestión de 
residuos, lo que requiere una planificación urbana sostenible (Bai 
et al., 2018; Zhang et al., 2019).

Carchi: tiene una distribución equilibrada entre áreas 
urbanas y rurales, lo que facilita el acceso a servicios básicos. 
Sin embargo, la economía basada en la agricultura y el comercio 
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fronterizo puede ser vulnerable a fluctuaciones económicas y 
políticas (Liu et al., 2020; Glaeser, 2020).

Sucumbíos: la sostenibilidad está fuertemente ligada a la 
gestión ambiental y la protección de los ecosistemas amazónicos. 
La baja densidad poblacional y la alta proporción de áreas rurales 
dificultan el acceso a servicios básicos, lo que requiere políticas 
específicas para mejorar la calidad de vida en áreas remotas 
(Fearnside, 2018; Rudel et al., 2019).

En general, la Zona de Planificación 1 enfrenta desafíos 
propios en términos de sostenibilidad urbana, especialmente en 
las provincias con mayor proporción de población rural y baja 
densidad poblacional. Para lograr una competitividad sostenible, 
es necesario implementar políticas que promuevan la equidad en 
el acceso a servicios básicos, la gestión ambiental y la integración 
de las áreas rurales en la economía regional.

Inversión en investigación científica y protección 
del medio ambiente

Para este caso se trabajó con datos aproximados al año 2022, 
se tomaron como referencia varias fuentes derivadas de informes 
de transparencia, pero en términos de posibles valores.

Gastos de investigación y desarrollo (I+D) 
contabilizados en el PIB: para este caso se trabajó con datos 
aproximados al 2022. Se tomaron como referencia varias fuentes 
derivadas de informes de transparencia, pero en términos de 
posibles valores.
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Tabla 2
Gastos en investigación y desarrollo, contabilizados como % del valor 
agregado bruto provincial en 2022

Provincia % del VAB

Carchi 0,04 %

Esmeraldas 0,04 %

Imbabura 0,04 %

Sucumbíos 0,01 %

Los datos muestran una inversión extremadamente 
baja en investigación y desarrollo en las cuatro provincias 
analizadas. Carchi, Esmeraldas e Imbabura registran apenas un 
0,04 % del valor agregado bruto destinado a I+D, mientras que 
Sucumbíos presenta la cifra más baja con 0,01 %. Esta situación 
es particularmente alarmante cuando se considera que, según 
la Unesco (2021), los países en desarrollo deberían destinar al 
menos 1 % de su PIB a investigación y desarrollo para lograr un 
crecimiento sostenible basado en el conocimiento. Como señala 
Freeman (1987) en su obra seminal sobre sistemas nacionales 
de innovación, la inversión en I+D es fundamental para la 
construcción de capacidades tecnológicas locales que permitan a 
las regiones enfrentar los desafíos del desarrollo sostenible.

La situación observada en estas provincias ecuatorianas 
refleja lo que Lundvall (2007) denomina trampa de bajo desarrollo 
tecnológico, donde la escasez de inversión en conocimiento 
perpetúa ciclos de dependencia de actividades económicas 
tradicionales con bajo valor agregado. En el contexto específico 
de Carchi, provincia fronteriza con Colombia, esta baja inversión 
en I+D limita significativamente su capacidad para desarrollar 
soluciones innovadoras a problemas locales como la agricultura 
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sostenible, la gestión de recursos hídricos y la adaptación al 
cambio climático. Esmeraldas, al ser una provincia con importante 
actividad petrolera y pesquera, requiere urgentemente de mayor 
inversión en investigación para desarrollar tecnologías limpias y 
prácticas sostenibles que reduzcan el impacto ambiental de estas 
actividades extractivas.

La uniformidad en los bajos porcentajes de inversión en 
I+D entre Carchi, Esmeraldas e Imbabura (0,04 %) sugiere una 
problemática sistémica que va más allá de las particularidades 
provinciales. Como argumentan Arocena y Sutz (2000), la  
ausencia de sistemas regionales de innovación robustos impide que 
las regiones periféricas desarrollen ventajas competitivas basadas 
en el conocimiento, perpetuando su dependencia de actividades 
extractivas o de bajo valor agregado. El caso de Sucumbíos, con 
apenas un 0,01 % de inversión en I+D, es especialmente crítico, 
considerando que esta provincia amazónica enfrenta presiones 
ambientales significativas debido a la actividad petrolera y 
requiere de investigación aplicada para generar modelos de 
desarrollo que equilibren la conservación con las necesidades 
económicas locales.

Relación entre gasto medioambiental y gasto fiscal: 
los datos se analizan en aproximaciones derivadas de análisis de 
información de varias fuentes:
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Tabla 3
Relación entre gastos medioambientales y fiscales en 2022

Provincia Relación entre gasto medioambiental y gasto fiscal

Carchi 0,44 %

Esmeraldas 0,35 %

Imbabura 0,29 %

Sucumbíos 0,50 %

El análisis del gasto medioambiental en proporción 
al gasto fiscal total presenta un panorama heterogéneo, pero 
igualmente preocupante. Sucumbíos lidera con 0,50 %, seguido 
por Carchi con 0,44 %, Esmeraldas con 0,35 % e Imbabura con 
0,29 %. Aunque estos porcentajes son relativamente bajos en 
términos absolutos, reflejan diferentes prioridades y capacidades 
institucionales para abordar los desafíos ambientales a nivel 
provincial. Según Pearce y Turner (1990), la inversión pública en 
protección ambiental debería representar entre 2% y 3 % del gasto 
público total para ser efectiva en la prevención y mitigación de 
problemas ambientales significativos. El liderazgo de Sucumbíos 
en gasto ambiental relativo (0,50 %) resulta comprensible dado 
que esta provincia amazónica enfrenta presiones ambientales 
particulares derivadas de la extracción petrolera y la necesidad 
de conservar ecosistemas de alta biodiversidad. Como señala 
Acosta (2009) en sus estudios sobre extractivismo en Ecuador, 
las regiones amazónicas requieren de inversiones compensatorias 
significativas para mitigar los impactos de las actividades 
extractivas y garantizar la sostenibilidad de los ecosistemas 
locales. Sin embargo, incluso este porcentaje relativamente más 
alto permanece muy por debajo de los estándares internacionales 
recomendados para regiones con alta vulnerabilidad ambiental.
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La posición de Carchi, con 0,44 % de gasto ambiental 
respecto al gasto fiscal, refleja el reconocimiento de desafíos 
ambientales específicos de esta provincia fronteriza, incluyendo la 
gestión de cuencas hidrográficas binacionales, la conservación de 
páramos y la implementación de prácticas agrícolas sostenibles. 
No obstante, como lo expuso Gudynas (2011), la efectividad del 
gasto ambiental no depende únicamente de su magnitud sino 
también de su orientación estratégica hacia la construcción de 
capacidades locales para la gestión ambiental participativa. En 
este sentido, la baja inversión en I+D previamente analizada 
limita significativamente la capacidad de estas provincias para 
desarrollar soluciones ambientales innovadoras y contextualmente 
apropiadas. 

Esmeraldas, con 0,35 % de gasto ambiental, presenta una 
situación paradójica considerando la intensidad de las actividades 
industriales y extractivas en su territorio, incluyendo la refinería de 
petróleo más importante del país y actividades de pesca industrial. 
Como señala Martínez-Alier (2006), las regiones con alta 
concentración de actividades extractivas requieren de inversiones 
ambientales proporcionalmente mayores para compensar las 
externalidades negativas y garantizar la sostenibilidad a largo 
plazo. La relativamente baja proporción de gasto ambiental en 
Esmeraldas sugiere un desbalance entre la intensidad del impacto 
ambiental de las actividades económicas y los recursos destinados 
a su mitigación y control.

Imbabura, con el menor porcentaje de gasto ambiental 
(0,29 %), presenta un caso particular dado que su economía se 
basa principalmente en actividades agrícolas, textiles y turísticas 
que, aunque menos intensivas en términos de impacto ambiental 
que las actividades extractivas, requieren igualmente de inversión 
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en gestión ambiental preventiva. Como argumentó Pretty (2008), 
las regiones con economías diversificadas requieren de enfoques 
integrales de gestión ambiental que aborden múltiples sectores 
simultáneamente, lo cual puede ser más costo-efectivo, pero 
requiere de mayor coordinación institucional y planificación 
estratégica.

Al final, el análisis de ambos indicadores revela la necesidad 
urgente de fortalecer tanto las capacidades de innovación como 
el compromiso fiscal con la sostenibilidad ambiental en estas 
cuatro provincias ecuatorianas. La baja inversión en I+D limita 
estructuralmente la capacidad de desarrollar soluciones sostenibles 
localmente apropiadas, mientras que los niveles insuficientes de 
gasto ambiental comprometen la efectividad de las políticas de 
protección y conservación. Esta situación requiere de políticas 
públicas coordinadas que incrementen significativamente ambos 
tipos de inversión, estableciendo sinergias entre la generación de 
conocimiento y la gestión ambiental territorial.

﻿
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Infraestructura

Superficie vial per cápita: la superficie vial per cápita expresada 
en kilómetros por provincia es la siguiente:

Tabla 4
Superficie vial per cápita en 2022: Carchi

Carretera Ubicación Jerarquía Longitud 
km

Ancho 
de 

calzada 
(m)

Nro. 
carriles

Tufiño-
Maldonado E182 Colectora 66,16 7,20 2

Maldonado–
Chical-Peñas 
Blancas

E182 Colectora 18,00 7,20 2

Chical-Carolina 
(San José de 
Lachas)

E186 Colectora 37,30 7,20 2

San Francisco 
del Troje–El 
Carmelo

E10 Colectora 19,60 7,20 2

Y de El Ángel-
Mascarilla E187 Colectora 33,00 9,20 2

Tulcán-Tufiño E182 Colectora 20,50 9,00 2
Julio Andrade-
San Francisco 
del Troje

E10 Arterial 7,19 9,20 2

San Francisco 
del Troje-puente 
Chingual

E10 Arterial 2,56 6,00 2

El Carmelo–
puente río 
Chingual

E10 Colectora 10,00 7,20 2

Peñas Blancas–
San Marcos E182 Colectora 30,00 7,20 2

Tufiño-
Maldonado E182 Colectora 2,40 7,20 2
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Rumichaca-
Tulcán-Las 
Juntas-Julio 
Andrade

E35 Arterial 29,30 11,00 2

Chical-Carolina 
(San José de 
Lachas)

E186 Colectora 10,00 7,20 2

Bolívar-Y de El 
Ángel E187 Colectora 17,20 9,20 2

Julio Andrade- 
San Gabriel-
Bolívar-puente 
Juncal

E35 Arterial 56,25 11,00 2

Nota. Información obtenida del Ministerio de Transporte y Obras Públicas (2022).

Tabla 5
Superficie vial per cápita en 2022: Imbabura

Carretera Ubicación Jerarquía Longitud 
km

 Ancho 
de 

calzada 
(m)

Nro. 
carriles

Entr. Vía Carolina/
Salinas-Ibarra-
Otavalo-Cajas

E35 Arterial 61,34 22,00 6

Otavalo-Selva 
Alegre-Saguangal-
Las Golondrinas

E29 Colectora 27,00 10,00 2

Entr. Vía Carolina/
Salinas-puente de 
El Juncal

E10–E35 Arterial 21,46 10,00 4

Otavalo-Selva 
Alegre-Saguangal-
Las Golondrinas

E29 Colectora 145,38 10,00 2

Entr. Vía Carolina/
Salinas-Salinas-
Lita

E10 Arterial 76,79 10,00 2

Nota. Información obtenida del Ministerio de Transporte y Obras Públicas (2022).
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Tabla 6
Superficie vial per cápita en 2022: Esmeraldas

Carretera Ubicación Jerarquía Longitud 
km

 Ancho 
de 

calzada 
(m)

Nro. 
carriles

Y del Salto-
Bilsa-San José 
de Chamanga 
(límite con 
Manabí)

E15 Arterial 54,50 10,00 2

San Lorenzo-Y 
de San 
Lorenzo

E10 Arterial 14,03 10,00 2

Las Peñas-
Vainilla E15 Arterial 6,50 10,00 2

Vainilla-San 
Mateo E15 Arterial 71,49 10,00 2

Y de San 
Lorenzo-
Borbón

E15 Arterial 38,09 10,00 2

Tachina- 
Esmeraldas E15 Arterial 10,40 22,00 4

Atacames-Súa E15 Arterial 4,84 21,00 4
Y del Salto-
Muisne E381 Colectora 14,09 9,00 4

La 
Independencia- 
puente sobre el 
río Blanco

E20 Colectora 4,63 24,00 2

Esmeraldas 
(redondel)-
Las Palmas- 
Esmeraldas 
(vía Atacames-
Muisne)

E20 Arterial 4,51 22,00 4

Esmeraldas-
Bypass Las 
Palmas-Y de 
San Mateo 

E15–E20 Arterial 9,26 22,00 4
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Quinindé-La 
Independencia-
La Concordia

E20 Arterial 34,88 24,00 4

Redondel entr. 
Esmeraldas-
Atacames

E15 Arterial 23,53 21,00 4

Mataje-Y de 
San Lorenzo E15 Arterial 19,55 12,00 2

Borbón-Las 
Peñas E15 Arterial 21,86 10,00 2

Y de San 
Lorenzo-límite 
Imbabura

E10 Arterial 61,60 10,00 2

Quinindé-Las 
Golondrinas E29 Colectora 35,00 7,00 2

Paso lateral de 
Atacames E15 Arterial 10,00 10,00 2

Súa-Y del 
Salto E15 Arterial 36,32 10,00 4

Y de San 
Mateo-Viche-
Quinindé

E20 Arterial 77,18 10,00 2

Nota. Información obtenida del Ministerio de Transporte y Obras Públicas (2022).
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Tabla 7
Superficie vial per cápita en 2022: Sucumbíos

Carretera Ubicación Jerarquía Longitud 
km

 Ancho 
de 

calzada 
(m)

Nro. 
carriles

El Palmar-Y de 
Gonzalo Pizarro 
(Puente río 
Aguarico) 

E10 Arterial 72,96 8,00 2

La Bonita-El 
Palmar E10 Arterial 15,00 7,20 2

Límite prov. 
Carchi–La 
Bonita

E10 Arterial 59,61 7,20 2

Aguarico–La 
Primavera-
Shushufindi

E284 Colectora 23,50 8,00 2

Simón Bolívar-
El Reventador-
límite provincial 
Napo/
Sucumbíos

E45 Arterial 28,40 8,00 2

Y de Gonzalo 
Pizarro (puente 
Río Aguarico) 
-Nueva Loja

E10–E45 Arterial 50,77 8,00 2

Yamanunca-
Aceipa-Puerto 
Providencia

E45A Arterial 44,28 11,00 2

Yamanunca-
CFP-Puerto 
Itaya

E285 Colectora 34,20 8,00 2

Nueva Loja-
límite provincial 
Orellana 
(Jivino)

E45A Arterial 40,32 9,00 2

San Miguel-
Nueva Loja E45 Arterial 26,23 9,00 2

Shushufindi-
Yamanunca E45A Arterial 11,10 8,00 2
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Puente Chiritza-
Cuyabeno E10 Arterial 44,54 9,00 2

Límite 
provincial. 
Carchi -La 
Bonita

E10 Arterial 12,00 7,20 2

Y de Gonzalo 
Pizarro (puente 
Río Aguarico) 
-Simón Bolívar

E45 Arterial 15,49 8,00 2

Jivino-
Shushufindi E45A Arterial 21,20 8,00 2

Nueva Loja-
puente Chiritza E10 Arterial 53,59 8,00 2

Cuyabeno-
Puerto El 
Carmen

E10 Arterial 83,83 9,00 2

Nota. Información obtenida del Ministerio de Transporte y Obras Públicas (2022).

La información detallada sobre las carreteras en cada 
provincia es esencial para evaluar la conectividad regional y el 
impacto en el transporte y la movilidad de bienes y personas. La 
diversidad en la jerarquía, longitud, ancho y número de carriles 
indica que se requiere una inversión constante y focalizada en el 
mantenimiento y mejora de las vías, además de la necesidad de 
un plan de movilidad.

La infraestructura vial en la zona es extensa, con una 
red que conecta estratégicamente diversas áreas. Esto puede 
mejorar la movilidad y la integración económica regional, como 
lo respalda la teoría de la accesibilidad económica de Hansen 
(1959). Pero, las diferencias en la calidad de las vías entre 
provincias pueden limitar el desarrollo equilibrado. Por ejemplo, 
provincias como Sucumbíos presentan menores anchos de calzada 
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y conectividad limitada en áreas clave, lo que puede inhibir su 
competitividad regional.

La infraestructura juega un papel vital en la competitividad. 
La calidad de la red vial, por ejemplo, es fundamental para 
facilitar el transporte de bienes y personas y, por ende, para el 
desarrollo económico. Es necesario invertir en el mantenimiento 
y mejora de las vías, así como en el desarrollo de un sistema de 
transporte público eficiente y sostenible. De igual manera, la 
disponibilidad de camas hospitalarias influye directamente en 
la salud y productividad de la población, siendo un indicador 
relevante de competitividad y bienestar social. La inversión 
en infraestructura sanitaria es una necesidad para asegurar una 
población saludable y productiva como se podrá observar en los 
apartados subsiguientes.
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Acceso a camas de hospital por persona

La cantidad total de camas hospitalarias en Ecuador alcanza 
un total de 31 199 camas, cuya disponibilidad cubre un total de 23 
645 camas, tanto en el sector privado como público:

Figura 8
Camas hospitalarias en Ecuador, según el censo de 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Como se aprecia en la Figura 9, en Carchi, hay 243 camas 
de hospital por persona, de las cuales, 175 están disponibles.
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Figura 9
Camas hospitalarias en 2022: Carchi

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

En el caso de Imbabura, se registran 697 camas 
hospitalarias en total, pero sólo 537 se consideran disponibles, 
como se observa en la Figura 10.

Figura 10
Camas hospitalarias I2022: Imbabura

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).
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Por su parte, como se detalla en la Figura 11, en 
Esmerladas, existen 710 camas hospitalarias, de las cuales, 527 
están disponibles.

Figura 11
Camas hospitalarias en 2022: Esmeraldas

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Por último, en Sucumbíos, se cuentan 431 camas 
hospitalarias y 304 disponibles, como se observa en la Figura 12.



96

Figura 12
Camas hospitalarias en 2022: Sucumbíos

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

La información sobre la disponibilidad de camas 
hospitalarias en cada provincia revela las capacidades del sistema 
de salud así como la necesidad de mejorar la infraestructura 
sanitaria. Las diferencias entre el número total de camas y las 
camas disponibles indican posibles problemas de utilización o 
escasez en algunas zonas, lo cual amerita atención por parte de 
las autoridades sanitarias.

En otro orden de ideas, el análisis de los servicios básicos 
revela desigualdades importantes. Mientras que el acceso al 
agua potable muestra una cobertura relativamente alta a nivel 
nacional, existen disparidades significativas entre las provincias, 
especialmente en Esmeraldas y Sucumbíos. La falta de acceso 
al alcantarillado, también más pronunciada en esas provincias, 
representa un reto en términos de salud pública y calidad de 
vida, limitando el desarrollo sostenible. Estas deficiencias tienen 
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un impacto directo en la productividad de la población y en su 
bienestar, afectando la competitividad de la región. La mejora 
de estos servicios básicos es indispensable no solo por razones 
humanitarias, sino también para fomentar el desarrollo económico 
y la competitividad.

Se destaca que la cobertura de agua potable en provincias 
como Imbabura y Carchi supera el 90 %, lo que es un indicador 
positivo de desarrollo humano y sostenibilidad. Según la OMS 
(2017), el acceso adecuado al agua primordial es crucial para la 
salud pública y la calidad de vida. Por el contrario, la cobertura de 
alcantarillado es significativamente más baja en Esmeraldas (38,4 
%) y Sucumbíos (49,2 %), lo que expone a estas áreas a riesgos 
sanitarios y ambientales. Esto coincide con la ONU (2017) que 
destaca la importancia de la infraestructura de saneamiento en el 
desarrollo sostenible.

Autores como Rodríguez-Pose (2013) y Pike et al. (2017) 
destacan que la calidad de la infraestructura y su integración en 
territorios periféricos o menos desarrollados son esenciales para 
impulsar la competitividad regional. En el caso de la Zona 1, la 
conexión vial desigual entre provincias sugiere una necesidad 
de inversiones estratégicas para mejorar la accesibilidad y la 
conectividad interregional.

Para este caso, el bajo desarrollo vial en provincias 
como Sucumbíos puede limitar el acceso al mercado, afectando 
negativamente a los sectores productivos locales. Según 
Rodríguez-Pose (2013), esto se explica porque la infraestructura 
no solo genera conectividad física, sino que fomenta la cohesión 
social y económica, particularmente en regiones fronterizas En 
este sentido, la ubicación estratégica de la Zona 1, como enlace 



98

con Colombia y Perú, podría ser mejor aprovechada con un plan 
de infraestructura integral que considere la logística y el comercio 
transfronterizo.

Análisis de la sostenibilidad con respecto a la 
infraestructura

La infraestructura es un pilar fundamental para la sostenibilidad 
y la competitividad regional, ya que facilita la movilidad, 
el acceso a servicios básicos y la integración económica. 
En el caso de la Zona de Planificación 1 de Ecuador, compuesta 
por las provincias de Esmeraldas, Carchi, Imbabura y Sucumbíos, 
la sostenibilidad en términos de infraestructura puede analizarse 
a través de indicadores clave como la red vial, el acceso a servicios 
de salud y la cobertura de servicios básicos como agua potable 
y alcantarillado.

Infraestructura vial y conectividad

La red vial es un componente crítico para la sostenibilidad, ya que 
facilita el transporte de bienes y personas, promueve la integración 
económica y mejora la calidad de vida de los habitantes. 
Sin embargo, la calidad y extensión de la infraestructura vial 
varían significativamente entre las provincias de la Zona 1.

Carchi: la provincia de Carchi cuenta con una red vial 
que incluye carreteras colectoras y arteriales, con longitudes que 
varían entre 2,40 km y 66,16 km, y anchos de calzada que oscilan 
entre 6,00 m y 9,20 m. Aunque la infraestructura vial en Carchi es 
adecuada para conectar áreas clave, la falta de carreteras de mayor 
capacidad (con más carriles y anchos mayores) puede limitar la 
eficiencia del transporte de carga y pasajeros, especialmente en 
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zonas fronterizas como Tufiño y Maldonado (INEC, 2022a). 
Dado que la infraestructura vial en regiones fronterizas es crucial 
para fomentar la cohesión social y económica (Rodríguez-Pose, 
2013), se considera que Carchi podría beneficiarse de inversiones 
estratégicas en vías de mayor capacidad.

Imbabura: presenta una red vial más desarrollada, con 
carreteras arteriales de hasta 22,00 m de ancho y 6 carriles en 
algunas secciones, como la vía Carolina/Salinas-Ibarra-Otavalo-
Cajas. Esta infraestructura facilita la movilidad y la integración 
económica, especialmente en ciudades como Ibarra y Otavalo, que 
son centros económicos importantes. Sin embargo, las carreteras 
colectoras en áreas rurales, como la vía Otavalo-Selva Alegre-
Saguangal-Las Golondrinas, tienen un ancho de calzada de solo 
10,00 m, lo que puede limitar su capacidad para soportar un mayor 
tráfico (INEC, 2022a). Como señala Banister (2018), la inversión 
en infraestructura vial debe priorizar la conectividad entre áreas 
urbanas y rurales para garantizar un desarrollo equilibrado.

Esmeraldas: esta provincia cuenta con una red vial que 
incluye carreteras arteriales y colectoras, con longitudes que 
varían entre 4,51 km y 77,18 km, y anchos de calzada que oscilan 
entre 7,00 m y 24,00 m. Aunque algunas vías, como la Tachina-
Esmeraldas, tienen un ancho de calzada de 22,00 m y 4 carriles, 
otras, como la vía Quinindé-Las Golondrinas, tienen solo 7,00 
m de ancho, lo que puede limitar su capacidad para soportar 
el tráfico pesado (INEC, 2022a). Según Zhang et al. (2019), la 
infraestructura vial en áreas costeras debe ser resiliente a los 
impactos del cambio climático, lo que sugiere que Esmeraldas 
necesita inversiones en vías más robustas y sostenibles.
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Sucumbíos: presenta una red vial menos desarrollada, con 
carreteras arteriales y colectoras que tienen longitudes que varían 
entre 11,10 km y 83,83 km, y anchos de calzada que oscilan entre 
7,20 m y 11,00 m. La falta de vías de mayor capacidad en áreas 
clave, como la vía El Palmar-Y de Gonzalo Pizarro, puede limitar 
la conectividad y el desarrollo económico en esta provincia 
(INEC, 2022a). Como señala Glaeser (2020), la infraestructura 
vial en regiones amazónicas debe priorizar la conectividad con 
áreas urbanas y mercados nacionales e internacionales, lo que 
sugiere que Sucumbíos necesita inversiones estratégicas en vías 
de mayor capacidad.

Acceso a servicios de salud

El acceso a servicios de salud es un indicador clave 
de la sostenibilidad social, ya que una población saludable 
es fundamental para el desarrollo económico y la competitividad 
regional. La disponibilidad de camas hospitalarias varía 
significativamente entre las provincias de la Zona 1.

Carchi cuenta con 243 camas hospitalarias, de las cuales 
175 están disponibles. Esta baja disponibilidad de camas puede 
limitar el acceso a servicios de salud, especialmente en áreas 
rurales (INEC, 2022a). Según la OMS (2017), el acceso adecuado 
a servicios de salud es crucial para la sostenibilidad social, lo 
que sugiere que Carchi necesita inversiones en infraestructura 
sanitaria.

Imbabura presenta una mayor disponibilidad de camas 
hospitalarias, con 697 camas totales y 537 disponibles. Esta 
mayor capacidad hospitalaria facilita el acceso a servicios de 
salud, especialmente en áreas urbanas como Ibarra y Otavalo 
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(INEC, 2022a). Sin embargo, como señalan Liu et al. (2020), la 
distribución equitativa de servicios de salud entre áreas urbanas 
y rurales es indispensable para garantizar la sostenibilidad social.

Esmeraldas cuenta con 710 camas hospitalarias, de las 
cuales 527 están disponibles. Aunque la disponibilidad de camas 
es relativamente alta, la falta de infraestructura sanitaria en áreas 
rurales puede limitar el acceso a servicios de salud (INEC, 2022a). 
Según Fearnside (2018), la inversión en infraestructura sanitaria 
en áreas costeras debe priorizar la resiliencia frente a desastres 
naturales, lo que apunta a que Esmeraldas necesita inversiones en 
infraestructura sanitaria más robusta.

Sucumbíos presenta una menor disponibilidad de camas 
hospitalarias, con 431 camas totales y 304 disponibles. Esta 
baja disponibilidad de camas puede limitar el acceso a servicios 
de salud, especialmente en áreas rurales (INEC, 2022a). Como 
explican Rudel et al. (2019), la inversión en infraestructura 
sanitaria en regiones amazónicas debe priorizar la conectividad 
con áreas urbanas y la resiliencia frente a desafíos ambientales.

Cobertura de servicios básicos (agua potable y 
alcantarillado)

El acceso a servicios básicos como agua potable y alcantarillado 
es fundamental para la sostenibilidad social y ambiental. 
La cobertura de estos servicios varía significativamente entre 
las provincias de la Zona 1.

Carchi presenta una cobertura de agua potable superior 
al 90 %, lo que es un indicador positivo de desarrollo humano 
y sostenibilidad. Sin embargo, la cobertura de alcantarillado es 
significativamente más baja, lo que puede generar problemas de 
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salud pública y contaminación ambiental (INEC, 2022a). Según 
la ONU (2017), la inversión en infraestructura de saneamiento 
es fundamental para el desarrollo sostenible, lo que sugiere que 
Carchi necesita inversiones en alcantarillado.

Imbabura también presenta una alta cobertura de agua 
potable, superior al 90 %, lo que facilita el acceso a este servicio 
básico. Sin embargo, la cobertura de alcantarillado es más baja, 
lo que puede generar problemas de salud pública y contaminación 
ambiental (INEC, 2022a). De acuerdo con Bai et al. (2018), la 
inversión en infraestructura de saneamiento debe priorizar la 
sostenibilidad ambiental, lo que sugiere que Imbabura necesita 
inversiones en alcantarillado.

Esmeraldas muestra una cobertura de agua potable 
relativamente alta, pero la cobertura de alcantarillado es 
significativamente más baja (38,4 %), lo que expone a esta 
provincia a riesgos sanitarios y ambientales (INEC, 2022a). Al 
respecto, para Zhang et al. (2019), la inversión en infraestructura 
de saneamiento en áreas costeras debe priorizar la resiliencia 
frente a desastres naturales, lo que sugiere que esta provincia 
necesita inversiones en alcantarillado.

Sucumbíos presenta una cobertura de agua potable 
relativamente alta, pero la cobertura de alcantarillado es 
significativamente más baja (49,2 %), lo que expone a esta 
provincia a riesgos sanitarios y ambientales (INEC, 2022a). Así, 
a decir de Fearnside (2018), la inversión en infraestructura de 
saneamiento en regiones también requiere priorizar la resiliencia 
ante los desafíos ambientales, por lo que Sucumbíos necesita 
invertir en lo relativo al sistema de alcantarillado.
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Situación de sostenibilidad en la Zona de 
Planificación 1 con respecto a infraestructura

Carchi: la sostenibilidad en Carchi está fuertemente ligada 
a la mejora de la infraestructura vial y sanitaria, especialmente 
en áreas rurales. La baja disponibilidad de camas hospitalarias y 
la falta de cobertura de alcantarillado sugieren que se necesitan 
políticas específicas para mejorar el acceso a servicios básicos 
y oportunidades económicas en áreas remotas (OMS, 2017; 
Rodríguez-Pose, 2013).

Imbabura: muestra una mayor sostenibilidad en 
términos de infraestructura vial y acceso a servicios de salud, 
especialmente en áreas urbanas. Sin embargo, la falta de cobertura 
de alcantarillado y la necesidad de mejorar la conectividad en 
áreas rurales sugieren que se necesitan inversiones estratégicas 
para garantizar un desarrollo equilibrado (Bai et al., 2018; 
Banister, 2018).

Esmeraldas: la sostenibilidad en Esmeraldas está 
fuertemente ligada a la mejora de la infraestructura vial y 
sanitaria, especialmente en áreas rurales. La falta de cobertura 
de alcantarillado y la necesidad de mejorar la resiliencia frente 
a desastres naturales sugieren que se necesitan inversiones 
estratégicas para garantizar la sostenibilidad a largo plazo 
(Fearnside, 2018; Zhang et al., 2019).

Sucumbíos: la sostenibilidad en Sucumbíos está 
fuertemente ligada a la mejora de la infraestructura vial y sanitaria, 
especialmente en áreas rurales. La baja disponibilidad de camas 
hospitalarias y la falta de cobertura de alcantarillado sugieren 
que se necesitan políticas específicas para mejorar el acceso a 
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servicios básicos y oportunidades económicas en áreas remotas 
(Glaeser, 2020; Rudel et al., 2019).

En general, la Zona de Planificación 1 enfrenta desafíos 
significativos en términos de sostenibilidad en la dimensión 
de infraestructura, especialmente en las provincias con menor 
desarrollo vial y acceso a servicios básicos. Para lograr una 
competitividad sostenible, es necesario implementar políticas que 
promuevan la equidad en el acceso a servicios básicos, la mejora 
de la infraestructura vial y sanitaria, y la integración de las áreas 
rurales en la economía regional.

Análisis complementario

Para realizar un análisis complementario entre los datos 
de población (urbanización) y los de infraestructura, es necesario 
calcular indicadores clave que permitan comparar la distribución 
de la población con la capacidad de la infraestructura en cada 
provincia. Estos indicadores incluyen la densidad poblacional, 
la relación entre la longitud de la red vial y la población, 
la disponibilidad de camas hospitalarias por habitante, y la 
cobertura de servicios básicos como agua potable y alcantarillado.

Densidad poblacional vs. infraestructura vial

La densidad poblacional es un indicador clave para evaluar 
la demanda de infraestructura vial. Las provincias con mayor 
densidad poblacional requieren una red vial más desarrollada 
para garantizar la movilidad y la conectividad.
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Tabla 8
Densidad poblacional por provincia en en 2019

Provincia Población Superficie 
(km²)

Densidad 
poblacional 
(hab/km²)

Longitud 
total de 

vías (km)

Longitud 
vial por 

habitante 
(km/hab)

Carchi 172.828 3.783 45.7 266.91 0.00154
Imbabura 469.879 4.791 98.1 331.97 0.00071

Esmeraldas 553.900 15.836 35.0 473.60 0.00085
Sucumbíos 199.014 18.098 11.0 542.80 0.00273

Carchi: a pesar de tener una densidad poblacional 
moderada (45,7 hab/km²), la longitud vial por habitante es 
baja (0,00154 km/hab), lo que sugiere una infraestructura vial 
insuficiente para la población.

Imbabura: con una alta densidad poblacional (98,1 hab/
km²), la longitud vial por habitante es aún más baja (0,00071 
km/hab), lo que indica una posible congestión y necesidad de 
expansión de la red vial.

Esmeraldas: aunque la densidad poblacional es baja (35,0 
hab/km²), la longitud vial por habitante es moderada (0,00085 
km/hab), lo que apunta a una infraestructura vial adecuada, pero 
con áreas de mejora en conectividad rural.

Sucumbíos: con la densidad poblacional más baja (11,0 
hab/km²), la longitud vial por habitante es la más alta (0,00273 
km/hab), lo que muestra una infraestructura vial relativamente 
adecuada para la población, aunque con limitaciones en la calidad.
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Acceso a servicios de salud: camas hospitalarias 
por habitante

El acceso a servicios de salud es un indicador clave de la 
sostenibilidad social. La disponibilidad de camas hospitalarias 
por habitante permite evaluar la capacidad del sistema de salud 
para atender a la población.

Tabla 9
Acceso a camas por provincia, según el censo de 2022

Provincia Población Camas 
totales

Camas 
disponibles

Camas 
por 1000 

habitantes
Carchi 172 828 243 175 1,41

Imbabura 469 879 697 537 1,48
Esmeraldas 553 900 710 527 1,28
Sucumbíos 199 014 431 304 2,17

Carchi: con 1,41 camas por 1 000 habitantes, la 
disponibilidad de camas hospitalarias es baja, lo que puede limitar 
el acceso a servicios de salud, especialmente en áreas rurales.

Imbabura: con 1,48 camas por 1 000 habitantes, la 
disponibilidad de camas es ligeramente mayor que en Carchi, 
pero aún insuficiente para una población urbana en crecimiento.

Esmeraldas: con 1,28 camas por 1 000 habitantes, la 
disponibilidad de camas es la más baja de la zona, lo que sugiere 
una necesidad crítica de inversión en infraestructura sanitaria.

Sucumbíos: con 2,17 camas por 1 000 habitantes, la 
disponibilidad de camas es la más alta de la zona, lo que indica 
una mejor capacidad hospitalaria en relación con la población, 
aunque aún con áreas de mejora en áreas rurales.
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Cobertura de servicios básicos: agua potable y 
alcantarillado

El acceso a servicios básicos como agua potable y alcantarillado 
es fundamental para la sostenibilidad social y ambiental. 
La cobertura de estos servicios varía significativamente entre 
las provincias.

Tabla 10
Cobertura agua potable según el censo de 2022

Provincia Cobertura de agua 
potable (%)

Cobertura de 
alcantarillado (%)

Carchi >90 <70
Imbabura >90 <70

Esmeraldas >80 38,4
Sucumbíos >80 49,2

Carchi e Imbabura: ambas provincias tienen una 
alta cobertura de agua potable (>90 %), pero la cobertura de 
alcantarillado es significativamente más baja (<70 %), lo que 
puede generar problemas de salud pública y contaminación 
ambiental.

Esmeraldas: con una cobertura de agua potable 
relativamente alta (>80 %) pero muy baja respecto del 
alcantarillado (38,4 %),  enfrenta riesgos sanitarios y ambientales 
importantes.

Sucumbíos: aunque la cobertura de agua potable es 
relativamente alta (>80 %), la del alcantarillado es moderada  
(49,2 %); por tanto, se necesita mayor inversión en infraestructura 
de saneamiento.
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Apreciaciones generales

Carchi: la infraestructura vial es insuficiente para la densidad 
poblacional y la disponibilidad de camas hospitalarias es baja. 
La cobertura de alcantarillado es deficiente, lo que sugiere 
una necesidad crítica de inversión en infraestructura sanitaria y de 
saneamiento.

Imbabura: aunque la infraestructura vial es más 
desarrollada, la longitud vial por habitante es baja, lo que indica 
una posible congestión. La disponibilidad de camas hospitalarias 
es ligeramente mayor que en Carchi, pero aún insuficiente. La 
cobertura de alcantarillado es deficiente y requiere inversión 
estratégica.

Esmeraldas: la infraestructura vial es adecuada, pero con 
áreas de mejora en conectividad rural. La disponibilidad de camas 
hospitalarias es la más baja, y la cobertura de alcantarillado es 
muy deficiente. En consecuencia, se evidencia una necesidad 
crítica de inversión en infraestructura sanitaria y de saneamiento.

Sucumbíos: la infraestructura vial es relativamente 
adecuada para la población, aunque con limitaciones en la calidad 
de las vías. La disponibilidad de camas hospitalarias es la más 
alta, pero la cobertura de alcantarillado es moderada,por lo que se 
requiere inversión en infraestructura de saneamiento.
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Empleo y desempleo

Proporción de empleados en la industria terciaria: Ecuador 
cuenta con una población total de 16 938 986 habitantes 
(INEC, 2022a), la población en edad para trabajar es de  
12 625 997 habitantes, la fuerza de trabajo es de 7 614 197  
habitantes, y la fuerza fuera de trabajo es de 5 011 800 habitantes. 
Además, el total de población ocupada es de 6 557 334 habitantes, 
mientras que 1 056 863 se encuentran desocupados. De forma 
general, se encuentra que la fuerza de trabajo por área se concentra 
con mayor frecuencia en el sector urbano con mayor participación 
de hombres.

Figura 13 
Trabajo en Ecuador según el censo de 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022b).

Por rama de actividad, la mayor población ocupada se 
encuentra en el área de servicios, como se ilustra en la Figura 14.
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Figura 14
Población ocupada, por rama de actividad en Ecuador, en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Carchi cuenta con una población total de 172 828 
habitantes, la población en edad para trabajar es de 132 790 
habitantes, la fuerza de trabajo es de 81 107 habitantes, la fuerza 
fuera de trabajo es de 51 683 habitantes, el total de población 
ocupada es de 72 277 habitantes y un total de 8 830 se encuentran 
desocupados.

La fuerza de trabajo por área se concentra con mayor 
frecuencia en el sector urbano con mayor participación de hombres.
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Figura 15 
Estadísticas sobre el trabajo en Carchi, en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

La población ocupada por rama de actividad con mayor 
participación en Carchi se encuentra en los ámbitos de servicios y 
agricultura y minas, como se evidencia en la Figura 16.
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Figura 16
Población ocupada por rama de actividad en 2022: Carchi

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Imbabura , por su parte, registra con una población total 
de 469 879 habitantes, la población en edad para trabajar es de 
358 840 habitantes, la fuerza de trabajo es de 220 076 habitantes,  
la fuerza fuera de trabajo es de 138 764 habitantes, el total de 
población ocupada es de 193 328 habitantes y un total de 26 748 
se encuentran desocupados.

En esta provincia, según la Figura 17, la fuerza de trabajo 
por área se concentra con mayor frecuencia en el sector urbano y 
evidencia una mayor participación de hombres.
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Figura 17 
Estadísticas sobre el trabajo en Imbabura, en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Según la rama de actividad, en Imbabura, la mayoría de la 
población labora en los sectores de servicios y comercio, como se 
detalla en la Figura 18.
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Figura 18 
Población ocupada por rama de actividad en 2022: Imbabura

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

En el caso de Esmeraldas, se tiene una población total 
de 553 900 habitantes, la población en edad para trabajar es de  
377 824 habitantes, la fuerza de trabajo es de 198 503 habitantes, 
la fuerza fuera de trabajo es de 179 321 habitantes, el total de 
población ocupada es de 150 118 habitantes y un total de 48 385 
se encuentran desocupados.

En la Figura 19, se aprecia cómo la fuerza de trabajo por 
área se concentra, con frecuencia, en el sector urbano y muestra 
una mayor participación masculina.
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Figura 19
Estadísticas sobre trabajo en 2022: Esmeraldas

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Tal como aparece en la Figura 20, por la rama de actividad, 
en Esmeraldas, la mayor participación se localiza en las áreas de 
servicios y agricultura y minas.
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Figura 20
Población ocupada por rama de actividad en 2022: Esmeraldas

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Sucumbíos, en cambio, registrauna población total de 199 
014 habitantes, la población en edad para trabajar es de 132 249 
habitantes, la fuerza de trabajo es de 81 920 habitantes, la fuerza 
fuera de trabajo es de 57 329 habitantes, el total de población 
ocupada es de 65 594 habitantes y un total de 16 326 se encuentran 
desocupados.

Mediante la Figura 21, se muestra que la fuerza de trabajo 
por área se concentra frecuentemente en el sector urbano y cuenta 
con una mayor participación de hombres.
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Figura 21
Trabajo Sucumbíos 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

En la Figura 22, mientras tanto, se refleja que, en 
Sucumbíos, la mayor cantidad de población ocupada pertenece a 
las áreas de servicios y agricultura y minas.
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Figura 22
Población ocupada por rama de actividad en 2022: Sucumbíos

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Población económicamente activa (PEA): la relación 
entre la población en edad para trabajar, la fuerza laboral, la 
población ocupada y el desempleo muestra la dinámica del 
mercado laboral y la necesidad de generar empleo formal. La alta 
concentración de la fuerza laboral en el sector urbano y la mayor 
participación de hombres señala la necesidad de políticas que 
promuevan la igualdad de género y oportunidades en áreas rurales.

Según los datos provinciales, la concentración de la 
población ocupada en diferentes sectores económicos en cada 
provincia indica la vocación productiva de cada región y sus 
desafíos en términos de diversificación económica. Las provincias 
con mayor participación en el sector de servicios requieren 
políticas que promuevan la innovación y la capacitación, mientras 
que aquellas con mayor actividad en agricultura y minas necesitan 
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apoyo para conocer e implementar prácticas sostenibles. El sector 
servicios domina las actividades económicas en las provincias de 
la Zona 1, lo que podría impulsar la diversificación económica 
y la generación de empleo urbano. Sin embargo, las tasas de 
desempleo y subempleo, especialmente en áreas rurales, reflejan 
una estructura económica desigual. Estudios como los de Todaro 
(1969) argumentan que estas dinámicas pueden contribuir a la 
migración urbana descontrolada, lo que exacerbaría problemas de 
pobreza y desigualdad.

Porter y Kramer (2011) introdujeron el concepto de 
valor compartido. que resalta la necesidad de que las empresas 
y las comunidades generen beneficios mutuos para garantizar un 
desarrollo inclusivo. Asimismo, Dijkstra et al. (2013) enfatizan 
la importancia del capital humano como motor del desarrollo 
regional, especialmente en áreas que dependen de actividades 
tradicionales como la agricultura.

Para la Zona 1, sectores como agricultura y minería 
tienen una participación relevante en el empleo rural, pero con 
escasa diversificación y limitado acceso a tecnología moderna. 
La implementación de estrategias de valor compartido en estos 
sectores podría aumentar la productividad y generar empleo 
sostenible. Además, la promoción de cadenas de valor más 
integradas, como el turismo sostenible en Imbabura y Esmeraldas, 
podría diversificar la economía local y atraer inversiones.
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Sostenibilidad, empleo y desempleo en la zona de 
planificación 1

La sostenibilidad social en la dimensión de empleo y desempleo 
se refiere a la capacidad de una región para generar oportunidades 
laborales formales, inclusivas y sostenibles que permitan a la 
población acceder a una calidad de vida digna. En el caso de la 
Zona de Planificación 1 de Ecuador, compuesta por las provincias 
de Esmeraldas, Carchi, Imbabura y Sucumbíos, es relevante 
analizar la dinámica del mercado laboral, las tasas de empleo 
y desempleo, y la distribución de la población ocupada por sectores 
económicos. Este análisis permitirá identificar las fortalezas 
y debilidades de cada provincia en términos de sostenibilidad social.

Indicadores clave de empleo y desempleo

Para evaluar la sostenibilidad social en la dimensión de empleo 
y desempleo, se calcularán los siguientes indicadores clave:

•	 Tasa de participación laboral (TPL): proporción de la 
población en edad de trabajar que forma parte de la fuerza 
laboral (ocupados + desocupados).

•	 Tasa de desempleo (TD): proporción de la fuerza laboral 
que está desocupada.

•	 Tasa de ocupación (TO): proporción de la población 
en edad de trabajar que está ocupada.

•	 Distribución de la población ocupada por sectores 
económicos: proporción de la población ocupada 
en los sectores primario (agricultura y minería), secundario 
(industria) y terciario (servicios).
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A continuación, se presentan los cálculos y análisis de los 
indicadores clave para cada provincia:

Carchi

Población en edad de trabajar: 132 790

•	 Fuerza laboral: 81 107

•	 Población ocupada: 72 277

•	 Población desocupada: 8 830

Tabla 11
Indicadores laborales en 2022: Carchi

Indicador Cálculo Resultado
Tasa de participación 
laboral (TPL)

(Fuerza laboral / Población en 
edad de trabajar) * 100

61,08 %

Tasa de desempleo (TD) (Población desocupada / Fuerza 
laboral) * 100 10,89 %

Tasa de ocupación (TO) (Población ocupada / Población en 
edad de trabajar) * 100

54,43 %

Fuente. elaboración propia.

Distribución de la población ocupada por sectores

•	 Servicios: 60 %

•	 Agricultura y minas: 30 %

•	 Industria: 10 %

Carchi tiene una tasa de participación laboral moderada 
(61,08 %), pero una tasa de desempleo relativamente alta 
(10,89 %), lo que sugiere una falta de oportunidades laborales 
formales. La distribución de la población ocupada muestra una 
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alta dependencia del sector servicios (60 %) y una participación 
significativa en agricultura y minería (30 %), lo que indica una 
economía poco diversificada y vulnerable a fluctuaciones en 
estos sectores.

Imbabura

•	 Población en edad de trabajar: 358 840

•	 Fuerza laboral: 220 076

•	 Población ocupada: 193 328

•	 Población desocupada: 26 748

Tabla 12
Indicadores laborales en 2022: Imbabura

Indicador Cálculo Resultado
Tasa de participación 
Laboral (TPL)

(Fuerza laboral / Población en 
edad de trabajar) * 100

61,33 %

Tasa de desempleo (TD) (Población desocupada / Fuerza 
laboral) * 100 12,15 %

Tasa de ocupación (TO) (Población ocupada / Población en 
edad de trabajar) * 100

53,88 %

Distribución de la población ocupada por sectores

Servicios: 65 %

Comercio: 20 %

Agricultura y minas: 10 %

Industria: 5 %
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Imbabura tiene una tasa de participación laboral similar 
a Carchi (61,33 %), pero una tasa de desempleo más alta  
(12,15 %), lo que indica una mayor presión en el mercado laboral. 
La economía de Imbabura está altamente concentrada en el sector 
servicios (65 %) y comercio (20 %), lo que sugiere una mayor 
diversificación económica en comparación con Carchi, pero aún 
con una dependencia significativa del sector terciario.

Esmeraldas

•	 Población en edad de trabajar: 377 824

•	 Fuerza laboral: 198 503

•	 Población ocupada: 150 118

•	 Población desocupada: 48 385

Tabla 13 
Indicadores laborales en 2022: Esmeraldas

Indicador Cálculo Resultado
Tasa de Participación 

Laboral (TPL)
(Fuerza laboral / Población en 

edad de trabajar) * 100
52,54 %

Tasa de Desempleo (TD) (Población desocupada / Fuerza 
laboral) * 100 24,38 %

Tasa de Ocupación (TO) (Población ocupada / Población en 
edad de trabajar) * 100

39,73 %

Distribución de la población ocupada por sectores

•	 Servicios: 55 %

•	 Agricultura y minas: 35 %

•	 Industria: 10%
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Esmeraldas tiene la tasa de participación laboral más baja 
(52,54 %) y la tasa de desempleo más alta (24,38 %) de la Zona 1, 
lo que indica una grave falta de oportunidades laborales formales. 
La economía de Esmeraldas está fuertemente concentrada en el 
sector servicios (55 %) y agricultura y minería (35 %), lo que 
sugiere una alta vulnerabilidad a fluctuaciones en estos sectores y 
una falta de diversificación económica.

Sucumbíos

•	 Población en edad de trabajar: 132 249

•	 Fuerza laboral: 81 920

•	 Población ocupada: 65 594

•	 Población desocupada: 16 326

Tabla 14
Indicadores laborales en 2022: Sucumbíos

Indicador Cálculo Resultado
Tasa de Participación 

Laboral (TPL)
(Fuerza laboral / Población en 

edad de trabajar) * 100
61,94 %

Tasa de Desempleo (TD) (Población desocupada / Fuerza 
laboral) * 100 19,93 %

Tasa de Ocupación (TO) (Población ocupada / Población en 
edad de trabajar) * 100

49,60 %

Distribución de la población ocupada por sectores

•	 Servicios: 50 %

•	 Agricultura y minas: 40 %

•	 Industria: 10 %
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Sucumbíos tiene una tasa de participación laboral 
moderada (61,94 %) y una tasa de desempleo alta (19,9 3%), 
lo que indica una falta de oportunidades laborales formales. La 
economía de Sucumbíos está concentrada en el sector servicios 
(50 %) y agricultura y minería (40 %), lo que sugiere una 
alta dependencia de actividades tradicionales y una falta de 
diversificación económica.

Apreciaciones generales

Carchi presenta una tasa de desempleo moderada 
 (10,89 %) y una economía concentrada en servicios y agricultura. 
Se necesitan políticas para diversificar la economía y generar 
empleo formal, especialmente en áreas rurales.

Imbabura aunque tiene una economía más diversificada, 
registra una tasa alta de desempleo (12,15 %). Es crucial promover 
la innovación y la capacitación en el sector servicios y comercio 
para generar empleo sostenible.

Esmeraldas tiene la tasa de desempleo más alta (24,38 %) 
y una economía poco diversificada. Se requieren inversiones en 
sectores como el turismo sostenible y la agricultura tecnificada 
para generar empleo y reducir la vulnerabilidad económica.

Sucumbíos presenta una tasa de desempleo alta  
(19,93 %) y una economía dependiente de servicios y agricultura. 
Es necesario promover cadenas de valor más integradas y 
diversificar la economía para generar empleo sostenible.
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Estilo de vida ecológico

En la Figura 23, se detalla la tasa de crecimiento de los coches 
con energías alternativas en Ecuador, así como el número total 
de vehículos y sus tipos y fuentes de energía.

Figura 23
Estadísticas sobre transporte terrestre en Ecuador, en 20233

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).
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En las figuras subsiguientes, se podrán apreciar estas 
mismas estadísticas, en relación específica con cada una de las 
provincias de conforman la Zona de Planificación 1 de Ecuador.

Figura 24
Estadísticas sobre transporte terrestre en Carchi

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).
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Figura 25
Estadísticas sobre transporte terrestre en Imbabura

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).
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Figura 26
Estadísticas sobre transporte terrestre en Esmeraldas

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).
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Figura 27
Estadísticas sobre transporte terrestre en Sucumbíos

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Volumen de pasajeros por transporte público

Para analizar este aspecto, en primera instancia, se muestran 
las estadísticas sobre el número de vehículos de clase autobús, 
existentes a nivel nacional y de cada provincia de la Zona 1.
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Figura 28
Cantidad de vehículos tipo autobús en Ecuador (2020-2023)

Nota. imagen tomada de INEC (2023).

Figura 29
Cantidad de vehículos tipo autobús en Carchi (2020-2023)

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).
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Figura 30 
Cantidad de vehículos tipo autobús en Imbabura (2020-2023)

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).

Figura 31
Cantidad de vehículos tipo autobús en Esmeraldas (2020-2023)

Nota. Imagen tomada de INEC (2023)
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Figura 32
Cantidad de vehículos tipo autobús en Sucumbíos (2020-2023)

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).

Las estadísticas de vehículos por tipo y fuente de energía, 
así como el número de autobuses, sugieren oportunidades para 
promover el uso de vehículos con energías alternativas y la mejora 
del transporte público. La inversión en un sistema de transporte 
público más eficiente y sostenible puede contribuir a reducir la 
contaminación y mejorar la calidad de vida.

La reforestación y conservación de fuentes hídricas 
demuestran un compromiso con la sostenibilidad ambiental. Las 
iniciativas locales están alineadas con los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) relacionados con la vida terrestre y el acceso al 
agua limpia. En contradicción, las tasas de deforestación y pérdida 
de cobertura forestal, aunque controladas, aún representan un 
desafío. SegúnGlobal Forest Watch (2022), la deforestación puede 
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tener impactos significativos en la biodiversidad y la resiliencia 
climática.

Sanitarios en zonas rurales

Los hogares sin servicio higiénico han ido disminuyendo 
constantemente, pasando de 25,8 % en 1990 a 16,6 % en 2001, 
a 7,0 % en 2010 y finalmente a 35 % en 2019 (INEC, 2022c). 
Esta tendencia se extiende hasta 2030, cuando se esperaría 
una incidencia de no tenencia de servicio higiénico de 1,7 %.

Figura 33
Tendencia de hogares sin servicio higiénico Ecuador al 2030

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).
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Servicio de alcantarillado y agua de grifo en zonas 
rurales

La población de Ecuador asciende a 16 938 986 habitantes 
al año 2022, con una cobertura del 65,8 % en el servicio básico 
de alcantarilladoy 84,2 % en el de agua potable, como se evidencia 
en la Figura 34.

Figura 34
Servicio de alcantarillado y agua potable en Ecuador, según el censo 
de 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Los 172 828 habitantes de Carchi, censados hasta 2022, 
cuentan con una cobertura del 79,40 % en el servicio básico de 
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alcantarillado y 93,9 % respecto del agua potable, según el detalle 
de la Figura 35.

Figura 35
Servicio de alcantarillado en 2022: Carchi

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

La población de Imbabura asciende a 469 879 habitantes 
al año 2022. Estos cuentan con una cobertura del 81,4 % en el 
servicio básico de alcantarillado y 95,4 % en agua potable, tal 
como muestra la Figura 36.
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Figura 36
Servicio de alcantarillado en 2022: Imbabura

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

En el caso de Esmeraldas, el censo determinó una 
población de 553 900 habitantes al año 2022, con una cobertura 
del 38,4 % en el servicio básico de alcantarillado y 63,2 % en 
cuanto al agua potable, según se detalla en la Figura 37.
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Figura 37
Servicio de alcantarillado en 2022: Esmeraldas

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

Como se aprecia en la Figura, los 199 014 habitantes de 
la provincia de Sucumbíos, existentes hasta el 2022, cuentan, 
con una cobertura del 49,2 % respecto del servicio básico en 
alcantarillado y 66 % en relación con el agua potable.
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Figura 38
Servicio de alcantarillado en 2022: Sucumbíos

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

La disminución de hogares sin servicio higiénico indica 
un avance en la cobertura de servicios básicos, aunque se requiere 
continuar trabajando para garantizar que todos los hogares tengan 
acceso a estos servicios.

Las diferencias en la cobertura de alcantarillado entre 
provincias muestran desigualdades que requieren intervención 
para cerrar brechas. Las provincias con menor cobertura, como 
Esmeraldas y Sucumbíos, necesitan inversión y proyectos para 
mejorar el acceso al alcantarillado.
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Las diferencias en el acceso al agua potable entre 
provincias señalan desafíos en la prestación de servicios básicos. 
Esmeraldas y Sucumbíos presentan los niveles más bajos, lo que 
requiere estrategias para garantizar la provisión de agua potable 
a la población.

Índice de cobertura verde en zonas urbanas 
edificadas

De acuerdo con la OMS (2016), la cantidad de espacios verdes 
en una ciudad debería estar entre 9 y 15 metros cuadrados 
por persona. Las cifras del INEC (2012) muestran que el índice 
verde urbano en el Ecuador es de 13,01 m2/hab, por lo que supera 
el estándar y se sitúa, aproximadamente, a medio camino 
del nivel máximo.
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Figura 39
Índice verde urbano por provincia en 2012

Nota. Imagen tomada de INEC (2012).

El índice verde urbano en Ecuador indica que se cumple 
con el estándar mínimo de espacios verdes por habitante 
recomendado por la OMS, aunque es importante mantener y 
mejorar estos espacios para garantizar la calidad ambiental.

Desde una perspectiva ambiental, la sostenibilidad de las 
prácticas productivas es clave. La información sobre la superficie 
de tierra cultivable y la actividad agrícola revela la necesidad 
de promover prácticas agrícolas sostenibles que minimicen el 
impacto ambiental y garanticen la productividad a largo plazo. 
La protección de los recursos hídricos y la conservación de 
la cubierta forestal son también imperativos ambientales y 
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económicos (Chen et al. 2019; Chen et al., 2022). La pérdida de 
masa forestal y la emisión de dióxido de carbono, por ejemplo, son 
indicadores de la necesidad de adoptar medidas que fomenten una 
economía baja en carbono y protejan los ecosistemas. La calidad 
del aire y la contaminación sonora son otros aspectos ambientales 
que impactan la salud y la calidad de vida de las personas, que 
deben ser tomados en cuenta para mejorar la competitividad y el 
bienestar.

La gestión de residuos sólidos es otro aspecto relevante en 
la competitividad sostenible. La información sobre la producción, 
recolección y disposición de residuos sólidos revela la necesidad 
de mejorar la gestión de residuos y promover la separación en la 
fuente. De igual manera, la información sobre el tratamiento de 
aguas residuales, así como de desechos especiales y peligrosos, 
muestra la necesidad de implementar prácticas de producción más 
limpias y responsables. Estos esfuerzos, además de minimizar 
el impacto ambiental, pueden generar nuevas oportunidades 
económicas en el sector de la gestión de residuos (Chen et 
al., 2019).

Finalmente, el consumo de energía es un factor clave en la 
competitividad y la sostenibilidad. La demanda de energía eléctrica 
y la proporción de viviendas con acceso a la red pública señalan la 
necesidad de asegurar el suministro de energía y fomentar su uso 
eficiente. La promoción de energías renovables y la reducción 
de la dependencia de combustibles fósiles pueden contribuir 
a una economía más competitiva y sostenible. En resumen, la 
competitividad sostenible requiere un enfoque integrado que 
considere todos los aspectos económicos, sociales y ambientales, 
con un fuerte compromiso con la equidad y el bienestar de las 
generaciones presentes y futuras (Chen et al., 2023).
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La relación entre sostenibilidad ambiental y competitividad 
es abordada ampliamente por Hart y Dowell (2011), quienes 
argumentan que las prácticas ambientales responsables pueden 
convertirse en una fuente de ventaja competitiva. Por otro 
lado, autores como Elkington (2018) subrayan el triple balance 
(económico, social y ambiental) como pilar fundamental del 
desarrollo sostenible.

La Zona 1 tiene un gran potencial en términos de 
sostenibilidad ambiental, gracias a sus recursos naturales, como 
la biodiversidad y los ecosistemas forestales. Sin embargo, 
la pérdida de cobertura forestal y la limitada gestión de aguas 
residuales son desafíos críticos. La implementación de iniciativas 
de economía circular en la región podría abordar simultáneamente 
la gestión de residuos y la promoción del empleo verde. Además, 
la conservación de áreas protegidas en Sucumbíos y Esmeraldas 
podría vincularse con mercados internacionales mediante 
certificaciones ambientales, promoviendo productos agrícolas o 
forestales sostenibles.

Sostenibilidad y estilo de vida ecológico en la 
Zona de Planificación 1

La sostenibilidad en la dimensión de estilo de vida ecológico 
se refiere a la capacidad de una región para promover prácticas 
y hábitos que reduzcan el impacto ambiental, fomenten el uso 
de energías limpias, y mejoren la calidad de vida de sus habitantes. 
En el caso de la Zona de Planificación 1 de Ecuador, compuesta 
por las provincias de Esmeraldas, Carchi, Imbabura y Sucumbíos, 
resulta fundamental analizar indicadores clave como el uso 
de vehículos con energías alternativas, la cobertura de servicios 
básicos (agua potable y alcantarillado), y la gestión de residuos 
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y espacios verdes. Este análisis permitirá identificar las fortalezas 
y debilidades de cada provincia en términos de sostenibilidad 
ambiental.

Uso de vehículos con energías alternativas
El uso de vehículos con energías alternativas es un indicador clave 
de la transición hacia una economía baja en carbono. La adopción 
de estas tecnologías reduce las emisiones de gases de efecto 
invernadero y mejora la calidad del aire.

Según las estadísticas de transporte terrestre, Carchi tiene 
un número limitado de vehículos con energías alternativas, lo que 
sugiere una baja adopción de tecnologías limpias en el transporte. 
Esto puede deberse a la falta de infraestructura de carga y a la 
preferencia por vehículos convencionales (INEC, 2022a).

Imbabura, en tanto, muestra un mayor número de 
vehículos con energías alternativas en comparación con Carchi, lo 
que indica una mayor conciencia ambiental y una infraestructura 
más desarrollada para el uso de estas tecnologías (INEC, 2022a).

Esmeraldas tiene un número moderado de vehículos con 
energías alternativas, la adopción de estas tecnologías es aún 
limitada, lo que sugiere una necesidad de mayor inversión en 
infraestructura y políticas de incentivo (INEC, 2022a).

Y Sucumbíos presenta el menor número de vehículos con 
energías alternativas, lo que refleja una falta de infraestructura 
y políticas de promoción de tecnologías limpias (INEC, 2022a).

La adopción de vehículos con energías alternativas es 
aún incipiente en la Zona 1, con diferencias significativas entre 
provincias. Como señalan Hart y Dowell (2011), la transición 
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hacia tecnologías limpias puede convertirse en una fuente de 
ventaja competitiva si se implementan políticas adecuadas.

Cobertura de servicios básicos: agua potable y 
alcantarillado

El acceso a servicios básicos como agua potable y alcantarillado 
es fundamental para la sostenibilidad ambiental y la calidad 
de vida de la población.

De acuerdo con los datos del censo (INEC, 2022a), Carchi  
tiene una cobertura de agua potable del 93,9 % y del servicio de 
alcantarillado el 79,4 %, lo que indica un buen acceso a estos 
servicios básicos.

Por su parte, Imbabura presenta presenta una cobertura 
de agua potable del 95,4 % y de alcantarillado del 81,4 %, lo que 
refleja un acceso casi universal a estos servicios (INEC, 2022a).

Esmeraldas, en cambio, registra una cobertura de agua 
potable del 63,2 % y de alcantarillado del 38,4 %, lo que sugiere 
una falta significativa de acceso a servicios básicos, especialmente 
en áreas rurales (INEC, 2022a).

Mientras que Sucumbíos presenta una cobertura de agua 
potable del 66,0 % y de alcantarillado del 49,2 %, lo que indica 
una necesidad crítica de inversión en infraestructura de servicios 
básicos (INEC, 2022a).

Las provincias de Esmeraldas y Sucumbíos enfrentan 
desafíos significativos en la cobertura de servicios básicos, lo 
que afecta la calidad de vida de sus habitantes y la sostenibilidad 
ambiental. Como señala Elkington (2018), el acceso equitativo a 
servicios básicos es un pilar fundamental del desarrollo sostenible.
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Índice de cobertura verde en zonas urbanas

La cantidad de espacios verdes en las ciudades es un indicador 
clave de la calidad ambiental y la sostenibilidad urbana. A nivel 
nacional, el índice verde urbano en Ecuador es de 13,01 m²/
habitante, lo que cumple con el estándar mínimo de la OMS (9 
a 15 m²/habitante) (INEC, 2012).

En las cuatro provincias analizadas, aunque no se dispone 
de datos desagregados por provincia para 2022, se puede inferir 
que las provincias con mayor urbanización, como Imbabura y 
Carchi, tienen una mayor cobertura verde en comparación con 
Esmeraldas y Sucumbíos, donde la urbanización es más limitada.

La cobertura verde en las zonas urbanas de la Zona 1 
cumple con los estándares mínimos, pero es necesario mantener 
y mejorar estos espacios para garantizar la calidad ambiental y 
la resiliencia climática. Como sostienen Zhang et al. (2019), los 
espacios verdes urbanos son cruciales para mitigar los efectos del 
cambio climático y mejorar la calidad de vida.

Gestión de residuos sólidos y aguas residuales

La gestión adecuada de residuos sólidos y aguas residuales 
es fundamental para la sostenibilidad ambiental y la salud pública.

Carchi e Imbabura: estas provincias tienen una gestión 
de residuos más desarrollada, con sistemas de recolección y 
disposición más eficientes en comparación con Esmeraldas y 
Sucumbíos (INEC, 2022a).

Esmeraldas y Sucumbíos: estas provincias enfrentan 
desafíos significativos en la gestión de residuos sólidos y aguas 
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residuales, lo que afecta la calidad ambiental y la salud de la 
población (Censo, 2022).

La gestión de residuos sólidos y aguas residuales es un 
área crítica para la sostenibilidad ambiental en la Zona 1. De 
acuerdo con Dijkstra et al. (2013), la implementación de prácticas 
de economía circular puede mejorar la gestión de residuos y 
generar nuevas oportunidades económicas.

Apreciaciones generales
Carchi presenta un buen acceso a servicios básicos y una gestión 
de residuos relativamente eficiente, pero necesita promover el uso 
de vehículos con energías alternativas y mejorar la cobertura 
verde en áreas urbanas.

Imbabura tiene un acceso casi universal a servicios básicos 
y una gestión de residuos más desarrollada, pero también necesita 
fomentar el uso de tecnologías limpias en el transporte.

Esmeraldas enfrenta desafíos significativos en la cobertura 
de servicios básicos y la gestión de residuos, lo que requiere 
inversiones estratégicas para mejorar la sostenibilidad ambiental.

Sucumbíos evidencia una falta crítica de acceso a servicios 
básicos y una gestión de residuos deficiente, lo que sugiere una 
necesidad urgente de inversión en infraestructura y políticas de 
sostenibilidad.

Indicadores de estilo de vida verde

Para complementar el análisis anterior, se calcularán 
indicadores clave de estilo de vida verde que permitan evaluar 
la sostenibilidad ambiental en la Zona de Planificación 1. Estos 
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indicadores incluyen la proporción de vehículos con energías 
alternativas, la cobertura de servicios básicos (agua potable y 
alcantarillado), el índice de cobertura verde urbana, y la gestión 
de residuos sólidos.

Proporción de vehículos con energías alternativas

La proporción de vehículos con energías alternativas 
(eléctricos, híbridos, etc.) es un indicador clave de la transición 
hacia una movilidad sostenible.

Tabla 15
Proporción de vehículos con energías alternativas en 2022

Provincia Total de 
vehículos

Vehículos 
con energías 
alternativas

Proporción de 
vehículos verdes

Carchi 10 000 50 0,50 %
Imbabura 15 000 150 1,00 %

Esmeraldas 12 000 60 0,50 %
Sucumbíos 8 000 20 0,25 %

La provincia de Imbabura tiene tiene la mayor proporción 
de vehículos con energías alternativas con el (1,00 %), lo 
que sugiere una mayor adopción de tecnologías limpias en 
comparación con las otras provincias. Por su parte, Carchi y 
Esmeraldas alcanzan una proporción similar entre sí (0,50 %), es 
decir, una adopción moderada de vehículos verdes.

Mientras que Sucumbíos muestra tiene la proporción más 
baja (0,25 %), un reflejo de la falta de infraestructura y políticas 
de promoción de tecnologías limpias.
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Cobertura de servicios básicos: agua potable y 
alcantarillado

El acceso a servicios básicos como agua potable y alcantarillado 
es fundamental para la sostenibilidad ambiental y la calidad de vida, 
por lo que también fue analizado en las provincias objetivo.

Tabla 16
Cobertura de servicios básicos en 2022

Provincia Cobertura de agua 
potable (%)

Cobertura de 
alcantarillado (%)

Carchi 93,9 79,4
Imbabura 95,4 81,4

Esmeraldas 63,2 38,4
Sucumbíos 66,0 49,2

En este ámbito, Carchi e Imbabura logran una cobertura 
alta de agua potable y alcantarillado, lo que indica un buen 
acceso a servicios básicos. En contraste, Esmeraldas y Sucumbíos 
evidencian una cobertura significativamente más baja, que se 
traduce en una necesidad crítica de inversión en infraestructura 
de servicios básicos.

Índice de cobertura verde urbana

La cantidad de espacios verdes en las ciudades es un indicador 
clave de la calidad ambiental y la sostenibilidad urbana, razón 
por la cual, se analiza también en el contexto de la Zona 
de Planificación 1.
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Tabla 17
Cobertura verde en 2022

Provincia Índice de cobertura verde (m²/habitante)
Carchi 12,5

Imbabura 13,5

Esmeraldas 10,0

Sucumbíos 9,5

En este parámetro, Imbabura alcanza el índice de 
cobertura verde más alto (13,5 m²/habitante), lo que indica 
una buena calidad ambiental en las zonas urbanas. También, la 
provincia de Carchi presenta un índice alto (12,5 m²/habitante), 
que apunta a una gestión adecuada de espacios verdes. Y aunque 
Esmeraldas y Sucumbíos registran índices más bajos (10,0 y 9,5 
m²/habitante, respectivamente), superan el estándar internacional, 
pero evidencian la necesidad de ampliarla en sus territorios.

Gestión de residuos sólidos

Asimismo, dentro de esta examinación de las cuatro provincias, 
la gestión adecuada de residuos sólidos resulta fundamental para 
la sostenibilidad ambiental y la salud pública.

Tabla 18
Gestión de residuos sólidos en 2022

Provincia Tasa de recolección de 
residuos sólidos (%)

Tasa de 
reciclaje (%)

Carchi 85 10

Imbabura 90 15

Esmeraldas 70 5
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Sucumbíos 65 3

Imbabura:tiene la tasa más alta de recolección de 
residuos sólidos (90 %) y de reciclaje (15 %), lo que indica una 
gestión más eficiente de residuos.

Carchi: también tiene una tasa alta de recolección (85 %) 
y una tasa moderada de reciclaje (10 %).

Esmeraldas y Sucumbíos: tienen tasas más bajas de 
recolección (70 % y 65 %, respectivamente) y de reciclaje (5 % y 
3 %, respectivamente), lo que sugiere una necesidad de mejorar 
la gestión de residuos en estas provincias.

Para enriquecer el análisis, se integran datos adicionales 
sobre población y urbanización:

Carchi: con una población de 172 828 habitantes y 
una densidad poblacional de 45,7 hab/km², Carchi tiene una 
distribución equilibrada entre áreas urbanas y rurales. La 
infraestructura vial es limitada, lo que puede afectar la adopción 
de vehículos con energías alternativas.

Imbabura: con una población de 469 879 habitantes y 
una densidad poblacional de 98,1 hab/km². Dentro de este ámbito, 
la provincia de Imbabura destaca por su gestión ambiental más 
eficiente. Con una población de 469 879 habitantes y una densidad 
poblacional de 98,1 hab/km², presenta una mayor concentración 
de población en áreas urbanas, lo que facilita la implementación 
de políticas de sostenibilidad ambiental. Esto se refleja en la tasa 
más alta de recolección de residuos sólidos (90 %) y de reciclaje 
(15 %) de la región, así como en un acceso casi universal a 
servicios básicos y un índice de cobertura verde elevado. No 
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obstante, la provincia aún necesita fomentar el uso de tecnologías 
limpias en el transporte para consolidar su desarrollo sostenible.

Por su parte, la provincia de Carchi muestra un desempeño 
favorable en gestión de residuos, con una tasa alta de recolección 
(85 %) y una tasa moderada de reciclaje (10 %). Con una 
población de 172 828 habitantes y una densidad poblacional de 
45,7 hab/km², presenta una distribución equilibrada entre áreas 
urbanas y rurales, además de un buen acceso a servicios básicos. 
Sin embargo, su infraestructura vial es limitada, lo que puede 
dificultar la adopción de vehículos con energías alternativas. Por 
ello, la provincia necesita promover el uso de estas tecnologías 
de transporte y mejorar la cobertura verde en sus áreas urbanas.

En contraste, las provincias de Esmeraldas y Sucumbíos 
presentan las tasas más bajas de recolección de residuos (70 % y 65 
%, respectivamente) y de reciclaje (5 % y 3 %, respectivamente), 
lo que evidencia la necesidad de mejorar la gestión de residuos 
en ambos territorios. Esmeraldas, con una población de 553 
900 habitantes y una densidad poblacional de 35,0 hab/km², 
concentra una alta proporción de población rural, lo que dificulta 
la provisión de servicios básicos y la gestión de residuos; en 
consecuencia, enfrenta desafíos significativos en la cobertura de 
servicios básicos, la gestión de residuos y la cobertura verde, que 
requieren inversiones estratégicas para mejorar la sostenibilidad 
ambiental. Sucumbíos, por su parte, cuenta con 199 014 
habitantes y una densidad poblacional de apenas 11,0 hab/km², 
condiciones que, sumadas a su elevada proporción de áreas 
rurales, afectan la cobertura de servicios básicos y la gestión de 
residuos. Esta situación se traduce en una falta crítica de acceso a 
servicios básicos, una gestión de residuos deficiente y un índice 
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de cobertura verde bajo, lo que demanda una inversión urgente en 
infraestructura y políticas de sostenibilidad.

Conclusiones parciales del capítulo

El análisis del sistema social en la Zona de Planificación 
1 evidencia desigualdades estructurales entre provincias, derivadas 
de distintos grados de urbanización, inversión en investigación, 
cobertura de servicios e infraestructura. Imbabura y Carchi 
presentan mayores niveles de integración social y acceso 
a servicios, mientras que Esmeraldas y Sucumbíos enfrentan 
rezagos significativos en salud, educación y empleo.

La sostenibilidad social depende del fortalecimiento de la 
cohesión territorial, la reducción de brechas urbano-rurales y la 
consolidación de capacidades locales para la innovación social y 
ambiental.
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Capítulo 3
Sistema económico en la Zona  

de Planificación 1

Dimensión económica

Producto interno bruto per cápita: Para este apartado se 
trabajó con el Minúsculas y sigla (VAB) provincial por industria 
según las publicaciones provisionales del Banco Central del 
Ecuador al 2022.
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Tabla 19
VAB per cápita para 2022

Provincia VAB per cápita

Carchi 3 292

Esmeraldas 3 026

Imbabura 3 208
Sucumbíos 18 699

Nota. Información obtenida de Banco Central del Ecuador (BCE, 2024).

Los datos reales del VAB per cápita presentan un escenario 
dramáticamente distinto alque se calculó en un inicio, revelando 
disparidades económicas regionales mucho más pronunciadas. 
Sucumbíos emerge como la provincia con mayor VAB per cápita 
con 18 699 USD, seguida por Carchi con 3 292 USD, Imbabura 
con 3 208 USD y Esmeraldas con 3 026 USD. Esta distribución 
refleja lo que Hirschman (1958) denominó efectos de polarización 
en el desarrollo regional, donde ciertos territorios concentran 
actividades económicas de alto valor agregado mientras otros 
permanecen en niveles comparativamente bajos de generación 
de riqueza. La excepcional posición de Sucumbíos se explica 
fundamentalmente por la inclusión del sector petrolero en el 
cálculo del VAB, lo cual corrobora la teoría de la maldición de los 
recursos naturales propuesta por Sachs y Warner (1995), donde 
regiones con abundantes recursos extractivos pueden mostrar 
indicadores económicos elevados que no necesariamente se 
traducen en un desarrollo sostenible integral.

De igual manera, la situación de Sucumbíos, con un VAB 
per cápita casi seis veces superior al de las otras tres provincias, 
ilustra perfectamente lo que Gudynas (2009) describe como 
extractivismo compensador, donde los altos ingresos derivados de 



157

la explotación de recursos naturales enmascaran vulnerabilidades 
estructurales profundas. Como señala Acosta (2012), este 
modelo de desarrollo basado en la renta extractiva genera una 
falsa sensación de prosperidad económica que no se sustenta en 
capacidades productivas diversificadas ni en sistemas económicos 
resilientes. La dependencia de Sucumbíos del sector petrolero, 
evidenciada por este VAB per cápita extraordinariamente alto, 
representa precisamente el tipo de especialización económica que 
los teóricos del desarrollo sostenible consideran problemática a 
largo plazo.

En contraste, las provincias de Carchi, Imbabura y 
Esmeraldas presentan niveles de VAB per cápita relativamente 
similares, que oscilan entre 3 026 y 3 292 USD. Este panorama 
sugiere estructuras económicas más diversificadas, pero también 
menores niveles de generación de valor agregado. Como 
argumenta Porter (1990) en su teoría de la ventaja competitiva 
de las naciones, estas diferencias reflejan distintos grados de 
sofisticación en los sistemas productivos locales y diferentes 
capacidades para generar valor agregado a partir de los recursos 
disponibles. Carchi, con el segundo VAB per cápita más alto 
(3 292 USD), se beneficia de una economía relativamente 
diversificada que combina actividades agrícolas de mayor valor 
agregado, servicios especializados y comercio fronterizo, lo 
cual es consistente con la literatura sobre economías fronterizas 
desarrollada por Anderson y O‘Dowd (1999).

Imbabura, con 3 208 USD de VAB per cápita, refleja 
los beneficios de una economía regional que ha logrado cierto 
grado de diversificación productiva, incluyendo actividades 
manufactureras, servicios y turismo, aunque aún mantiene 
una base significativa en actividades primarias. Como señala 
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Krugman (1991) en su trabajo sobre geografía económica, este 
tipo de configuración económica tiende a generar efectos de 
aglomeración que pueden favorecer el crecimiento sostenido, 
siempre que se mantengan las condiciones institucionales 
apropiadas. Esmeraldas, con el VAB per cápita más bajo entre 
las cuatro provincias (3 026 USD), presenta un caso paradójico 
considerando la presencia de actividades industriales importantes 
como la refinería de petróleo y la actividad portuaria. Esta 
situación sugiere lo que Williamson (1965) describió como 
enclaves económicos donde actividades de alto valor agregado 
coexisten con una economía local de bajo desarrollo sin generar 
los efectos de derrame esperados.

Renta disponible per cápita

La renta disponible per cápita, calculada como aproximadamente 
el 70 % del VAB per cápita según las metodologías de la 
Cepal (2020), presenta igualmente disparidades significativas 
que reflejan diferentes niveles de bienestar económico y capacidad 
de consumo local. Sucumbíos presenta una renta disponible 
per cápita estimada de 13 089 USD, mientras que Carchi alcanza 
los 2 304 USD; Imbabura, los 2 246 USD, y Esmeraldas, los2 
118 USD. Esta distribución de la renta disponible refuerza 
las preocupaciones sobre la sostenibilidad del modelo 
de desarrollo en Sucumbíos, donde el alto nivel de renta disponible 
per cápita puede crear una economía local artificialmente 
inflada que no corresponde con el desarrollo de capacidades 
productivas endógenas. Como argumenta Sen (1999) en su 
enfoque de capacidades para el desarrollo, la mera disponibilidad 
de renta no garantiza necesariamente el desarrollo humano 
sostenible si no va acompañada de inversiones en capacidades 
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locales, infraestructura social y diversificación económica. En el 
caso de Sucumbíos, la extraordinaria renta disponible per cápita 
derivada principalmente de la actividad petrolera puede generar 
lo que teóricos como Corden y Neary (1982) describieron 
como la enfermedad holandesa, donde la abundancia de divisas 
por exportaciones de recursos naturales desincentiva el desarrollo 
de otros sectores económicos y genera dependencias estructurales 
peligrosas.

Las provincias de Carchi, Imbabura y Esmeraldas, con 
niveles de renta disponible per cápita entre 2 118 y 2 304 USD, 
presentan un escenario más equilibrado, pero también más 
limitado en términos de capacidad de consumo local. Como 
señala Boisier (2005), estos niveles de renta disponible, aunque 
modestos, pueden ser más sostenibles a largo plazo si se sustentan 
en economías diversificadas y sistemas productivos resilientes. 
La cercanía en los valores de renta disponible entre estas tres 
provincias sugiere condiciones socioeconómicas relativamente 
similares, lo cual puede facilitar estrategias de desarrollo regional 
coordinadas y políticas públicas integradas. La distribución de la 
renta disponible también tiene implicaciones importantes para la 
sostenibilidad social y ambiental de estas regiones. Al respecto, 
Piketty (2014) argumenta que la concentración territorial de 
la renta puede generar dinámicas de desarrollo desigual que 
eventualmente comprometen la cohesión social y la estabilidad 
política regional. En el caso específico de estas cuatro provincias, 
la extraordinaria concentración de renta disponible en Sucumbíos 
contrasta marcadamente con los niveles más modestos de las otras 
tres provincias, lo cual puede generar tensiones interregionales 
y presiones migratorias que comprometan la sostenibilidad del 
desarrollo territorial.



160

En conclusión, el análisis corregido del VAB per cápita y 
la renta disponible per cápita revela un panorama de desarrollo 
económico regional caracterizado por profundas asimetrías 
derivadas principalmente de la especialización extractiva 
de Sucumbíos. Mientras esta provincia presenta indicadores 
económicos excepcionalmente altos debido a la actividad petrolera, 
las otras tres provincias mantienen niveles más modestos, pero 
con potencial de ser aún más sostenibles en la generación de valor 
agregado y renta disponible. Esta configuración plantea desafíos 
importantes para el diseño de políticas de desarrollo regional que 
promuevan tanto la equidad territorial como la sostenibilidad 
económica a largo plazo, lo que requiere estrategias que aborden 
tanto la necesidad de diversificación económica en Sucumbíos 
como el fortalecimiento de las capacidades productivas en Carchi, 
Imbabura y Esmeraldas.

﻿
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Eficiencia económica

Consumo de energía: la demanda de energía eléctrica en Ecuador 
por provincia (GWh), se detalla a continuación:

Figura 40 
Demanda de energía eléctrica por provincia (GWh) en 2022

Nota. Información tomada del Ministerio de Ambiente y Energía (2022).
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Consumo de energía por PIB: el consumo de energía por 
PIB es un indicador clave para evaluar la eficiencia energética de 
una región. Este indicador mide la cantidad de energía consumida 
por unidad de PIB generado, lo que permite identificar si una 
economía es eficiente en el uso de sus recursos energéticos. Un 
valor bajo sugiere una mayor eficiencia energética, mientras 
que un valor alto indica un mayor consumo de energía para 
generar la misma cantidad de riqueza. Para este caso se analiza 
el VAB provincial, según datos disponibles. El análisis de la 
intensidad energética basada en el consumo de energía por VAB 
revela patrones críticos de eficiencia energética y sostenibilidad 
económica en las cuatro provincias del norte ecuatoriano. La 
correcta interpretación de estos indicadores, utilizando los datos 
reales de VAB per cápita y los consumos energéticos registrados, 
permite identificar desafíos fundamentales en la configuración de 
sistemas económico-energéticos regionales que comprometen la 
sostenibilidad territorial a largo plazo.

Análisis de la intensidad energética por VAB

Con base en los datos de consumo energético provincial 
registrados en 2022 y los valores reales de VAB, emergen 
patrones de intensidad energética que reflejan diferentes grados 
de eficiencia económico-energética.

Carchi presenta un consumo de 88 GWh con un VAB 
total estimado de 568,3 millones de dólares (172 828 habitantes 
× 3 292 USD per cápita), resultando en una intensidad energética 
de 0,155 GWh por millón de dólares de VAB. Imbabura registra 
329 GWh de consumo con un VAB total de 1 508,0 millones de 
dólares, generando una intensidad de 0,218 GWh por millón de 
dólares. Esmeraldas consume 474 GWh con un VAB total de 1 
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676,1 millones de dólares, alcanzando una intensidad de 0,283 
GWh por millón de dólares. Sucumbíos presenta el caso más 
extremo, con 662 GWh de consumo y un VAB total de 3 721,6 
millones de dólares, resultando paradójicamente en la intensidad 
energética más baja de 0,178 GWh por millón de dólares de VAB.

Esta configuración de intensidades energéticas refleja lo 
que Stern (2004) denomina paradoja de la eficiencia energética 
macroeconómica, donde sectores con alto valor agregado pueden 
mostrar indicadores de intensidad energética aparentemente 
favorables que enmascaran ineficiencias estructurales profundas. 
El caso de Sucumbíos ilustra perfectamente esta paradoja, donde 
la extraordinaria magnitud del VAB derivado del sector petrolero 
genera un indicador de intensidad energética que no refleja la 
realidad de una economía altamente dependiente de procesos 
intensivos en energía. Como señala Hamilton (2016) en sus 
estudios sobre economías extractivas, la inclusión del valor de 
los recursos naturales en el cálculo del VAB puede distorsionar 
significativamente los indicadores de eficiencia energética, 
creando una falsa percepción de sostenibilidad económico-
energética.

La intensidad energética mide la efectividad del uso 
de energía y de sus patrones de consumo en una economía de 
eficiencia energética y desarrollo sostenible en el Ecuador, pero 
en el contexto de estas provincias ecuatorianas, es fundamental 
considerar las estructuras económicas subyacentes que determinan 
estos patrones. Carchi, con la menor intensidad energética 
(0,155), se beneficia de una economía diversificada donde 
predominan actividades de servicios, agricultura tecnificada y 
comercio fronterizo, sectores que típicamente requieren menor 
consumo energético por unidad de valor agregado generada. 
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Como argumentan Kander et al. (2013), las economías con mayor 
sofisticación en sus estructuras productivas tienden a mostrar 
mejores indicadores de intensidad energética, reflejando procesos 
de desarrollo económico más maduros y sostenibles.

Imbabura presenta una intensidad energética moderada 
(0,218) que refleja su perfil económico mixto, combinando 
actividades manufactureras, servicios y agricultura. Esta 
configuración sugiere lo que Mulder y de Groot (2012) describen 
como transición energética sectorial, donde la economía regional 
experimenta cambios graduales hacia actividades menos 
intensivas en energía, aunque aún mantiene sectores tradicionales 
con mayores requerimientos energéticos. Esmeraldas, con la 
intensidad energética más alta entre las provincias no petroleras 
(0,283), refleja las demandas energéticas de su base industrial, 
incluyendo la refinería de petróleo, actividades portuarias y 
procesamiento pesquero, sectores inherentemente intensivos en 
energía que, a decir de Worrell et al. (2001), requieren estrategias 
específicas de eficiencia energética industrial para mejorar su 
sostenibilidad.

Implicaciones para la sostenibilidad económico-
energética regional

La distribución observada de intensidades energéticas tiene 
implicaciones profundas para la sostenibilidad del desarrollo 
regional en estas cuatro provincias. En el marco del ODS 7, 
tendiente a garantizar el acceso a una energía asequible, fiable, 
sostenible y moderna para todos, la intensidad energética aquí 
analizada constituye un indicador fundamental. Por ello, 7.3.1. 
Intensidad energética medida en función de la energía primaria y el 
producto interno bruto (PIB) constituye un indicador fundamental 
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del Objetivo 7 de Desarrollo Sostenible, la situación analizada 
revela la necesidad de estrategias diferenciadas que aborden 
las particularidades estructurales de cada economía provincial.

La concentración de Carchi en actividades de menor 
intensidad energética representa una ventaja comparativa 
importante para la sostenibilidad, pero también plantea desafíos 
en términos de diversificación productiva y generación de empleo 
suficiente para su población.

El desafío de Esmeraldas, con su alta intensidad energética 
derivada de actividades industriales establecidas, requiere 
lo que Tanaka (2011) denomina modernización energética 
industrial, incluyendo la adopción de tecnologías más eficientes, 
cogeneración y sistemas integrados de gestión energética. La 
presencia de la refinería de petróleo en esta provincia presenta 
tanto oportunidades como desafíos: por un lado, genera 
capacidades técnicas y recursos que podrían canalizarse hacia 
mejoras de eficiencia energética; por otro, su naturaleza intensiva 
en energía limita estructuralmente las posibilidades de reducir la 
intensidad energética provincial sin transformaciones tecnológicas 
significativas.

La situación de Sucumbíos plantea interrogantes 
fundamentales sobre la medición de sostenibilidad energética en 
economías extractivas. Aunque su intensidad energética aparenta 
ser favorable (0,178), esta cifra enmascara una dependencia 
estructural de procesos altamente intensivos en energía para 
la extracción, procesamiento y transporte de petróleo. Como 
metodología, se aplicó el protocolo de gases, el mismo que se 
utilizó sobre la base del consumo de combustibles y energía 
eléctrica intensidad energética del Ecuador y la estimación de 
la huella de carbono. Y tal decisión responde a la necesidad 



166

de considerar no solo el consumo eléctrico registrado sino 
también el consumo energético total, incluyendo combustibles 
fósiles utilizados directamente en procesos extractivos. Esta 
consideración integral revelaría una intensidad energética real 
significativamente mayor, más acorde con la naturaleza extractiva 
de la economía provincial.

La configuración energética de Imbabura, con una 
intensidad intermedia, sugiere un potencial significativo para 
mejoras de eficiencia a través de lo que Gillingham et al. (2009) 
denominan paradoja energética, donde existen oportunidades de 
eficiencia energética económicamente viables que no han sido 
aprovechadas debido a barreras institucionales, informacionales o 
financieras. La diversidad económica de esta provincia facilita la 
implementación de estrategias integradas de eficiencia energética 
que aborden múltiples sectores simultáneamente, potencialmente 
generando sinergias y reduciendo costos de implementación.

En conclusión, el análisis de intensidad energética por 
VAB en estas cuatro provincias revela la necesidad urgente de 
estrategias diferenciadas de transición energética que consideren 
las particularidades estructurales de cada economía regional. 
Mientras Carchi y parcialmente Imbabura muestran condiciones 
favorables para el desarrollo de economías menos intensivas 
en energía, Esmeraldas y Sucumbíos enfrentan desafíos más 
complejos que requieren transformaciones estructurales 
profundas. La sostenibilidad energética regional dependerá 
críticamente de la capacidad para implementar políticas que 
promuevan tanto la eficiencia energética sectorial como la 
diversificación económica hacia actividades de menor intensidad 
energética, sin comprometer las capacidades productivas y de 
generación de empleo existentes.
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Como complemento de este análisis, se presenta a 
continuación la relación porcentual entre el total de viviendas 
particulares ocupadas con personas presentes que disponen de 
energía eléctrica proveniente de la red pública, respecto al total de 
viviendas del mismo tipo y condición de ocupación por provincia 
al 2022.
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La demanda de energía eléctrica por provincia y el 
porcentaje de viviendas con acceso a la red pública indican la 
necesidad de garantizar el suministro de energía y promover 
su uso eficiente. Las provincias con menor acceso a la red 
eléctrica necesitan proyectos de expansión y modernización de la 
infraestructura.

Ratio de tercerización del PIB

El ratio de tercerización del PIB es un indicador que mide 
la proporción del PIB generado por el sector terciario (servicios) 
en relación con el PIB total. Este indicador es clave para 
evaluar la estructura económica de una región y su nivel 
de desarrollo, ya que economías más desarrolladas tienden a tener 
una mayor proporción de su PIB generado por el sector servicios. 
A continuación, se calculará este ratio para las provincias de la 
Zona de Planificación 1 y se analizará su implicación en términos 
de sostenibilidad económica.

Cálculo del ratio de tercerización del PIB

Según datos recopilados por Basantes et al. (2014), la participación 
del sector terciario en el VAB de las provincias de la región norte 
es la siguiente:

•	 Carchi: 30 % del VAB corresponde al comercio al por 
mayor y menor, principal actividad del sector terciario 
en la provincia.

•	 Esmeraldas: 25 % del VAB se concentra en la actividad 
de comercio, destacando la importancia del sector terciario 
en su economía.
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•	 Imbabura: el sector terciario representa el 56 % del VAB, 
siendo el principal contribuyente a la economía provincial.

•	 Sucumbíos: la actividad de comercio al por mayor 
y menor aporta con el 17 % al VAB, constituyéndose 
como la principal actividad económica de la provincia.

Análisis de competitividad regional sostenible

La alta participación del sector terciario en el VAB de estas 
provincias indica una orientación hacia actividades de servicios 
y comercio. Sin embargo, la competitividad regional sostenible 
no solo depende de la estructura económica, sino también 
de factores como la diversificación productiva, la equidad social 
y la sostenibilidad ambiental (Porter y Kramer, 2011).

En este sentido, la Zona de Planificación 1, también 
llamada Mancomunidad del Norte del Ecuador, conformada por 
las provincias de Carchi, Esmeraldas, Imbabura y Sucumbíos, 
busca unificar esfuerzos para el desarrollo sustentable y sostenible 
de estas regiones, considerando su ubicación estratégica y 
desafíos comunes.

En este contexto, la participación significativa del 
sector terciario en el VAB de Carchi, Esmeraldas, Imbabura y 
Sucumbíos refleja una economía orientada hacia los servicios y 
el comercio. Para fortalecer la competitividad regional sostenible, 
es fundamental promover la diversificación económica, mejorar 
la infraestructura y fomentar la cooperación interprovincial, como 
lo plantea la Mancomunidad del Norte del Ecuador.
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Implicaciones para la sostenibilidad económica

En el caso de Carchi e Imbabura, ambas provincias tienen 
economías altamente tercerizadas, lo que sugiere un mayor nivel 
de desarrollo económico y una menor dependencia de sectores 
intensivos en recursos naturales. Sin embargo, es crucial que estas 
provincias promuevan la innovación y la calidad del empleo 
en el sector servicios para garantizar un desarrollo sostenible 
a largo plazo.

Mientras que Esmeraldas y Sucumbíos tienen economías 
menos tercerizadas, lo que refleja una mayor dependencia de los 
sectores primario y secundario. Esto limita su capacidad para 
generar empleo de calidad y diversificar su economía, lo que 
afecta su sostenibilidad económica. Por tanto, es crucial que 
estas provincias inviertan en la diversificación económica y la 
promoción de sectores más sostenibles, como el turismo y los 
servicios.

Análisis de la eficiencia económica desde la 
perspectiva de la sostenibilidad

La información proporciona una visión detallada de la eficiencia 
económica en las provincias de la Zona de Planificación 
1 de Ecuador, centrándose en dos indicadores clave: el consumo 
de energía por PIB y el ratio de tercerización del PIB. Ambos 
indicadores son fundamentales para evaluar la sostenibilidad 
económica, ya que reflejan cómo las economías regionales 
utilizan los recursos energéticos y cómo se estructuran en términos 
de sectores económicos, a continuación, se realiza un análisis 
profundo de la situación actual, considerando las implicaciones 
para la sostenibilidad económica.
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Conclusiones parciales del capítulo

El sistema económico muestra una estructura desigual 
caracterizada por una alta concentración de valor en Sucumbíos 
debido al extractivismo petrolero, que contrasta con economías 
más diversificadas en Carchi e Imbabura.

La competitividad sostenible requiere transitar hacia 
modelos productivos basados en la eficiencia, la innovación 
tecnológica y la diversificación sectorial.

La dependencia de recursos naturales limita la resiliencia 
económica, por lo que urge fortalecer las cadenas de valor 
sostenibles y la cooperación interprovincial.
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Capítulo 4
Sistema de recursos ambientales 

en la Zona de Planificación 1

Recursos naturales

Superficie de tierra cultivable per cápita
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Para el caso de cultivos transitorios la realidad de las 
provincias del norte parece ser común con poca presencia de 
cultivos. En este sentido, a continuación, se muestra la realidad de 
las superficies sembradas en la provincia del norte del Ecuador. 
Con esto se analizará la sostenibilidad desde la perspectiva de 
potencialidades y capacidad de cultivo.

Figura 44 
Hectáreas de superficie sembrada en 2024: Carchi

Nota. Imagen tomada de INEC (2024).
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Figura 45 
Hectáreas de superficie sembrada en 2024: Imbabura

Nota. 
Imagen tomada de INEC (2024).

Figura 46 
Hectáreas de superficie sembrada en 2024: Esmeraldas

Nota. Imagen tomada de INEC (2024)./
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Figura 47 
Hectáreas de superficie sembrada en 2024: Sucumbíos

Nota. Imagen tomada de INEC (2024).

La información sobre cultivos permanentes y transitorios 
permite evaluar el potencial agrícola de cada región y la necesidad 
de políticas para fomentar la agricultura sostenible. También 
permite identificar la necesidad de apoyo para la diversificación 
y mejora de las prácticas agrícolas.

Recursos hídricos per cápita: el Ministerio del 
Ambiente, Agua y Transición Ecológica (Maate) como autoridad 
única del agua en el año 2023, conservó y protegió 354 fuentes 
de agua declaradas de interés público, con una superficie de 96 
666,95 hectáreas (ha) mediante el establecimiento de 14 áreas de 
protección hídrica (APH), ubicadas en las provincias de Pichincha, 
Tungurahua, Sucumbíos, Loja, Manabí, Zamora Chinchipe, 
Imbabura, Chimborazo y El Oro; beneficiando directamente a la 
población total en Ecuador de 16 938 986 habitantes, con un total 
de viviendas de 6 610 236, y un total de 5 188 827 hogares.
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Figura 48
Áreas de protección hídricas declaradas en el Ecuador en 2023

Nota. Imagen tomada de Subsecretaría de Recursos Hídricos (2023).

Proporción de cubierta forestal: en el año 2022 se 
forestaron y reforestaron 9 148 hectáreas entre especies nativas 
e introducidas/adaptadas, y 3 155 hectáreas se reforestaron con 
especies nativas. Adicional a ello se forestaron y reforestaron 3 
238 hectáreas con especies introducidas/adaptadas.
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Figura 49
Superficie forestada y reforestada por los GAD provinciales 
ecuatorianos en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022d).

Figura 50
Superficie forestada y reforestada con especies introducidas/
adaptadas,por los GAD provinciales ecuatorianos en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022d).

A través de la Figura 51, se ilustra las intensidades del 
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cambio de la cobertura forestal a nivel de parroquias en los 
períodos 2014-2016 y 2016-2018, y las compara para identificar 
aquellas parroquias donde la deforestación aumentó y donde esta 
se redujo.

Figura 51
Tendencias de la deforestación Ecuador 2014-2018

Nota. Imagen tomada del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 
2021).

En Ecuador de 2001 a 2023, el 1,1 % de la pérdida de masa 
forestal se dio en áreas en las cuales los impulsores dominantes 
de la pérdida resultaron en deforestación, como se aprecia en la 
Figura 52.
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Figura 52
Pérdida anual de cobertura arbórea debido al factor dominante en 
Ecuador en 2023

Nota. Imagen tomada de Global Forest Watch (2022).

La protección de fuentes de agua y el establecimiento de 
áreas de protección hídrica (APH) son esenciales para garantizar 
la disponibilidad de agua para la población y los ecosistemas. 
Es necesario seguir invirtiendo en la protección de los recursos 
hídricos para asegurar su uso sostenible. Los datos de forestación 
y reforestación, así como las tendencias de deforestación, indican 
la importancia de mantener y restaurar la cobertura forestal y 
prevenir la deforestación. La pérdida de masa forestal implica 
pérdida de biodiversidad y otros efectos negativos.
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Proporción de superficie de humedales

A continuación, se presenta un análisis detallado de la superficie 
de tierra cultivable per cápita, los recursos hídricos per cápita y la 
proporción de cubierta forestal para cada una de las provincias 
de la Zona de Planificación 1 de Ecuador (Carchi, Imbabura, 
Esmeraldas y Sucumbíos).

Carchi

Superficie de tierra cultivable per cápita
•	 Superficie sembrada: aproximadamente 12 000 hectáreas 

(según los gráficos).

•	 Población: Aproximadamente 180 000 habitantes 
(estimación basada en datos del INEC).

•	 Superficie cultivable per cápita = 12 000 ha/180 000 
habitantes = 0,067 ha/persona.

Carchi tiene una superficie cultivable per cápita 
relativamente alta en comparación con otras provincias de la Zona 
1. Esto sugiere una menor presión sobre los recursos agrícolas, lo 
que podría favorecer la seguridad alimentaria local. Sin embargo, 
según Foley et al. (2011), es necesario implementar prácticas 
agrícolas sostenibles para mantener esta ventaja.
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Recursos hídricos per cápita

Cobertura de agua potable: superior al 90 % (según los datos).

Cálculo: si asumimos que Carchi tiene una superficie 
protegida de fuentes de agua de aproximadamente 1 500 hectáreas 
(estimación basada en la distribución de áreas protegidas en la Zona 1): 
recursos hídricos per cápita= 1 500 ha/180 000  
habitantes= 0,0083 ha/persona.

Carchi tiene una buena cobertura de agua potable, lo que 
indica una gestión eficiente de los recursos hídricos. Sin embargo, 
según Vörösmarty et al. (2010), es crucial proteger las fuentes de 
agua para garantizar su disponibilidad a largo plazo.

Proporción de cubierta forestal

Superficie forestada: aproximadamente 500 hectáreas (estimación 
basada en los datos analizados).

•	 Superficie total de Carchi: aproximadamente 3 700 km² 
(370 000 hectáreas).

•	 Proporción de cubierta forestal=500 ha/370 000  
ha= 0,14 %

La proporción de cubierta forestal en Carchi es baja, lo 
que sugiere una pérdida significativa de bosques. Según Gibbs 
et al. (2010), la deforestación tiene impactos negativos en la 
biodiversidad y la resiliencia climática.
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Imbabura

Superficie de tierra cultivable per cápita
•	 Superficie sembrada: aproximadamente 15 000 hectáreas.

•	 Población: aproximadamente 450 000 habitantes.

•	 Superficie cultivable per cápita=15 000 ha/45 0000 
habitantes = 0,033 ha/persona

Imbabura tiene una superficie cultivable per cápita 
moderada, lo que indica una presión media sobre los recursos 
agrícolas. Según Foley et al. (2011), es necesario implementar 
prácticas de agricultura sostenible para mantener la productividad.

Recursos hídricos per cápita

Cobertura de agua potable: superior al 90 %. Si se asume 
que Imbabura tiene una superficie protegida de fuentes de agua 
de aproximadamente 2 000 hectáreas. Recursos hídricos per cápita 
2 000 ha/450 000 habitantes=0,0044 ha/persona

A pesar de la alta cobertura de agua potable, la 
disponibilidad de recursos hídricos per cápita es baja, lo que 
sugiere la necesidad de una gestión más eficiente. Según 
Vörösmarty et al. (2010), la protección de fuentes de agua es 
esencial para garantizar la sostenibilidad hídrica.

Proporción de cubierta forestal

•	 Superficie forestada: aproximadamente 1 000 hectáreas.

•	 Superficie total de Imbabura: aproximadamente 4 600 
km² (460 000 hectáreas).
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•	 Proporción de cubierta forestal= 1 000 ha/460 000 
ha=0,22 %

La proporción de cubierta forestal en Imbabura es baja, 
lo que indica una pérdida significativa de bosques. Según Gibbs 
et al. (2010), la deforestación tiene impactos negativos en la 
biodiversidad y la resiliencia climática.

Esmeraldas

Superficie de tierra cultivable per cápita

•	 Superficie sembrada: aproximadamente 8 000 hectáreas.

•	 Población: aproximadamente 600 000 habitantes.

•	 Superficie cultivable per cápita= 8 000 ha/600 
000 habitantes= 0,013 ha/persona

Esmeraldas tiene una superficie cultivable per cápita baja, 
lo que indica una alta presión sobre los recursos agrícolas. Según 
Foley et al. (2011), es necesario implementar prácticas agrícolas 
sostenibles para mejorar la productividad.

Recursos hídricos per cápita

Cobertura de agua potable: aproximadamente 70 % (estimación 
basada en los datos).

Se asume que Esmeraldas tiene una superficie protegida de fuentes 
de agua de aproximadamente 1 500 hectáreas.

Recursos hídricos per cápita= 1 500 ha/600 000 habitantes= 
0,0025 ha/persona
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La disponibilidad de recursos hídricos per cápita en 
Esmeraldas es baja, lo que sugiere una mayor vulnerabilidad 
a sequías y conflictos por el agua. Según Vörösmarty et al. 
(2010), es crucial proteger las fuentes de agua para garantizar su 
disponibilidad.

Proporción de cubierta forestal

Superficie forestada: aproximadamente 500 hectáreas.

•	 Superficie total de Esmeraldas: aproximadamente 15 200 
km² (152 0000 hectáreas).

•	 Proporción de cubierta forestal= 500 ha/1 520 000 
ha=0,033 %

La proporción de cubierta forestal en Esmeraldas es muy 
baja, lo que indica una pérdida significativa de bosques. Según 
Gibbs et al. (2010), la deforestación tiene impactos negativos en 
la biodiversidad y la resiliencia climática.

Sucumbíos

Superficie de tierra cultivable per cápita
Superficie sembrada: aproximadamente 10 000 hectáreas.

•	 Población: aproximadamente 200 000 habitantes.

•	 Superficie cultivable per cápita= 10 000 ha/200 000 
habitantes= 0,05 ha/persona

Sucumbíos tiene una superficie cultivable per cápita 
moderada, lo que indica una presión media sobre los recursos 
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agrícolas. Según Foley et al. (2011), es necesario implementar 
prácticas agrícolas sostenibles para mantener la productividad.

Recursos hídricos per cápita

Cobertura de agua potable: aproximadamente 60 % (estimación 
basada en datos).

Se asume que Sucumbíos tiene una superficie protegida 
de fuentes de agua de aproximadamente 1 000 hectáreas:

Recursos hídricos per cápita= 1 000 ha/200 000 habitantes= 
0,005 ha/persona

La disponibilidad de recursos hídricos per cápita en 
Sucumbíos es baja, lo que sugiere una mayor vulnerabilidad 
a sequías y conflictos por el agua. Según Vörösmarty et al. 
(2010), es crucial proteger las fuentes de agua para garantizar su 
disponibilidad.

Proporción de cubierta forestal

Superficie forestada: aproximadamente 1 000 hectáreas.

•	 Superficie total de Sucumbíos: aproximadamente 18 000 
km² (1 800 000 hectáreas).

•	 Proporción de cubierta forestal= 1 000 ha/1 800 000 ha= 
0,056 %

La proporción de cubierta forestal en Sucumbíos es baja, 
lo que indica una pérdida significativa de bosques. Según Gibbs 
et al. (2010), la deforestación tiene impactos negativos en la 
biodiversidad y la resiliencia climática.
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Análisis de la Zona de Planificación 1

Para realizar un análisis de la superficie de tierra cultivable 
per cápita, los recursos hídricos per cápita y la proporción 
de cubierta forestal en las provincias de la Zona de Planificación 
1 de Ecuador, es necesario combinar los datos con información 
poblacional y de cobertura forestal. A continuación, se presenta 
un análisis basado en los datos disponibles y respaldado por citas 
de autores relevantes en el campo de la sostenibilidad y los 
recursos naturales.

Superficie de tierra cultivable per cápita

La superficie de tierra cultivable per cápita se calcula dividiendo 
la superficie total de tierra cultivable entre la población de la región.

•	 Carchi: superficie sembrada de 12 000 hectáreas.

•	 Imbabura: superficie sembrada de 15 000 hectáreas.

•	 Esmeraldas: superficie sembrada de 8 000 hectáreas.

•	 Sucumbíos: superficie sembrada de 10 000 hectáreas.

Si asumimos una población total de la Zona 1 de 
aproximadamente 1,5 millones de habitantes (datos estimados 
basados en proyecciones del INEC), la superficie de tierra 
cultivable per cápita sería:

•	 Superficie cultivable per cápita= Superficie total  
sembrada/Población total

•	 Superficie cultivable per cápita=45 000 ha/1 500 000 
habitantes=0,03 ha/persona
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Este valor es bajo en comparación con estándares 
internacionales, lo que sugiere una presión significativa sobre los 
recursos agrícolas. Según Foley et al. (2011), la disponibilidad 
de tierra cultivable per cápita es un indicador clave de la 
sostenibilidad agrícola, y valores bajos pueden evidenciar una 
mayor vulnerabilidad a la inseguridad alimentaria.

Recursos hídricos per cápita

Se menciona que en 2023 se protegieron 354 fuentes de agua, 
que corresponden a una superficie de 96 666,95 hectáreas, 
en beneficio de una población de 16 938 986 habitantes 
en Ecuador. Para calcular los recursos hídricos per cápita en la 
Zona 1, se puede utilizar la siguiente fórmula:

Recursos hídricos per cápita= superficie protegida de 
fuentes de agua/Población total

Si asumimos que la Zona 1 tiene una población de 
1,5 millones de habitantes y una proporción similar de áreas 
protegidas (aproximadamente 10 000 hectáreas), el cálculo sería:

Recursos hídricos per cápita= 10 000 ha/1 500 000 
habitantes= 0,0067 ha/persona

Este valor indica una disponibilidad moderada de recursos 
hídricos per cápita. Sin embargo, según Vörösmarty et al. (2010), 
la disponibilidad de agua per cápita es un indicador crítico de 
la sostenibilidad hídrica, y valores bajos pueden aumentar la 
vulnerabilidad a sequías y conflictos por el agua.
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Proporción de cubierta forestal

Se indica que en 2022 se forestaron y reforestaron 9 148 hectáreas 
en Ecuador, con un enfoque en especies nativas. Además, 
se menciona que entre 2001 y 2023, el 1,1 % de la pérdida de masa 
forestal se debió a la deforestación.

Para calcular la proporción de cubierta forestal en la Zona 
1, se puede utilizar la siguiente fórmula:

Proporción de cubierta forestal= Superficie forestada y 
reforestada/Superficie total de la región

Si asumimos que la Zona 1 tiene una superficie total 
de aproximadamente 3 millones de hectáreas y una superficie 
forestada de 2 000 hectáreas, la proporción de cubierta 
forestal sería:

Proporción de cubierta forestal= 2 000 ha/3 000 000 ha= 
0,067 %

Este valor es bajo y sugiere una pérdida significativa de 
cobertura forestal. Según Gibbs et al. (2010), la deforestación 
tiene impactos negativos en la biodiversidad y la resiliencia 
climática, lo que subraya la necesidad de políticas de conservación 
y reforestación.
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Situación de sostenibilidad en las provincias y la 
Zona 1

Superficie de tierra cultivable per cápita
Carchi e Imbabura tienen una mayor superficie sembrada, 

lo que sugiere una mayor disponibilidad de tierra cultivable per 
cápita en comparación con Esmeraldas y Sucumbíos.

Esmeraldas y Sucumbíos presentan una menor superficie 
sembrada, lo que indica una mayor presión sobre los recursos 
agrícolas.

Recursos hídricos per cápita

Carchi e Imbabura reportan una mayor cobertura de agua 
potable (superior al 90 %), lo que sugiere una mejor gestión de 
los recursos hídricos.

Esmeraldas y Sucumbíos, debido a su menor cobertura en 
cuanto a alcantarillado, enfrentan desafíos en la gestión de aguas 
residuales y la protección de fuentes de agua.

Proporción de cubierta forestal

Carchi e Imbabura tienen una mayor proporción de áreas 
forestadas, que puede evidenciar un mayor compromiso con la 
conservación forestal. Esmeraldas y Sucumbíos, son provincias 
que tienen una menor proporción de cobertura forestal, lo que 
indica una mayor vulnerabilidad a la deforestación y la pérdida 
de biodiversidad. Por tanto, la Zona de Planificación 1 de Ecuador 
enfrenta retos y riesgos importantes en términos de sostenibilidad 
agrícola, hídrica y forestal. La baja superficie de tierra cultivable 
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per cápita, la moderada disponibilidad de recursos hídricos y la 
pérdida de cobertura forestal subrayan la necesidad de políticas 
integradas que fomenten la agricultura sostenible, la protección 
de fuentes de agua y la reforestación. Autores como Foley 
et al. (2011), Vörösmarty et al. (2010) y Gibbs et al. (2010) 
respaldan la importancia de abordar estos desafíos para garantizar 
un desarrollo sostenible en la región.

Medio ambiente

Emisión per cápita de dióxido de carbono: se muestra 
a continuación la intensidad de generación de CO2 por actividad 
económica en los años 2020 y 2021:
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Figura 53 
Pérdida de intensidad de generación de CO2 (kg CO2-eq10/USD 
corrientes), por actividad económica (2020-2021)

Nota. Imagen tomada de INEC (2021).

La intensidad de generación de CO2 por actividad 
económica muestra los sectores que más contribuyen a las 
emisiones y la necesidad de implementar prácticas más limpias. 
Es necesario promover la adopción de tecnologías que reduzcan 
las emisiones y fomenten una economía baja en carbono.
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Ratio de calidad del aire: para este caso y el anterior 
se destacan valores nacionales debido a que no se cuenta con 
información por provincia.

Figura 54
Calidad de aire a nivel nacional, en 2024

Nota. Imagen tomada de Air Quality Index (AQI, 2024).

Figura 55
Principales contaminantes del aire en Ecuador, para 2024

Nota. Imagen tomada de Air Quality Index (AQI, 2024).

La información sobre la calidad del aire en Ecuador 
indica la necesidad de implementar medidas para reducir la 
contaminación. La identificación de los principales contaminantes 
es clave para tomar decisiones efectivas.

Grado sonoro: en Ecuador, 3 de cada 10 hogares 
declaran sentirse afectados por algún tipo de ruido. A nivel de 
ciudades,Cuenca presenta menor porcentaje de hogares que se 
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sienten afectados por ruido, mientras que, a nivel provincial, la 
población de Loja se declara menos afectada.

Figura 56
Hogares afectados por ruido, a nivel de ciudades, en 2014

Nota. Imagen tomada de INEC (2014).
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Figura 57
Hogares que declaran estar afectados por ruidos a nivel provincial 
Ecuador 2014

Nota. Imagen tomada de INEC (2014).

Los datos sobre la afectación por ruido en los hogares 
indican la necesidad de implementar regulaciones y políticas 
para reducir la contaminación sonora, especialmente en las 
ciudades. A continuación, se presentan los cálculos y el análisis 
de sostenibilidad ambiental en las provincias de la Zona 1 
(Carchi, Imbabura, Esmeraldas y Sucumbíos) en relación con las 
emisiones de CO2 y la calidad del aire.
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Emisión per cápita de dióxido de carbono (CO2)

La información revisada proporciona datos sobre la intensidad 
de generación de CO2 por actividad económica en los años 
2020 y 2021, pero no especifica las emisiones totales de CO2 
por provincia. Sin embargo, podemos inferir que las emisiones 
de CO2 están relacionadas con las actividades económicas 
predominantes en cada provincia, como la agricultura, la pesca, 
la explotación de petróleo y la industria.

Cálculo de emisión per cápita de CO2

Para calcular la emisión per cápita de CO2, necesitamos 
conocer las emisiones totales de CO2 por provincia y dividirlas 
entre la población de cada provincia. Sin embargo, las fuentes 
no proporcionan las emisiones totales de CO2 por provincia, 
por lo que no es posible realizar un cálculo exacto. No obstante, 
podemos analizar las tendencias basadas en las actividades 
económicas:

En Esmeraldas, con una economía basada en la agricultura 
y la pesca, es probable que las emisiones de CO2 sean moderadas, 
pero la explotación de recursos naturales podría aumentar las 
emisiones.

Imbabura, caracterizada por una mayor urbanización y 
actividades industriales, es probable que las emisiones de CO2 
sean más altas debido a la mayor densidad poblacional y la 
actividad económica.

En el caso de Carchi, una provincia con una economía 
basada en la agricultura y el comercio fronterizo, las emisiones 
de CO2 podrían ser moderadas.



199

Mientras que Sucumbíos, al tener una economía basada 
en la explotación de petróleo, es probable que las emisiones de 
CO2 sean altas, especialmente debido a la actividad petrolera en 
la Amazonía.

Según Seto et al. (2016), las áreas rurales con baja densidad 
poblacional tienden a tener menores emisiones de CO2 per 
cápita, pero la explotación de recursos naturales puede aumentar 
significativamente las emisiones. Por otro lado, Bai et al. (2018) 
señalan que las áreas urbanas con alta densidad poblacional 
tienden a tener mayores emisiones debido a la concentración de 
actividades industriales y de transporte.

Ratio de calidad del aire

Los datos proporcionan información sobre la calidad del aire en las 
principales ciudades de Ecuador, pero no especifica los datos 
por provincia. Sin embargo, podemos inferir que la calidad del aire 
está relacionada con la densidad poblacional y las actividades 
económicas.

Análisis de la calidad del aire por provincia

En Esmeraldas, una provincia con baja densidad 
poblacional (35 habitantes/km²) y una alta proporción de áreas 
rurales, es probable que la calidad del aire sea relativamente 
buena, aunque la explotación de recursos naturales podría generar 
contaminación localizada.

Respecto de Imbabura, debido a su mayor densidad 
poblacional (98 habitantes/km²) y una mayor urbanización, es 
probable que la calidad del aire sea peor debido a la congestión 
vehicular y la actividad industrial.
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En la provincia de Carchi, en razón de una densidad 
poblacional moderada (46 habitantes/km²) y una economía basada 
en la agricultura, la calidad del aire podría ser buena, aunque el 
comercio fronterizo podría generar cierta contaminación.

Y en Sucumbíos, al contar conuna baja densidad 
poblacional (11 habitantes/km²) pero una alta dependencia de la 
explotación de petróleo, es probable que la calidad del aire sea 
afectada por la contaminación asociada a la actividad petrolera.

Según Zhang et al. (2019), la rápida urbanización en 
áreas con alta densidad poblacional puede generar problemas 
de contaminación del aire, especialmente en ciudades con alta 
actividad industrial y vehicular. Por otro lado, Fearnside (2018) 
señaló que la explotación de recursos naturales en áreas rurales, 
como la Amazonía, puede generar contaminación localizada que 
afecta la calidad del aire.

Análisis de sostenibilidad ambiental en la Zona 1

La sostenibilidad ambiental en la Zona 1 debe considerar tanto 
las emisiones de CO2 como la calidad del aire, junto con otros 
factores como la gestión de recursos naturales y la provisión 
de servicios básicos.

Esmeraldas

La baja densidad poblacional y la alta proporción de áreas 
rurales sugieren que las emisiones de CO2 per cápita podrían ser 
moderadas, pero la dependencia de la agricultura y la pesca podría 
hacerla vulnerable al cambio climático (Seto et al., 2016). La 
calidad del aire podría ser buena, pero la explotación de recursos 
naturales podría generar contaminación localizada. Por esto 
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se puede recomendar la implementación de prácticas agrícolas 
sostenibles y reducir la dependencia de la explotación de recursos 
naturales.

Imbabura

La mayor densidad poblacional y la urbanización 
avanzada sugieren que las emisiones de CO2 per cápita podrían 
ser altas, especialmente debido a la actividad industrial y el 
transporte (Bai et al., 2018). La calidad del aire podría ser peor 
debido a la congestión y la contaminación. En esta condiciones se 
puede implementar políticas de planificación urbana sostenible, 
promover el transporte público y reducir las emisiones industriales.

Carchi

La distribución equilibrada entre áreas urbanas y rurales 
sugiere que las emisiones de CO2 per cápita podrían ser moderadas, 
pero la economía basada en la agricultura y el comercio fronterizo 
podría generar cierta contaminación (Liu et al., 2020). La calidad 
del aire podría ser buena, pero se deben monitorear las actividades 
fronterizas. Por lo cual e posible fomentar prácticas agrícolas 
sostenibles y mejorar la conectividad entre áreas urbanas y rurales.

Sucumbíos

La baja densidad poblacional y la alta proporción de áreas 
rurales sugieren que las emisiones de CO2 per cápita podrían 
ser bajas, pero la explotación de petróleo genera altas emisiones 
y contaminación del aire (Fearnside, 2018). La calidad del 
aire podría ser afectada por la actividad petrolera. Entonces se 
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requieren medidas de gestión ambiental para reducir el impacto de 
la explotación de petróleo y proteger los ecosistemas amazónicos.

De este modo, la Zona 1 presenta desafíos significativos en 
términos de sostenibilidad ambiental, especialmente en relación 
con las emisiones de CO2 y la calidad del aire. Las provincias 
con mayor urbanización, como Imbabura, enfrentan mayores 
desafíos en términos de contaminación del aire y emisiones de 
CO2, mientras que las provincias con alta dependencia de la 
explotación de recursos naturales, como Sucumbíos, enfrentan 
desafíos relacionados con la contaminación localizada y la gestión 
ambiental.

Para mejorar la sostenibilidad ambiental en la Zona 1, 
es crucial implementar políticas que promuevan la reducción 
de emisiones, la gestión sostenible de los recursos naturales 
y la mejora de la calidad del aire. Esto incluye la adopción de 
tecnologías limpias, la planificación urbana sostenible y la 
protección de los ecosistemas naturales.

 Reducción de la contaminación

Tasa de utilización de residuos sólidos industriales: en el 
año 2022 se recolectaron en promedio 14 394,0 toneladas diarias 
de residuos sólidos a nivel nacional, de las cuales el 83,4 % (12 
000,9 ton/día) fueron recolectadas de manera no diferenciada y el 
16,6 % (2 393,1 ton/día) se recolectaron de manera diferenciada.
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Figura 58
Toneladas diarias de residuos sólidos recolectados a nivel nacional, 
en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).

Por otra parte, como se aprecia en la Figura 59, la 
producción per cápita de residuos sólidos (PPC) del área urbana 
por provincias, se observa que el valor más alto se encuentra en 
la provincia de Guayas con 1,3 kg de residuos sólidos por día y 
el valor más bajo está en la provincia del Azuay con 0,5 kg de 
residuos sólidos por día.

Figura 59
Producción per cápita (PPC) de residuos sólidos a nivel urbano (kg/
hab/día), por provincias, en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).

Asimismo, de acuerdo con el detalle de la Figura 60, se 
encuentra que, del total de residuos sólidos recolectados de forma 
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diferenciada al día, el 68,6 % corresponde a la región Sierra, 
mientras que, del total de residuos sólidos recolectados de manera 
no diferenciada, el 70,3 % corresponde a la región Costa.

Figura 60
Residuos sólidos recolectados al día de forma diferenciada y no 
diferenciada por regiones naturales (%), en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).

Cabe destacar también que, de las 2 393,1 toneladas 
diarias recolectadas de forma diferenciada en 2022, el 50,5 % 
corresponde a residuos inorgánicos, como se aprecia en la 
Figura 61.
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Figura 61
Tipo de residuos recolectados al día (%), en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).

En el 2022, según información declarada por los gobiernos 
autónomos descentralizados municipales y mostrada en la Figura 
62,  el 54,5 % de estas entidades dispone los residuos sólidos 
urbanos en rellenos sanitarios; el 28,2 %, en celdas emergentes; y 
el 17,3 % , en botaderos.
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Figura 62
Disposición final de los residuos sólidos (%), en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).

A partir de la Figura 63, se aprecia que, para el 2022, el 
56,8 % de GADM realizan recolección diferenciada de desechos 
sanitarios provenientes de establecimientos de salud. A nivel 
regional se observa que, en las provincias de Imbabura, Napo y 
Pastaza, el 100 % de sus cantones realiza recolección diferenciada 
de desechos sanitarios en establecimientos de salud.
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Figura 63
Municipios con recolección diferenciada de desechos sanitarios, por 
provincia, en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).

Proporción de residuos municipales tratados 
adecuadamente: en la Figura 64, se observa el número de 
hogares que separan los residuos  al año 2022 por provincia:

Figura 64
Número de hogares, por provincia, que separan los residuos, en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).
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De igual manera, en la Figura 65, se muestra la relación 
porcentual entre el total de viviendas particulares ocupadas con 
personas presentes que disponen del servicio de recolección de 
basura, respecto al total de viviendas del mismo tipo y condición 
de ocupación al año 2022 por provincia.

Figura 65
Total de viviendas ocupadas, con disponibilidad de recolección de 
basura en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2022a).

A nivel nacional, se han iniciado e implementado procesos 
de separación de residuos en la fuente. En este contexto, la 
provincia de Carchi se destaca porque el 100 % de sus cantones 
realizan esta actividad, como se observa en la Figura 66.
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Figura 66
Proporción de GAD municipales que efectúan separación en la fuente, 
a nivel nacional, en 2022

Nota. Imagen tomada de INEC (2023).

La información sobre la recolección de residuos sólidos 
y su disposición muestra la importancia de mejorar la gestión de 
residuos sólidos. La promoción de la recolección diferenciada y 
el tratamiento adecuado de los residuos es crucial para reducir la 
contaminación y proteger el medio ambiente.

Proporción de tratamiento de aguas residuales urbanas: 
a través de la Figura 63, se muestra la distribución de empresas 
que trataron sus aguas residuales, por actividad económica. Con 
mucho, la actividad con la mayor proporción de empresas que 
tratan sus aguas residuales es Industria manufacturera.
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Figura 67
Empresas que trataron sus aguas residuales, clasificadas por 
actividad económica (2021)

Nota. Imagen tomada de INEC (2021).

En referencia al tratamiento de las aguas residuales de las 
empresas, cabe decir que se aplican cuatro tipos de tratamiento 
estándar para este proceso (% del total que tratan sus aguas 
residuales). Al respecto, en la Figura 68, se muestran dichas 
tipologías, con información de 2021.
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Figura 68
Tipo de tratamiento empleado por las empresas para tratar aguas 
residuales (2021)

Nota. Imagen tomada de INEC (2021).

De acuerdo con la Tabla 20, de las 9 499 empresas que 
produjeron desechos especiales, sólo el 27,26 % conoce la 
cantidad generada. En total, se generaron 112 398,59 toneladas 
de desechos especiales (+25,15 % con respecto al año 2020). La 
mayor cantidad de desechos especiales corresponde a escorias de 
acería, cuyos componentes tóxicos se encuentren bajo los valores 
establecidos en las normas técnicas correspondientes (65,65 %), 
seguido de neumáticos usados o parte de los mismos (23,89 %) y 
envases vacíos de agroquímicos con triple lavado (6,79 %).
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Tabla 20 
Empresas que generaron desechos especiales (2020-2021)

Nota. Información obtenida de INEC (2021).

Como se detalla en la Tabla 21, 12 363 empresas 
(89,41 %), de las 13 827 consultadas, generaron desechos 
peligrosos. De ellas, el 36,56 % conoce la cantidad producida. En 
total, se generaron 1 207 470,91 toneladas de residuos peligrosos 
sólidos (+503,65 % con respecto al año 2020). La mayor cantidad 
de desechos peligrosos corresponde a aguas de fracturación 
hidráulica / aguas de formación (82,23 %); seguido de lodos 
de las plantas de tratamiento de aguas residuales industriales 
 (7,24 %); y de suelos contaminados con hidrocarburos (1,59 %).
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tabla 21
Empresas que generaron desechos peligrosos (2021)

Nota. Información obtenida de INEC (2021).

La información sobre el tratamiento de aguas residuales por 
parte de las empresas indica la necesidad de seguir promoviendo 
la adopción de tecnologías de tratamiento de aguas residuales. 
La información sobre los tipos de tratamiento permite enfocar el 
esfuerzo para que se apliquen los métodos más eficaces. Los datos 
sobre la generación y manejo de desechos especiales y peligrosos 
revelan la necesidad de establecer protocolos y regulaciones para 
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garantizar su manejo adecuado. Es esencial que las empresas 
conozcan la cantidad y tipo de desechos que generan y apliquen las 
normativas correspondientes. La gestión diferenciada de residuos 
muestra avances en la sostenibilidad ambiental, especialmente en 
Carchi, donde el 100 % de los cantones implementan separación 
en la fuente. Pero, el tratamiento de aguas residuales urbanas 
y la disposición inadecuada de residuos sólidos en rellenos 
sanitarios siguen siendo problemáticos en muchas provincias. 
Esto puede influir negativamente en la calidad de vida y la 
competitividad regional.

Autores como Barca et al. (2012) argumentan que 
la cohesión social y la gobernanza eficiente son factores 
determinantes en la competitividad regional sostenible. Las 
estrategias basadas en el lugar (place-based approaches) destacan 
la necesidad de adaptar políticas a las condiciones específicas de 
cada región. La diversidad cultural y socioeconómica de la Zona 
1 requiere estrategias personalizadas que promuevan la inclusión 
social. Por ejemplo, los pueblos indígenas en Sucumbíos 
podrían beneficiarse de programas que integren su conocimiento 
tradicional en iniciativas de turismo sostenible o agricultura 
orgánica. La gobernanza regional debe enfocarse en fomentar 
la participación ciudadana en la planificación, fortaleciendo la 
legitimidad de las políticas públicas y su implementación.

Gestión de residuos sólidos
Carchi

Situación actual: Carchi destaca por ser la provincia 
donde el 100 % de sus cantones realizan separación de residuos 
en la fuente, lo que indica un avance significativo en la gestión de 
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residuos sólidos. Además, la provincia tiene una producción per 
cápita de residuos sólidos moderada, lo que sugiere una menor 
presión sobre los sistemas de recolección y disposición final.

Sostenibilidad: según Liu et al. (2020), la separación 
de residuos en la fuente es una práctica clave para mejorar la 
eficiencia en la gestión de residuos y reducir la contaminación. 
Sin embargo, es necesario asegurar que los residuos separados 
sean tratados adecuadamente, ya que la disposición final en 
rellenos sanitarios o celdas emergentes puede no ser suficiente 
para garantizar la sostenibilidad a largo plazo.

Por lo expuesto, se debe fortalecer la infraestructura para 
el tratamiento de residuos orgánicos e inorgánicos, y promover la 
educación ambiental para mantener altos niveles de participación 
ciudadana en la separación de residuos.

Esmeraldas

Situación actual: tiene una producción per cápita de 
residuos sólidos relativamente baja, lo que puede estar relacionado 
con su alta proporción de población rural. Sin embargo, la 
recolección diferenciada de residuos es limitada, y la disposición 
final en botaderos o celdas emergentes es común.

Sostenibilidad: Seto et al. (2016) señalan que las áreas 
rurales con baja densidad poblacional enfrentan desafíos en la 
provisión de servicios básicos, incluyendo la gestión de residuos. 
La falta de recolección diferenciada y tratamiento adecuado de 
residuos puede generar problemas de contaminación del suelo 
y agua.
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En este caso se deberían implementar programas de 
recolección diferenciada en áreas urbanas y rurales, y mejorar la 
infraestructura para la disposición final de residuos, priorizando 
la construcción de rellenos sanitarios.

Sucumbíos

Situación actual: al igual que Esmeraldas, tiene una baja 
densidad poblacional y una alta proporción de áreas rurales. La 
gestión de residuos sólidos es limitada, y la disposición final 
en botaderos es común, lo que genera riesgos ambientales, 
especialmente en una provincia con alta actividad petrolera.

Sostenibilidad: Fearnside (2018) destaca que la 
explotación de recursos naturales en áreas rurales, como la 
Amazonía, puede generar contaminación localizada si no se 
gestionan adecuadamente los residuos sólidos y peligrosos. La 
falta de infraestructura para el tratamiento de residuos agrava 
este problema.

Se recomienda, por tanto, implementar programas de 
gestión de residuos sólidos y peligrosos, especialmente en áreas 
cercanas a las actividades petroleras, y promover la construcción 
de rellenos sanitarios para reducir la contaminación del suelo 
y agua.
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Imbabura

Situación actual: Imbabura tiene una mayor densidad 
poblacional y una mayor proporción de población urbana, lo 
que se refleja en una mayor producción per cápita de residuos 
sólidos. Sin embargo, la provincia destaca por tener el 100 % de 
sus cantones realizando recolección diferenciada de desechos 
sanitarios en establecimientos de salud.

Sostenibilidad: Bai et al. (2018) señalan que las áreas 
urbanas con alta densidad poblacional enfrentan desafíos en la 
gestión de residuos debido a la congestión y la contaminación. La 
recolección diferenciada es un paso importante, pero es necesario 
mejorar el tratamiento de residuos orgánicos e inorgánicos para 
reducir la contaminación.

Para esta provincia se requiere ampliar la recolección 
diferenciada a todos los tipos de residuos, no solo los sanitarios, 
y promover la construcción de plantas de tratamiento de residuos 
orgánicos para reducir la cantidad de desechos que terminan en 
rellenos sanitarios.

Tratamiento de aguas residuales
Carchi

Situación actual: No se dispone de datos específicos sobre 
el tratamiento de aguas residuales en Carchi, pero dado 
que la provincia tiene una economía basada en la agricultura 
y el comercio fronterizo, es probable que el tratamiento de aguas 
residuales sea limitado.
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Sostenibilidad: Glaeser (2020) destaca que las áreas 
rurales y semiurbanas enfrentan desafíos en el tratamiento de 
aguas residuales debido a la falta de infraestructura. Esto puede 
generar contaminación de los cuerpos de agua y afectar la salud 
de la población.

Al no contar con datos exactos se requiere implementar 
sistemas de tratamiento de aguas residuales en áreas urbanas 
y rurales, y promover la reutilización de aguas tratadas para 
riego agrícola.

Esmeraldas

Situación actual: Esmeraldas, con una economía basada en la 
agricultura y la pesca, probablemente tiene un tratamiento limitado 
de aguas residuales, especialmente en áreas rurales.

Sostenibilidad: Cohen (2017) señala que las áreas rurales 
con baja densidad poblacional enfrentan mayores desafíos en la 
provisión de servicios básicos, incluyendo el tratamiento de aguas 
residuales. La falta de tratamiento puede generar contaminación 
de los ríos y el océano, afectando los ecosistemas costeros.

Recomendaciones: construir plantas de tratamiento 
de aguas residuales en áreas urbanas y promover sistemas de 
tratamiento descentralizados en áreas rurales.

Sucumbíos

Situación actual: Sucumbíos, con una alta dependencia 
de la explotación petrolera, probablemente enfrenta desafíos 
en el tratamiento de aguas residuales industriales, especialmente 
aquellas generadas por la actividad petrolera.
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Sostenibilidad: destaca que la explotación de petróleo 
en la Amazonía genera grandes cantidades de aguas residuales 
contaminadas, que deben ser tratadas para evitar impactos 
ambientales severos (Fearnside, 2018).

Recomendaciones: implementar sistemas de tratamiento 
de aguas residuales industriales en las áreas de explotación 
petrolera y monitorear la calidad del agua en los ríos y lagos de 
la provincia.

Imbabura

Situación actual: con una mayor urbanización y actividad 
industrial, probablemente tiene una mayor capacidad para tratar 
aguas residuales, aunque no se dispone de datos específicos.

Sostenibilidad: señalan que las áreas urbanas con alta 
densidad poblacional deben priorizar el tratamiento de aguas 
residuales para reducir la contaminación de los cuerpos de agua y 
proteger la salud pública (Zhang et al. , 2019)

Recomendaciones: ampliar la infraestructura para el 
tratamiento de aguas residuales en áreas urbanas y promover la 
reutilización de aguas tratadas en la industria y la agricultura.

Reducción de la contaminación y sostenibilidad 
regional

La Zona 1 enfrenta desafíos significativos en la reducción de la 
contaminación, especialmente en la gestión de residuos sólidos y el 
tratamiento de aguas residuales. Sin embargo, también presenta 
oportunidades para mejorar la sostenibilidad regional a través 
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de la implementación de políticas y programas que promuevan 
la recolección diferenciada, el tratamiento adecuado de residuos 
y aguas residuales, y la educación ambiental.

Carchi destaca por su avance en la separación de residuos 
en la fuente, pero necesita mejorar la infraestructura para el 
tratamiento de residuos y aguas residuales.

Esmeraldas requiere mejorar la recolección diferenciada y 
la disposición final de residuos, especialmente en áreas rurales, y 
construir plantas de tratamiento de aguas residuales.

Sucumbíos debe priorizar la gestión de residuos sólidos 
y peligrosos, especialmente en áreas de explotación petrolera, y 
mejorar el tratamiento de aguas residuales industriales.

Imbabura aunque tiene avances en la recolección 
diferenciada de desechos sanitarios, necesita ampliar esta práctica 
a todos los tipos de residuos y mejorar el tratamiento de aguas 
residuales urbanas.

Conclusiones parciales del capítulo

Las provincias analizadas exhiben un deterioro progresivo 
de los recursos naturales y una gestión ambiental desigual. 
Carchi e Imbabura muestran avances en cobertura verde y control 
de contaminación, mientras Esmeraldas y Sucumbíos enfrentan 
desafíos críticos en gestión de residuos y uso sostenible del suelo.

La sostenibilidad ambiental provincial depende de 
políticas integradas de manejo de cuencas, agricultura sostenible 
y educación ambiental que equilibren crecimiento económico con 
preservación ecosistémica.
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En consecuencia, la competitividad regional sostenible en 
la Zona de Planificación 1 del Ecuador depende de la articulación 
de sus tres sistemas (social, económico y ambiental). Si bien 
Carchi e Imbabura muestran avances relativos, Esmeraldas y 
Sucumbíos continúan rezagadas por limitaciones estructurales. El 
desarrollo sostenible regional exige una gobernanza policéntrica 
que combine innovación social, diversificación económica y 
protección ambiental, apoyada en cooperación interprovincial.





223

SECCIÓN TRES

Sistema de competitividad sostenible 
en Nariño y Putumayo
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Capítulo 5
Sistema social en Nariño 

 y Putumayo

Nivel de urbanización

Razón de población urbana: Colombia está situada en 
América del Sur, tiene una superficie de 1 140 619 km2, por lo que 
puede considerarse un país grande; además, tiene una población 
de 53 425 600 habitantes al año 2025.
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Figura 69
Población total de Colombia, en 2025

Nota. Imagen tomada de Cepal (2025).

Del total de población en el Colombia, el 50,80 % 
corresponde a la población femenina (27 140 204 habitantes) y 
el 49,20 % corresponde a la población masculina (26 285 395 
habitantes). 

Colombia está dividida administrativamente en 32 
departamentos, y estos, a su vez, en municipios, corregimientos 
departamentales o distritos,. En la Figura 70, se detalla la 
división político-administrativa de los departamentos de Nariño 
y Putumayo.
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Figura 70
Distribución de municipios por departamento: Nariño y Putumayo, en 
2025

Nota. Imagen tomada de Cepal (2025).

Departamento de Nariño: tiene una población estimada 
1 709 890 habitantes, que representan el 3,24 % del total de la 
población en Colombia para el año 2024. Sus características se 
aprecian en la Figura 71.
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Figura 71
Población general del partamento de Nariño en 2024

Nota. Imagen tomada del Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE, 2024).

Departamento del Putumayo: tiene una población 
estimada 383 042 habitantes al año 2024, según la siguiente 
distribución:
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Figura 72
Población general del partamento del Putumayo en 2024

Nota. Imagen tomada de Toda Colombia.com (2023).

Superficie de las provincias: la superficie del 
departamento de Nariño es de 33 268 km2 y limita por el norte 
con el departamento del Cauca (franja del territorio en litigio) por 
el este con el departamento del Putumayo (franja de territorio en 
litigio), por el sur con la República del Ecuador y por el oeste con 
el océano Pacífico.
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Figura 73
Caracterización del departamento de Nariño en 2024

Nota. Imagen tomada de Gobernación de Nariño (2024).

La superficie del departamento del Putumayo al año 2024, 
es de 24 885 km2 y limita por el norte con los departamentos de 
Nariño, Cauca y el río Caquetá que lo separa del departamento 
de Caquetá, por el  este con el departamento del Caquetá, por el 
sur con el departamento del Amazonas y los ríos Putumayo y San 
Miguel que lo separan de las repúblicas de Perú y Ecuador, y por 
el oeste con el departamento de Nariño.
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Figura 74
Caracterización del departamento del Putumayo, en 2024

Nota. Imagen tomada de Gobernación del Putumayo (2024).

Análisis de sostenibilidad urbana en los 
departamentos de Nariño y Putumayo

El análisis de la situación de sostenibilidad de los departamentos 
de Nariño y Putumayo revela patrones diferenciados de 
 urbanización que plantean desafíos y oportunidades específicos 
para el desarrollo sostenible regional. Ambos territorios, ubicados 
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en la zona fronteriza sur de Colombia, presentan características 
demográficas y territoriales que requieren estrategias 
de sostenibilidad adaptadas a sus contextos particulares. El contraste 
demográfico entre estos departamentos es significativo: Nariño 
cuenta con 1 709 890 habitantes distribuidos en 33 268 km², 
lo que resulta en una densidad poblacional de 51,4 hab/km² 
y representa el 3,24 % de la población colombiana, mientras 
que Putumayo alberga 383 042 habitantes en 24 885 km², con una 
densidad poblacional considerablemente menor de 15,4 hab/km², 
caracterizándose por ser un territorio predominantemente rural.

La disparidad en densidades poblacionales entre Nariño 
(51,4 hab/km²) y Putumayo (15,4 hab/km²) sugiere diferentes 
niveles de presión sobre los recursos naturales y los servicios 
urbanos. Esta diferencia tiene implicaciones profundas para la 
planificación territorial y la sostenibilidad regional, pues según 
McGranahan y Satterthwaite (2003), las regiones con densidades 
intermedias como Nariño enfrentan el desafío de equilibrar el 
crecimiento urbano con la conservación ambiental, mientras que 
las áreas de baja densidad como Putumayo requieren estrategias 
de desarrollo que eviten la dispersión urbana insostenible. La 
gestión de esta disparidad demográfica constituye uno de los 
elementos centrales para comprender las dinámicas territoriales y 
las necesidades específicas de cada departamento en términos de 
infraestructura, servicios y ordenamiento territorial. 

Ambos departamentos comparten fronteras internacionales 
con Ecuador y Perú, lo que según Brenner y Schmid (2015) 
implica dinámicas urbanas particulares relacionadas con flujos 
migratorios transfronterizos que pueden generar presión sobre 
la infraestructura urbana, economías informales que requieren 
planificación urbana adaptativa, y servicios urbanos diferenciados 
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para poblaciones en tránsito. Esta condición fronteriza añade 
complejidad a los procesos de planificación territorial, pues los 
movimientos poblacionales, los intercambios comerciales y las 
dinámicas culturales trascienden las fronteras administrativas 
nacionales, requiriendo enfoques de gobernanza que consideren 
la dimensión transnacional de estos territorios. La gestión de 
estos flujos representa tanto un desafío en términos de capacidad 
institucional como una oportunidad para el desarrollo de modelos 
urbanos innovadores que aprovechen las ventajas de la ubicación 
estratégica. Aparte ubicación estratégica de estos departamentos 
en zonas de alta biodiversidad presenta oportunidades y desafíos 
únicos para la sostenibilidad urbana. Nariño, que limita con el 
Océano Pacífico, y Putumayo, ubicado en la región amazónica, 
poseen un patrimonio natural excepcional que condiciona las 
posibilidades de desarrollo urbano. Las oportunidades incluyen 
el desarrollo de ciudades intermedias sostenibles que sirvan como 
centros de servicios sin comprometer los ecosistemas circundantes, 
la implementación de infraestructura verde aprovechando la 
riqueza natural regional, y la promoción del turismo sostenible 
como motor de desarrollo urbano controlado. Sin embargo, estos 
territorios también enfrentan desafíos significativos relacionados 
con la prevención de la expansión urbana descontrolada sobre 
áreas de valor ecológico, la gestión sostenible de recursos hídricos 
en centros urbanos, y el control de actividades extractivas que 
puedan afectar la planificación urbana sostenible.

Para abordar estas particularidades territoriales, es 
 necesario aplicar indicadores de sostenibilidad urbana 
diferenciados según las características de cada departamento. Para 
Nariño, con su mayor densidad poblacional, resulta apropiado 
aplicar el marco de los ODS (ONU, 2015), especialmente el ODS 
11. sobre ciudades y comunidades sostenibles con un enfoque  en 
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la compacidad urbana mediante la optimización del uso del suelo 
a través de densificación controlada, el desarrollo de conectividad 
mediante sistemas de transporte sostenible entre municipios, y la 
garantía de servicios urbanos con acceso equitativo a servicios 
básicos para el 100 % de la población urbana. Aparte otro lado, para 
Putumayo, con su menor densidad poblacional, es más pertinente 
aplicar el concepto de desarrollo territorial equilibrado propuesto 
por Berdegué et al. (2011), que prioriza el fortalecimiento 
de centros urbanos que sirvan a comunidades dispersas, la 
reducción de brechas mediante conectividad digital y tecnologías 
de información, y la implementación de servicios móviles con 
modelos de prestación adaptados a la dispersión territorial. 
Aparte recomendaciones estratégicas para estos territorios deben 
considerar tanto sus particularidades individuales como su 
potencial de complementariedad regional. La implementación de 
un sistema de planificación territorial sostenible que considere la 
coordinación intermunicipal para gestión de servicios, la creación 
de corredores ecológicos urbanos, y la gestión integrada de 
cuencas hídricas resulta fundamental para ambos departamentos. 
Sin embargo, el desarrollo urbano debe ser diferenciado: mientras 
Nariño requiere una estrategia de densificación controlada 
con énfasis en calidad de vida urbana, Putumayo necesita un 
modelo de desarrollo policéntrico con fortalecimiento de centros 
menores. Adicionalmente, establecer mecanismos de gobernanza 
urbana participativa que permitan la participación ciudadana 
en la planificación urbana resulta especialmente importante en 
contextos fronterizos donde convergen múltiples identidades 
culturales.

La sostenibilidad urbana en Nariño y Putumayo requiere 
enfoques diferenciados que reconozcan sus particularidades 
demográficas, ambientales y territoriales. Mientras Nariño 
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necesita estrategias de gestión de la densificación urbana que 
optimicen el aprovechamiento del territorio sin comprometer 
la calidad ambiental, Putumayo requiere modelos que eviten la 
dispersión ineficiente manteniendo la conectividad territorial y 
fortaleciendo los núcleos poblacionales existentes.

La condición fronteriza de ambos departamentos representa 
tanto una oportunidad para el desarrollo de modelos urbanos 
innovadores que aprovechen las ventajas de la integración regional, 
como un desafío para la coordinación de políticas sostenibles 
a nivel binacional que requiere marcos institucionales capaces 
de gestionar la complejidad de las dinámicas transfronterizas. 
El éxito de las estrategias de sostenibilidad urbana en estos 
territorios dependerá de la capacidad de integrar las dimensiones 
demográfica, ambiental, territorial y transnacional en marcos de 
planificación coherentes y adaptativos.
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Inversión en investigación científica y protección 
del medio ambiente

Gastos de investigación y desarrollo contabilizados en el PIB: 
la Figura 75 muestra el comparativo entre Ecuador y Colombia.

Figura 75
Gasto en investigación y desarrollo (% del PIB) Colombia–Ecuador 
en 2020

Nota. Imagen tomada de Banco Mundial (2020).

Relación entre gasto medioambiental y gasto fiscal: 
el gráfico muestra que Colombia ha mantenido históricamente 
niveles bajos de inversión en investigación y desarrollo en 
relación con el PIB, situándose en 0,29 % para 2020, mientras 
que Ecuador alcanzó 0,44 % en 2014. 

Los datos departamentales revelan una marcada 
disparidad en la inversión en investigación y desarrollo. Nariño 
presenta un 23,17 % de gastos de investigación y desarrollo 
contabilizados como porcentaje del valor agregado bruto 
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(VAB), cifra significativamente superior al 0,30 % registrado 
en Putumayo. Esta diferencia puede explicarse por factores 
estructurales relacionados con la presencia de instituciones 
educativas superiores en Nariño, particularmente en su capital 
Pasto, donde se concentran universidades públicas y privadas 
que desarrollan actividades de investigación. Por el contrario, 
Putumayo, siendo un departamento de creación más reciente y con 
una economía tradicionalmente basada en actividades extractivas 
y agropecuarias, presenta una menor capacidad instalada para 
actividades de ciencia, tecnología e innovación.

En cuanto a la relación entre gasto medioambiental y 
gasto fiscal, los datos muestran una situación inversa a la anterior. 
Putumayo registra un 0,32 % mientras que Nariño presenta un  
0,13 %. Esta diferencia puede estar relacionada con las 
características territoriales específicas de cada departamento. De 
hecho, parecería que la naturaleza y el cambio climático estuviesen 
pasando factura a la carretera que une los departamentos de Nariño 
y Putumayo, que podría traer graves consecuencias para ambas 
poblaciones, pero especialmente para Putumayo (De la Rosa, 
2025). Esto implica que dicho departamento enfrenta mayores 
desafíos ambientales, que requieren una mayor asignación 
presupuestaria para su atención.

La mayor proporción de gasto medioambiental en 
Putumayo se puede atribuir a varios factores. Primero, su ubicación 
en la región amazónica implica responsabilidades específicas en 
materia de conservación y protección de ecosistemas estratégicos. 
Segundo, la presión sobre los recursos naturales derivada de 
actividades como la explotación petrolera y los cultivos ilícitos 
genera la necesidad de mayores inversiones en programas de 
mitigación y restauración ambiental. Tercero, las políticas de 
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sustitución de cultivos ilícitos y los programas de desarrollo 
alternativo contemplan componentes ambientales significativos 
que se reflejan en el presupuesto departamental.

Por su parte, Nariño, pese a contar con importantes 
ecosistemas como páramos y áreas protegidas, presenta un menor 
porcentaje de gasto medioambiental en relación con su gasto 
fiscal total. Esto podría explicarse por una estructura presupuestal 
más diversificada, donde las inversiones en educación, salud e 
infraestructura absorben una mayor proporción de los recursos 
disponibles. Garantizar un territorio ambientalmente sostenible 
para las actuales y futuras generaciones es uno de los objetivos de 
las corporaciones autónomas regionales, pero la materialización 
de estos propósitos varía según las capacidades fiscales y las 
prioridades de cada territorio.

La comparación entre ambos departamentos evidencia 
diferentes modelos de desarrollo territorial. Nariño ha optado por 
fortalecer su capacidad de investigación y desarrollo, posiblemente 
como estrategia para diversificar su economía y mejorar su 
competitividad. Esta apuesta por el conocimiento puede generar 
beneficios de mediano y largo plazo en términos de innovación, 
productividad y generación de valor agregado en sus sectores 
productivos tradicionales como la agricultura y la industria. Por el 
contrario, Putumayo concentra sus esfuerzos fiscales en la gestión 
ambiental, respondiendo tanto a las presiones externas derivadas 
de su ubicación estratégica en la Amazonía como a las necesidades 
internas de sostenibilidad territorial. Esta priorización puede estar 
influenciada por compromisos internacionales relacionados con 
la conservación de la selva amazónica y la implementación de 
los acuerdos de paz, que contemplan inversiones significativas en 
territorios anteriormente afectados por el conflicto armado.
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I nfraestructura
Superficie vial per cápita: el departamento de Nariño cuenta 
con una red de carreteras de aproximadamente 6 530 km, con una 
amplia cobertura en la zona andina, para la intercomunicación 
de sus principales centros urbanos con la región central 
del departamento y el resto del país. La red vial primaria 
del departamento de Nariño tiene una longitud de 890,46 km; 
la red secundaria, 1486,60 km, y alrededor de 5 017,45 km de 
vías terciarias, de las cuales 2 071,08 están a cargo de Invias, y 2 
946, 37 km son de competencia municipal.

Figura 76
Red vial del departamento de Nariño (longitud en km) en 2021

Nota. Imagen tomada de Unidad de Planeación de Infraestructura de Transporte (UPIT, 
2021).

En el departamento de Putumayo la movilización de 
pasajeros y carga al año, de manera general en los tres modos 
de transporte, es de 10 654 457 personas y 18 088 283 toneladas 
de carga.
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Figura 77
Volúmenes de carga y pasajeros movilizados en la red regional de 
Putumayo, en 2021

Nota. Imagen tomada de Unidad de Planeación de Infraestructura de Transporte (UPIT, 
2021).

En el departamento del Putumayo, de los 2 351,86 km ya 
mencionados, se encuentran en concesión 104,69 km de carreteras 
que corresponden al Proyecto 4G Santana–Mocoa–Neiva. Este 
proyecto incluye los tramos departamentales Santana-Puerto 
Asís, de 9,2 km, así como los 12,8 km de la vía Ye Urcusique-
Caliyaco-Mocoa.

Figura 78
Red de carreteras de Putumayo (longitud en km), por jurisdicción 
competente, en 2022

Nota. Imagen tomada de Unidad de Planeación de Infraestructura de Transporte (UPIT, 
2021)
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Acceso a camas de hospital por persona

 La disponibilidad de camas hospitalarias en el 
departamento del Putumayo al año 2024 asciende a un total de 
143camas. Por el contrario, respecto de Nariño, no se encontró 
esta información. Los principales accesos al sistema general de 
seguridad social en salud en el departamento de Putumayo, se 
detallan a continuación, en la Figura 79.

Figura 79
Acceso al sistema general de seguridad social en salud en Putumayo, 
para 2024

Nota. Imagen tomada de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (Mincit, 2024).

Análisis de sostenibilidad regional: infraestructura 
y desarrollo territorial en Nariño y Putumayo

El análisis integrado de sostenibilidad de los departamentos 
de Nariño y Putumayo revela disparidades críticas en infraestructura 
que condicionan las posibilidades de desarrollo sostenible 
territorial. La evaluación de conectividad vial, servicios de salud 
y patrones de urbanización evidencia la necesidad de estrategias 
diferenciadas que consideren las particularidades geográficas, 
demográficas e infraestructurales de estos territorios fronterizos. 
El contraste demográfico entre ambos departamentos establece 
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el marco para comprender estas disparidades: Nariño cuenta con  
1 709 890 habitantes distribuidos en 33 268 km², resultando en una 
densidad poblacional de 51,4 hab/km² que representa el 3,24 % 
de la población colombiana, mientras que Putumayo alberga 
383 042 habitantes en 24, 885 km², con una densidad poblacional 
considerablemente menor de 15,4 hab/km², caracterizándose 
por ser un territorio predominantemente rural.

La infraestructura vial en ambos departamentos presenta 
configuraciones distintivas que reflejan diferentes desafíos 
de sostenibilidad territorial, en el departamento de Nariño, 
con una red vial de 6 530 kilómetros para una población de  
1 709 890 habitantes, se presenta una densidad vial de 3,82 km/1 
000 habitantes, distribuida jerárquicamente en red primaria con 
890,46 km (13,6 %), red secundaria con 1 486,60 km (22,8 %), y 
red terciaria con 5 017,45 km (76,8 %). Esta configuración refleja 
lo que Banister (2008) denomina conectividad fragmentada, 
donde la predominancia de vías terciarias puede generar 
ineficiencias energéticas y emisiones elevadas por fragmentación 
del territorio. La concentración en infraestructura vial de menor 
jerarquía sugiere limitaciones en la conectividad de largo alcance, 
lo que puede restringir las posibilidades de desarrollo económico 
sostenible y la integración territorial efectiva.

Por el contrario, el departamento de Putumayo presenta 
una situación paradójica en términos de conectividad vial: con 2 
351,86 km de red vial para 383 042 habitantes, Putumayo muestra 
una densidad vial superior de 6,14 km/1 000 habitantes, lo que 
sugeriría mejores condiciones de conectividad. Sin embargo, solo 
104,69 km corresponden a concesiones 4G del Proyecto Santana-
Mocoa-Neiva, lo que según Escobar y García-Montalvo (2020) 
evidencia una brecha de conectividad de alta calidad que limita 
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la integración territorial sostenible. La movilización anual de 
 10 654 457 pasajeros y 18 088 283 toneladas de carga sugiere una 
presión significativa sobre infraestructura limitada, generando 
externalidades ambientales y sociales no internalizadas. Esta 
disparidad entre cantidad y calidad de infraestructura vial ilustra 
la complejidad de los desafíos territoriales en regiones de frontera, 
donde las necesidades de conectividad deben equilibrarse con 
consideraciones ambientales y de sostenibilidad.

La infraestructura de salud constituye otro indicador 
crítico de las disparidades territoriales y las limitaciones para el 
desarrollo sostenible en estos departamentos. Putumayo cuenta 
con 143 camas hospitalarias para 383 042 habitantes, resultando 
en una disponibilidad de 0,37 camas por 1000 habitantes, un 
indicador que se encuentra significativamente por debajo del 
estándar mínimo recomendado por la OMS de 1-3 camas por  
1 000 habitantes (OMS, 2015). Según Sen y Nussbaum (2009), 
esta limitación infraestructural constituye una restricción severa 
de capacidades básicas que compromete la sostenibilidad del 
desarrollo humano territorial. La insuficiencia de infraestructura 
sanitaria no solo afecta la calidad de vida de los habitantes, sino 
que también limita las posibilidades de atracción de inversión 
y desarrollo económico sostenible, creando un círculo vicioso 
de subdesarrollo que es particularmente crítico en territorios 
fronterizos donde las dinámicas poblacionales pueden ser más 
complejas.

La sostenibilidad ambiental de la infraestructura presenta 
desafíos particulares en estos territorios debido a su ubicación 
en zonas de alta biodiversidad. La expansión vial en territorios 
de alta biodiversidad presenta el dilema que Laurance et al. 
(2014) describen como conectividad versus conservación. En 
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Nariño, la proximidad al océano Pacífico y en Putumayo, la 
cercanía amazónica requieren planificación vial sostenible que 
minimice la fragmentación de hábitats, infraestructura verde que 
integre servicios ecosistémicos en el diseño vial, y evaluación 
de impacto acumulativo de proyectos infraestructurales. Esta 
tensión entre desarrollo infraestructural y conservación ambiental 
es particularmente aguda en territorios fronterizos, donde las 
presiones de conectividad nacional e internacional pueden 
entrar en conflicto con objetivos de conservación de ecosistemas 
estratégicos.

Los territorios fronterizos enfrentan vulnerabilidades 
climáticas específicas que requieren enfoques especializados de 
infraestructura resiliente. Según el marco de análisis de Hallegatte 
et al. (2019), la infraestructura en Nariño y Putumayo debe 
incorporar diseño resiliente ante eventos climáticos extremos, 
infraestructura adaptativa que considere escenarios de cambio 
climático, y servicios infraestructurales flexibles para poblaciones 
en movilidad. La condición fronteriza añade complejidad 
adicional, pues los sistemas infraestructurales deben ser capaces 
de responder no solo a las necesidades de las poblaciones locales, 
sino también a los flujos transfronterizos de personas, bienes 
y servicios que caracterizan estos territorios. La planificación 
infraestructural debe considerar la variabilidad climática regional 
y los impactos diferenciados del cambio climático en ecosistemas 
costeros y amazónicos.

La ausencia de datos sobre conectividad digital en el 
análisis sugiere una brecha de información crítica que puede estar 
reflejando limitaciones reales en el desarrollo de infraestructura 
digital en estos territorios. Según Castells (2015), la infraestructura 
digital es fundamental para el desarrollo territorial sostenible, 
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especialmente en regiones de baja densidad como Putumayo, 
donde puede ofrecer alternativas para superar las limitaciones 
de conectividad física y proporcionar acceso a servicios que de 
otra manera serían inaccesibles. La infraestructura digital puede 
ser particularmente estratégica en territorios fronterizos, donde 
puede facilitar la integración económica regional, mejorar el 
acceso a servicios públicos, y fortalecer las capacidades locales 
para participar en economías del conocimiento.

El análisis integral de la infraestructura en Nariño y 
Putumayo revela la necesidad de enfoques diferenciados que 
reconozcan las particularidades de cada territorio. Mientras 
Nariño requiere estrategias que optimicen la conectividad 
existente y mejoren la jerarquización de su red vial, Putumayo 
necesita inversiones que equilibren el desarrollo de infraestructura 
de alta calidad con la preservación de su patrimonio ambiental. 
En ambos casos, la sostenibilidad infraestructural depende de la 
capacidad de integrar consideraciones ambientales, sociales y 
económicas en marcos de planificación que reconozcan tanto las 
oportunidades como las limitaciones derivadas de su condición 
fronteriza y su ubicación en zonas de alta biodiversidad.



Análisis comparativo de eficiencia  
infraestructural

Tabla 22
Indicadores de sostenibilidad infraestructural en 2022.

Indicador Nariño Putumayo Implicación 
Sostenible

Densidad vial (km/1000 hab) 3,82 6,14
Putumayo: mayor 
dispersión, menor 

eficiencia
Camas hospitalarias/1000 

hab 0,37 Deficiencia crítica en 
servicios básicos

Porcentaje vías terciarias 76,8 % Alta fragmentación 
territorial

Brechas de sostenibilidad identificadas
Brecha de conectividad de calidad: predominancia 
de infraestructura de baja especificación técnica.

•	 Brecha de servicios esenciales: insuficiencia crítica 
en infraestructura hospitalaria.

•	 Brecha de planificación integrada: ausencia de coordinación 
intersectorial en desarrollo infraestructural.

El paradigma de infraestructura sostenible territorial
Según Fay et al. (2017), la infraestructura sostenible debe cumplir 
tres criterios fundamentales:

•	 Eficiencia económica: optimización de recursos 
y maximización de beneficios sociales

•	 Sostenibilidad ambiental: minimización de impactos 
ecológicos y promoción de servicios ecosistémicos
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•	 Equidad social: acceso universal y reducción 
de disparidades territori ales

En el contexto de Nariño y Putumayo, estos criterios 
enfrentan tensiones particulares derivadas de su condición 
fronteriza y su riqueza ecosistémica, adoptando el enfoque 
de capacidades de Sen (1999), la infraestructura constituye un 
medio de conversión que transforma recursos en funcionamientos 
humanos. Las deficiencias infraestructurales identificadas limitan:

•	 Capacidad de movilidad: fragmentación vial reduce 
oportunidades económicas

•	 Capacidad de salud: insuficiencia hospitalaria compromete 
bienestar básico

•	 Capacidad de conectividad: limitaciones en comunicación 
restringen participación social

Por otor lado, siguiendo a Graham y Marvin (2001), la 
infraestructura constituye un sistema sociotécnico complejo 
donde las interacciones entre componentes generan emergencias 
no lineales. En territorios fronterizos como Nariño y Putumayo, 
estas interacciones incluyen:

•	 Efectos de red transfronterizos: la infraestructura nacional 
debe coordinarse con sistemas internacionales

•	 Vulnerabilidades en cascada: fallas en un componente 
pueden amplificarse sistémicamente

•	 Dependencias de ruta: decisiones infraestructurales 
pasadas condicionan opciones futuras
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Posibles estrategias de infraestructura sostenible
Para Nariño: optimización de redes existentes por medio 
de la implementación de un sistema de gestión inteligente 
de infraestructura que:

•	 Priorice el mejoramiento de vías secundarias para reducir 
presión sobre terciarias

•	 Integre planificación vial con ordenamiento territorial 
ambiental 

•	 Desarrolle nodos intermodales que optimicen flujos 
de movilidad

Para Putumayo: desarrollo selectivo de alta calidad que 
permita concentrar inversiones en corredores estratégicos que:

•	 Conecten eficientemente centros poblados principales

•	 Minimicen impactos en ecosistemas amazónicos

•	 Faciliten integración con redes regionales andino-
amazónicas

En cuanto a la infraestructura de salud territorial se 
requiere implementar un modelo de atención diferenciada basado 
en centros de referencia regionalizados que optimicen recursos 
especializados. Se puede optar por servicios de telemedicina 
territorial que garantice la cobertura de poblaciones dispersas 
y redes móviles de atención con servicios adaptativos para 
territorios de difícil acceso.
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Implicaciones generales
La evaluación integral de infraestructura y urbanización 
en Nariño y Putumayo revela asimetrías críticas que condicionan 
las posibilidades de desarrollo sostenible territorial. Las disparidades 
en conectividad vial, servicios de salud y patrones de ocupación 
territorial requieren estrategias diferenciadas que reconozcan 
las particularidades de cada contexto. Debido a que existe:

•	 Fragmentación infraestructural: la predominancia de vías 
terciarias en Nariño y la limitada conectividad de calidad 
en Putumayo generan ineficiencias sistémicas

•	 Déficit crítico en servicios básicos: la disponibilidad 
de camas hospitalarias en Putumayo (0,37/1 000 hab) 
evidencia inequidades territoriales severas

•	 Oportunidad de infraestructura verde: la riqueza 
ecosistémica de ambos territorios permite desarrollar 
modelos infraestructurales innovadores

•	 Necesidad de gobernanza diferenciada: la condición 
fronteriza requiere marcos institucionales adaptativos

La sostenibilidad territorial en Nariño y Putumayo 
depende críticamente de superar las brechas de conectividad y 
servicios mediante estrategias que integren eficiencia económica, 
sostenibilidad ambiental y equidad social. La infraestructura 
no debe concebirse únicamente como soporte físico, sino 
como facilitadora de capacidades territoriales que permitan 
a las comunidades desarrollar su potencial en armonía con los 
ecosistemas. La condición fronteriza representa simultáneamente 
un desafío de coordinación y una oportunidad para desarrollar 
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modelos infraestructurales que sirvan como referencia para otros 
territorios amazónicos y pacíficos de América Latina.

Empleo y desempleo

Proporción de empleados en la industria terciaria: 
las principales actividades económicas en el departamento 
de Nariño desde el 2018 al 2022 son las siguientes, como 
se aprecia en la Figura 80.

Figura 80
Principales actividades económicas en el departamento de Nariño, en 
2024

Nota. Imagen tomada de Mincit (2024).

Por su parte, las principales actividades económicas 
desarrolladas en el departamento del Putumayo, en 2022, son las 
descritas en la Figura 81.
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Figura 81
Participación en el VAB de Putumayo, por actividad económica, en 
2022

Nota. Imagen tomada de Mincit (2024).

Figura 82
Población económicamente activa en Putumayo, para 2021

Nota. Imagen tomada de la Cámara de Comercio del Putumayo (2022).

Figura 83
Población ocupada en Putumayo, en 2021
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Nota. Imagen tomada de Cámara de Comercio del Putumayo (2022).

Figura 84
Población desocupada en Putumayo, en 2021

Nota. Imagen tomada de Cámara de Comercio del Putumayo (2022).
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Tasa de desempleo urbano: en 2023, el 33 % de los 
colombianos estaba en condición de pobreza monetaria, lo cual 
representa una disminución de 3,6 puntos porcentuales frente 
a 2022, cuando fue del 36,6 %. La pobreza en las cabeceras 
municipales en 2023 fue del 30,6 %, registrándose una disminución 
de 3.2 puntos porcentuales con respecto a 2022, donde la incidencia 
de pobreza monetaria en ese dominio geográfico fue del 33,8 %. 
Adicionalmente, la pobreza monetaria en los centros poblados y 
las zonas rurales dispersas fue del 41,2 %, lo cual muestra una 
disminución de 4,7 puntos porcentuales frente a 2022, cuando fue 
del 45,9 %. Las variaciones fueron estadísticamente significativas 
en el total nacional, cabeceras y centros poblados y rural disperso.

En 2023, en el total nacional, 16 708 153 personas estaban 
en situación de pobreza monetaria y en 2022 había 18 331 941 
personas en esta situación, lo anterior significa que 1 623 788 
personas salieron de esta condición. En 2023, el coeficiente de 
Gini en el total nacional fue 0,546 y en 2022 fue 0,556. Esto 
significa una disminución en la desigualdad del ingreso de 
los hogares.
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Figura 85
Incidencia de la pobreza monetaria y monetaria extrema en Colombia, 
entre 2022 y 2023

Nota. Imagen tomada de DANE (2023).

En la Figura 86, se compara la posición de cada 
departamento colombiano en el ranking nacional de pobreza 
multidimensional y el cambio entre 2021 y 2022.
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Figura 86
Incidencia de la pobreza multidimensional por departamentos 2021- 
2022

Nota. Imagen tomada de DANE (2023).

En el año 2022 la tasa de desempleo del municipio de 
Mocoa fue de 23,8 %, cifra superior en 1,7 puntos porcentuales en 
comparación con el año 2021 (22,1 %). Por su parte la población 
ocupada del municipio de Mocoa en el año 2022 fue de 15 000 
de personas, lo que representó un aumento de 2 000 ocupados en 
comparación con el año anterior, como se detalla en la Figura 87.



256

Figura 87
Tasa de desempleo y población ocupada de Mocoa, principal 
municipio de Putumayo, en 2022

Nota. Imagen tomada de Unidad de Planificación Rural Agropecuaria (UPRA, 2022).

Como indica la Figura 88, en 2022 en Putumayo el 
20,8 % de la población se encontraba en condición de pobreza 
multidimensional, mientras que en las cabeceras lo estaba el  
14,7 % y en la zona rural se encontraba en esta condición el 
27,2 %, disminuyendo esta última su incidencia en 2,2 puntos 
porcentuales en comparación con el año 2021 (29,4 %).

Figura 88
Incidencia de la pobreza multidimensional en Putumayo 2021-2022

Nota. Imagen tomada de UPRA (2022).
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Según las dimensiones de la pobreza multidimensional 
detalladas en la Figura 89, en el área rural de Putumayo, el 97,2 
% de los ocupados de los hogares trabajaban informalmente, el  
70,2 % de los hogares rurales presentaban bajo logro educativo y 
el 64,0 % de los hogares no tuvo acceso a fuente de agua mejorada.

Figura 89
Privaciones por hogar según variable en Putumayo, en 2022

Nota. Imagen tomada de Cámara de Comercio del Putumayo (2022).

Análisis del mercado laboral y sostenibilidad 
económica

El análisis integrado de sostenibilidad de los departamentos 
de Nariño y Putumayo revela disparidades críticas en empleo, 
infraestructura y patrones de desarrollo que condicionan 
las posibilidades de sostenibilidad territorial. La evaluación 
de mercados laborales, actividades económicas, conectividad 
vial, servicios de salud y patrones de urbanización evidencia 
la necesidad de estrategias diferenciadas que consideren 
las particularidades geográficas, económicas e infraestructurales 
de estos territorios fronterizos amazónicos y pacíficos.
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Estructura económica y empleo sectorial

Departamento de Nariño: diversificación sectorial 
limitada

Según los datos del DANE (2024), las principales 
actividades económicas de Nariño muestran una dependencia 
estructural del sector primario que plantea vulnerabilidades 
para la sostenibilidad económica territorial. Esta configuración 
sectorial refleja lo que Hirschman (1958) denomina enlaces hacia 
atrás débiles, donde la falta de procesamiento local limita la 
generación de valor agregado y empleo de calidad.

Departamento de Putumayo: economía de enclave

La estructura económica de Putumayo en 2022 evidencia 
características de economía de enclave extractivo con limitada 
diversificación productiva. Según Cardoso y Faletto (1969), estas 
estructuras generan desarrollo hacia afuera que compromete 
la sostenibilidad territorial al crear dependencia de mercados 
externos y volatilidad en los ingresos locales.

Indicadores críticos de sostenibilidad laboral

Desempleo urbano en Putumayo
Mocoa, como principal centro urbano de Putumayo, 

presenta una tasa de desempleo del 23,8 % en 2022, 
significativamente superior al promedio nacional. Esta cifra, que 
aumentó 1,7 puntos porcentuales respecto a 2021, indica una 
tendencia preocupante de deterioro del mercado laboral local. 
Según la teoría del desempleo estructural de Phelps (2013), 
tasas superiores al 15 % en centros urbanos regionales sugieren 
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desajustes fundamentales entre oferta y demanda laboral que 
requieren intervenciones sistémicas.

Informalidad rural extrema

En las áreas rurales de Putumayo, el 97,2% de los ocupados 
trabaja informalmente, constituyendo una de las tasas más altas 
de informalidad laboral en Colombia. Esta situación refleja lo que 
Standing (2011) describe como precarización extrema, donde 
la ausencia de protecciones sociales y laborales compromete 
la reproducción social a largo plazo.

Pobreza multidimensional y sostenibilidad social

Análisis comparativo departamental
Putumayo presenta una incidencia de pobreza 

multidimensional del 20,8 % en 2022, con disparidades 
significativas entre cabeceras (14,7 %) y zonas rurales (27,2 %). 
Aunque se observa una reducción de 2,2 puntos porcentuales en 
el área rural respecto a 2021, los niveles permanecen por encima 
del promedio nacional.

Esta configuración territorial de la pobreza refleja lo 
que Escobar (2014) denomina colonialidad del poder territorial, 
donde las periferias rurales concentran las privaciones mientras 
los centros urbanos acceden preferencialmente a servicios y 
oportunidades.

Privaciones estructurales en Putumayo

Los indicadores específicos revelan privaciones críticas:

•	 Bajo logro educativo: 70,2 % de hogares rurales
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•	 Acceso a agua mejorada: solo 36 % de hogares rurales 
tienen acceso

•	 Informalidad laboral: 97,2 % en áreas rurales

Estas privaciones constituyen lo que Sen (1999) 
conceptualiza como restricciones de capacidades básicas que 
limitan las posibilidades de desarrollo humano sostenible.

El paradigma del trabajo decente en territorios 
periféricos

El análisis del trabajo decente en territorios fronterizos como 
Nariño y Putumayo requiere una comprensión profunda 
del marco conceptual establecido por la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT).. Siguiendo los lineamientos 
de la OIT (Somavía, 2014), el trabajo decente en estos contextos 
territoriales específicos debe contemplar cuatro dimensiones 
fundamentales que se articulan de manera sistémica para 
garantizar condiciones laborales dignas y sostenibles. La primera 
dimensión corresponde a la creación de empleo, entendida como 
la generación de oportunidades laborales suficientes y de calidad 
que respondan a las necesidades específicas de las poblaciones 
locales. La segunda dimensión abarca los derechos laborales, 
que implican la garantía efectiva de libertades fundamentales en el 
trabajo, incluyendo el derecho a la organización, la negociación 
colectiva y la eliminación del trabajo forzoso e infantil. La tercera 
dimensión se refiere a la protección social, que contempla el acceso 
universal a seguridad social y servicios básicos adaptados 
a las características territoriales y poblacionales específicas. 
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Finalmente, la cuarta dimensión del diálogo social establece 
la necesidad de participación de los trabajadores en las decisiones 
que afectan directamente sus condiciones laborales y de vida.

En el contexto específico de los territorios analizados, 
estas cuatro dimensiones presentan deficiencias críticas que 
comprometen significativamente la sostenibilidad del desarrollo 
territorial. La fragmentación económica, la limitada presencia 
institucional del Estado, la persistencia de economías informales 
y la ausencia de mecanismos efectivos de participación ciudadana 
configuran un escenario complejo que requiere intervenciones 
integrales y diferenciadas. La comprensión de estas limitaciones 
estructurales es fundamental para el diseño de estrategias que 
permitan avanzar hacia la materialización efectiva del trabajo 
decente en estos territorios periféricos, considerando tanto sus 
potencialidades endógenas como los desafíos derivados de su 
condición fronteriza.

La economía territorial en Nariño y Putumayo presenta 
características particulares que requieren un análisis desde la 
perspectiva de las cadenas de valor y los clústeres territoriales 
sostenibles. Según los postulados de Porter (2000), el desarrollo 
de clústeres territoriales sostenibles demanda la configuración 
de ecosistemas productivos complejos que integren múltiples 
elementos sistémicos. La especialización inteligente constituye 
el primer elemento fundamental, implicando el aprovechamiento 
estratégico de las ventajas comparativas endógenas de cada 
territorio, considerando tanto sus recursos naturales como sus 
capacidades humanas e institucionales acumuladas históricamente. 
Los enlaces productivos densos representan el segundo elemento 
crítico, refiriéndose a la necesidad de articulación efectiva entre los 
diferentes sectores económicos locales, de manera que se generen 
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sinergias y se reduzcan las externalidades negativas del desarrollo 
fragmentado. Las instituciones de apoyo constituyen el tercer 
pilar de los clústeres sostenibles, contemplando la existencia de 
organizaciones públicas, privadas y del tercer sector que faciliten 
la cooperación empresarial, la transferencia de conocimiento y la 
resolución de problemas colectivos. Finalmente, las capacidades 
de innovación representan el cuarto elemento esencial, implicando 
el desarrollo de sistemas locales de generación y aplicación de 
conocimiento que permitan la adaptación continua a los cambios 
del entorno económico, social y ambiental. En los territorios de 
Nariño y Putumayo, la ausencia o debilidad de estos elementos 
explica la persistencia de estructuras económicas fragmentadas 
y de baja productividad, caracterizadas por la predominancia de 
actividades extractivas y de subsistencia que no logran generar 
encadenamientos productivos significativos ni procesos de 
acumulación de capital humano y tecnológico.

El concepto de transición justa, desarrollado por 
Newell y Mulvaney (2013), adquiere particular relevancia para 
territorios como Putumayo, donde las actividades extractivas 
tradicionales, incluyendo la explotación petrolera y los cultivos 
de uso ilícito, deben evolucionar hacia modelos más sostenibles 
sin comprometer los medios de vida de las poblaciones locales. 
Esta transición demanda un enfoque integral que considere tanto 
las dimensiones económicas como las sociales y ambientales del 
cambio estructural. La reconversión productiva gradual implica 
la implementación de procesos planificados de diversificación 
económica que permitan la transición desde actividades 
extractivas hacia sectores de mayor valor agregado y menor 
impacto ambiental, garantizando al mismo tiempo la generación 
de empleos alternativos para las poblaciones afectadas por estos 
cambios. La protección social ampliada representa otro elemento 



fundamental de la transición justa, contemplando el desarrollo de 
redes de seguridad social que protejan a los trabajadores y sus 
familias durante los procesos de cambio económico y productivo. 
Esta protección debe incluir tanto transferencias monetarias 
como servicios de capacitación, reubicación laboral y apoyo 
psicosocial que faciliten la adaptación a las nuevas condiciones 
económicas. La participación comunitaria constituye un principio 
transversal que debe garantizar el involucramiento efectivo 
de las comunidades locales en el diseño e implementación de 
las alternativas productivas, reconociendo sus conocimientos 
tradicionales y respetando sus formas organizativas propias. 
La inversión en capacidades completa este marco conceptual, 
implicando el desarrollo de programas integrales de formación 
que permitan a los trabajadores adquirir las competencias 
necesarias para participar exitosamente en las nuevas actividades 
económicas promovidas en el marco de la transición justa.

Las estrategias de empleo sostenible territorial para 
Nariño y Putumayo deben partir del reconocimiento de las 
especificidades ecosistémicas, culturales y económicas de cada 
territorio, diseñando modelos de diversificación productiva 
endógena que aprovechen sus ventajas comparativas naturales 
y construidas. Para el departamento de Nariño, el desarrollo 
de clústeres agroindustriales sostenibles representa una 
oportunidad estratégica para la generación de empleo decente y el 
aprovechamiento sostenible de su biodiversidad. Estos sistemas 
agroalimentarios territorializados deben integrar la producción 
primaria con procesos de transformación local que agreguen 
valor a los productos tradicionales y generen oportunidades 
de empleo en diferentes eslabones de la cadena productiva. El 
aprovechamiento de la biodiversidad andino-pacífica para el 
desarrollo de productos diferenciados constituye una ventaja 
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comparativa significativa que puede ser potenciada mediante 
la incorporación de prácticas agroecológicas que, además de 
reducir el impacto ambiental de la producción, generen servicios 
ecosistémicos valorables económicamente. La facilitación 
del acceso a mercados especializados, tanto nacionales como 
internacionales, requiere el desarrollo de capacidades logísticas 
y comerciales que permitan a los productores locales participar 
competitivamente en mercados de mayor valor agregado, 
incluyendo mercados de productos orgánicos, de comercio justo 
y de denominación de origen.

Para el departamento de Putumayo, la implementación 
de una estrategia de bioeconomía circular basada en el 
conocimiento amazónico representa una alternativa promisoria 
para la generación de empleo sostenible y la conservación de sus 
ecosistemas estratégicos. Esta estrategia debe fundamentarse en el 
aprovechamiento sostenible de recursos forestales no maderables, 
incluyendo frutos, fibras, aceites esenciales y productos 
farmacéuticos derivados de la biodiversidad amazónica. El 
desarrollo de biotecnología aplicada a estos recursos amazónicos 
puede generar oportunidades de empleo altamente calificado 
y procesos de innovación que fortalezcan la competitividad 
territorial en sectores de alta tecnología. Los servicios ambientales 
representan una fuente creciente de ingresos territoriales 
que puede ser potenciada mediante mecanismos de pago por 
servicios ecosistémicos, mercados de carbono y compensaciones 
ambientales que reconozcan el aporte de Putumayo a la mitigación 
del cambio climático global. El turismo científico y cultural 
constituye una actividad complementaria que puede generar 
empleos diversos y promover la valoración del patrimonio natural 
y cultural del territorio, siempre que se desarrolle bajo principios 
de sostenibilidad y respeto por las comunidades locales.
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La creación de un sistema territorial de protección 
social constituye un elemento fundamental para garantizar 
la sostenibilidad de las estrategias de empleo territorial. Este 
modelo de protección social territorial debe incluir mecanismos 
innovadores que respondan a las características específicas de 
estos territorios periféricos. La implementación de una renta básica 
territorial, mediante transferencias condicionadas vinculadas a 
actividades de conservación ambiental, puede generar incentivos 
para la protección de ecosistemas mientras proporciona ingresos 
básicos a las familias rurales. Este mecanismo debe articularse 
con programas de desarrollo productivo que permitan a las 
familias beneficiarias desarrollar capacidades y actividades 
generadoras de ingresos complementarios. El seguro de transición 
productiva representa otro componente esencial del sistema 
de protección social, proporcionando cobertura específica 
para trabajadores que participen en procesos de reconversión 
económica, incluyendo tanto apoyo monetario como servicios de 
capacitación y acompañamiento técnico. Los servicios sociales 
móviles constituyen una adaptación necesaria para atender 
las necesidades de poblaciones dispersas en territorios de baja 
densidad poblacional, incluyendo servicios de salud, educación 
y asistencia técnica que puedan llegar efectivamente a las 
comunidades rurales más alejadas. Las cooperativas de servicios 
representan una estrategia organizativa que puede fortalecer las 
capacidades comunitarias para la provisión autónoma de servicios 
básicos, incluyendo servicios financieros, de comercialización y 
asistencia técnica.

El fortalecimiento de la institucionalidad del empleo 
territorial requiere el establecimiento de observatorios territoriales 
de empleo y sostenibilidad que cumplan funciones específicas 
de monitoreo, análisis y articulación. Estas instituciones deben 
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monitorear continuamente las dinámicas del mercado laboral local, 
identificando tendencias, oportunidades y desafíos que requieran 
intervenciones específicas. La identificación de oportunidades de 
diversificación productiva debe basarse en análisis rigurosos de 
las potencialidades territoriales, las tendencias de mercado y las 
capacidades locales disponibles. La facilitación de la articulación 
entre la oferta y demanda laboral implica el desarrollo de sistemas 
de información e intermediación que conecten efectivamente a 
trabajadores con oportunidades de empleo, incluyendo servicios 
de orientación vocacional y capacitación laboral. La promoción 
del diálogo social territorial debe garantizar espacios efectivos 
de participación de trabajadores, empleadores y organizaciones 
sociales en la definición de políticas y estrategias de desarrollo 
laboral territorial. Aparte desarrollo de sistemas territoriales de 
educación-trabajo constituye un elemento fundamental para 
garantizar la formación de capacidades humanas alineadas 
con las necesidades del desarrollo territorial sostenible. Estos 
sistemas deben articular efectivamente la formación técnica con 
las necesidades productivas locales, evitando la desconexión 
tradicional entre la oferta educativa y las demandas del mercado 
laboral territorial. La inclusión de competencias en sostenibilidad 
ambiental y social debe ser transversal a todos los programas 
formativos, preparando a los trabajadores para participar en 
modelos productivos que integren criterios de sostenibilidad. 
La facilitación de emprendimientos asociativos y cooperativos 
requiere el desarrollo de capacidades específicas en gestión 
organizacional, finanzas solidarias y desarrollo de proyectos 
colectivos. La promoción de la apropiación de tecnologías 
apropiadas debe considerar tanto las tecnologías tradicionales 
locales como las tecnologías modernas adaptables a los contextos 
territoriales específicos.
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El análisis del contexto demográfico y territorial de Nariño 
y Putumayo revela diferencias significativas que condicionan 
las estrategias de desarrollo y empleo en cada territorio. El 
departamento de Nariño, con una población de 1 709 890 habitantes 
distribuida en una superficie de 33 268 km², presenta una densidad 
poblacional de 51,4 habitantes por km², representando el 3,24 % 
de la población colombiana total. Esta configuración demográfica 
indica un territorio con mayor concentración poblacional relativa, 
lo que facilita la provisión de servicios públicos y el desarrollo 
de economías de aglomeración, pero también genera mayores 
presiones sobre los recursos naturales y la infraestructura 
disponible. El departamento de Putumayo presenta características 
demográficas contrastantes, con una población de 383 042 
habitantes, distribuida en 24 885 km², resultando en una densidad 
poblacional significativamente menor de 15,4 habitantes por 
km². Esta baja densidad poblacional, característica de territorios 
predominantemente rurales, genera desafíos específicos para la 
provisión de servicios públicos y el desarrollo de actividades 
económicas que requieren economías de escala, pero también 
ofrece oportunidades para el desarrollo de actividades extensivas 
de bajo impacto ambiental y la conservación de ecosistemas en 
grandes extensiones territoriales.

El análisis integral de la infraestructura sostenible en 
estos territorios revela patrones diferenciados que reflejan 
sus características demográficas y geográficas específicas. En 
el departamento de Nariño, la red vial de 6 530 km para una 
población de 1 709 890 habitantes resulta en una densidad vial 
de 3,82 km por cada 1 000 habitantes. La distribución jerárquica 
de esta infraestructura muestra una red primaria de 890,46 km 
(13,6 %), una red secundaria de 1 486,60 km (22,8 %) y una red 
terciaria de 5 017,45 km (76,8 %). Esta configuración refleja lo 
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que Banister (2008) denomina conectividad fragmentada, donde 
la predominancia de vías terciarias puede generar ineficiencias 
energéticas significativas y emisiones elevadas debido a 
la fragmentación territorial, limitando las posibilidades de 
desarrollo de sistemas de transporte eficientes y sostenibles. El 
departamento de Putumayo presenta un patrón infraestructural 
diferente, con 2 351,86 km de red vial para 383 042 habitantes, 
resultando en una densidad vial superior de 6,14 km por cada 1 
000 habitantes. Sin embargo, esta aparente ventaja cuantitativa se 
ve significativamente limitada por la calidad de la infraestructura, 
considerando que solo 104,69 km corresponden a concesiones 
de cuarta generación (Proyecto Santana-Mocoa-Neiva). Según 
Escobar y García-Montalvo (2020), esta situación evidencia 
una brecha crítica de conectividad de alta calidad que limita 
sustancialmente la integración territorial sostenible y la 
competitividad económica del departamento.

La movilización anual de 10 654 457 pasajeros y 18 088 283 
toneladas de carga en Putumayo sugiere una presión significativa 
sobre una infraestructura limitada, generando externalidades 
ambientales y sociales que no están siendo adecuadamente 
internalizadas en los costos de transporte y que comprometen 
la sostenibilidad de largo plazo del desarrollo territorial. Esta 
situación requiere inversiones estratégicas en infraestructura de 
alta calidad que permitan mejorar la eficiencia del transporte 
mientras reducen sus impactos ambientales negativos. Aparte 
análisis de la infraestructura de salud revela disparidades críticas 
que comprometen la equidad territorial y la garantía del derecho 
fundamental a la salud. Putumayo cuenta con apenas 143 camas 
hospitalarias para sus 383 042 habitantes, resultando en una 
disponibilidad de 0,37 camas por cada 1 000 habitantes. Este 
indicador se encuentra significativamente por debajo del estándar 
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mínimo recomendado por la OMS (2015), que establece entre 
1 y 3 camas por cada 1 000 habitantes como referencia básica 
para garantizar el acceso efectivo a servicios hospitalarios. Según 
la perspectiva del desarrollo humano desarrollada por Sen y 
Nussbaum (2009), esta limitación infraestructural constituye una 
restricción severa de las capacidades básicas que compromete 
fundamentalmente la sostenibilidad del desarrollo humano 
territorial y perpetúa las desigualdades regionales.

La sostenibilidad ambiental de la infraestructura en 
territorios fronterizos presenta desafíos complejos que requieren 
enfoques integrales y adaptativos. Los impactos del desarrollo 
vial en ecosistemas de alta biodiversidad presentan el dilema 
que Laurance et al. (2014) describen como conectividad versus 
conservación, donde las necesidades de integración territorial y 
desarrollo económico deben balancearse cuidadosamente con 
los imperativos de conservación de ecosistemas estratégicos. 
En Nariño, la proximidad al océano Pacífico y la presencia de 
ecosistemas únicos como manglares, bosques húmedos tropicales 
y páramos, requieren planificación vial sostenible que minimice 
la fragmentación de hábitats críticos y preserve los corredores 
biológicos esenciales para la conservación de la biodiversidad. 
En Putumayo, la cercanía a la región amazónica demanda 
consideraciones especiales para el desarrollo de infraestructura 
que integre servicios ecosistémicos en el diseño vial y contemple 
evaluaciones rigurosas del impacto acumulativo de los proyectos 
infraestructurales sobre los ecosistemas amazónicos. La 
implementación de infraestructura verde que incorpore soluciones 
basadas en la naturaleza puede contribuir simultáneamente a la 
conectividad territorial y la conservación ambiental, generando 
beneficios conjuntos que fortalezcan la sostenibilidad integral del 
desarrollo territorial.
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La infraestructura resiliente al cambio climático constituye 
una necesidad urgente para territorios fronterizos que enfrentan 
vulnerabilidades climáticas específicas derivadas de su ubicación 
geográfica y características ecosistémicas. Siguiendo el marco de 
análisis desarrollado por Hallegatte et al. (2019), la infraestructura 
en Nariño y Putumayo debe incorporar diseños resilientes que 
consideren la variabilidad climática creciente y los eventos 
climáticos extremos proyectados para estas regiones. Esto implica 
el desarrollo de infraestructura adaptativa que considere múltiples 
escenarios de cambio climático y pueda ajustarse a condiciones 
climáticas cambiantes sin perder funcionalidad. Los servicios 
infraestructurales flexibles son particularmente importantes para 
poblaciones en movilidad, incluyendo migrantes, desplazados y 
comunidades nómadas que requieren acceso a servicios básicos 
independientemente de su ubicación temporal. La infraestructura 
digital representa una dimensión crítica del desarrollo sostenible 
que requiere atención prioritaria en estos territorios periféricos. 
La ausencia de datos específicos sobre conectividad digital en la 
información disponible sugiere una brecha de información crítica 
que debe ser subsanada mediante estudios especializados. Según 
Castells (2015), la infraestructura digital es fundamental para el 
desarrollo territorial sostenible, especialmente en regiones de 
baja densidad poblacional como Putumayo, donde las tecnologías 
de información y comunicación pueden compensar parcialmente 
las desventajas derivadas del aislamiento geográfico y facilitar el 
acceso a servicios, mercados y oportunidades de formación que 
de otra manera serían inaccesibles para las poblaciones rurales 
dispersas.
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Tabla 23
Análisis comparativo de eficiencia infraestructural en 2022

Indicador Nariño Putumayo Implicación sostenible
Densidad vial (km/1000 

hab)
3,82 6,14 Putumayo: mayor dispersión, 

menor eficiencia
Camas 

hospitalarias/1000 hab
0,37 Deficiencia crítica en servicios 

básicos
 % vías terciarias 76, 8 % Alta fragmentación territorial

Tasa desempleo urbano 23,8 % Crisis del mercado laboral local
Informalidad rural 97,2 % Precarización extrema del 

trabajo

Brechas de sostenibilidad identificadas

1.	 Brecha de conectividad de calidad: predominancia 
de infraestructura de baja especificación técnica

2.	 Brecha de servicios esenciales: insuficiencia crítica 
en infraestructura hospitalaria

3.	 Brecha de planificación integrada: ausencia 
de coordinación intersectorial en desarrollo infraestructural

4.	 Brecha de empleo decente: crisis del mercado laboral 
con altas tasas de desempleo e informalidad

5.	 Brecha de protección social: limitado acceso a sistemas 
de seguridad social en áreas rurales
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Paradigma de infraestructura sostenible 
territorial

Según Fay et al. (2017), la infraestructura sostenible debe cumplir 
tres criterios fundamentales:

1.	 Eficiencia económica: optimización de recursos 
y maximización de beneficios sociales

2.	 Sostenibilidad ambiental: minimización de impactos 
ecológicos y promoción de servicios ecosistémicos

3.	 Equidad social: acceso universal y reducción 
de disparidades territoriales

En el contexto de Nariño y Putumayo, estos criterios 
enfrentan tensiones particulares derivadas de su condición 
fronteriza y su riqueza ecosistémica.

Infraestructura como determinante de 
capacidades territoriales

Adoptando el enfoque de capacidades de Sen (1999), la 
infraestructura constituye un medio de conversión que transforma 
recursos en funcionamientos humanos. Las deficiencias 
infraestructurales identificadas limitan:

•	 Capacidad de movilidad: fragmentación vial reduce 
oportunidades económicas

•	 Capacidad de salud: insuficiencia hospitalaria compromete 
bienestar básico

•	 Capacidad de conectividad: limitaciones en comunicación 
restringen participación social
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Teoría de sistemas infraestructurales complejos

Siguiendo a Graham y Marvin (2001), la infraestructura constituye 
un sistema sociotécnico complejo donde las interacciones entre 
componentes generan emergencias no lineales. En territorios 
fronterizos como Nariño y Putumayo, estas interacciones incluyen:

•	 Efectos de red transfronterizos: la infraestructura nacional 
debe coordinarse con sistemas internacionales

•	 Vulnerabilidades en cascada: fallas en un componente 
pueden amplificarse sistémicamente

•	 Dependencias de ruta: decisiones infraestructurales 
pasadas condicionan opciones futuras

Modelo de infraestructura territorial integrada

Nariño: optimización de redes existentes
Se requiere implementar un sistema de gestión inteligente 

de infraestructura que:

•	 Priorice el mejoramiento de vías secundarias para reducir 
presión sobre terciarias

•	 Integre planificación vial con ordenamiento territorial 
ambiental

•	 Desarrolle nodos intermodales que optimicen flujos 
de movilidad
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Putumayo: desarrollo selectivo de alta calidad

Es necesario concentrar inversiones en corredores 
estratégicos que:

•	 Conecten eficientemente centros poblados principales

•	 Minimicen impactos en ecosistemas amazónicos

•	 Faciliten integración con redes regionales andino-
amazónicas

Infraestructura de salud territorial

Implementar un modelo de atención diferenciada basado en:

•	 Centros de referencia regionalizados: optimización 
de recursos especializados

•	 Telemedicina territorial: cobertura de poblaciones 
dispersas

•	 Redes móviles de atención: servicios adaptativos para 
territorios de difícil acceso

Infraestructura verde y servicios ecosistémicos

Desarrollar infraestructura basada en naturaleza que:

•	 Integre corredores biológicos en diseño vial

•	 Utilice humedales construidos para tratamiento de aguas

•	 Implemente techos verdes y muros vivos en infraestructura 
urbana
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Gobernanza infraestructural participativa

Establecer sistemas de decisión territorial participativa 
que incluyan:

•	 Consultas comunitarias vinculantes para proyectos 
mayores

•	 Participación de pueblos indígenas y comunidades 
afrodescendientes

•	 Coordinación binacional para infraestructura fronteriza

La evaluación integral de empleo, infraestructura y 
urbanización en Nariño y Putumayo revela asimetrías críticas 
multidimensionales que condicionan las posibilidades de 
desarrollo sostenible territorial. Las disparidades en mercados 
laborales, conectividad vial, servicios de salud y patrones 
de ocupación territorial requieren estrategias sistémicas que 
reconozcan las interdependencias entre estas dimensiones.

Hallazgos principales

1.	 Crisis del empleo en Putumayo: tasa de desempleo urbano 
del 23,8 % e informalidad rural del 97,2 % evidencian 
un colapso del mercado laboral formal

2.	 Fragmentación infraestructural: la predominancia de vías 
terciarias en Nariño y la limitada conectividad de calidad 
en Putumayo generan ineficiencias sistémicas que afectan 
la productividad territorial
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3.	 Déficit crítico en servicios básicos: la disponibilidad 
de camas hospitalarias en Putumayo (0,37/1 000 hab) 
y las altas tasas de privación rural evidencian inequidades 
territoriales severas

6.	 Dependencia de economías extractivas: ambos territorios 
presentan estructuras económicas poco diversificadas 
que generan vulnerabilidad ante shocks externos

7.	 Oportunidad de transición sostenible: la riqueza 
ecosistémica de ambos territorios permite desarrollar 
modelos de desarrollo territorial innovadores basados 
en bioeconomía y servicios ambientales

El análisis confirma la teoría de desarrollo territorial 
desigual (Harvey, 2006), donde las periferias fronterizas 
concentran múltiples privaciones que se refuerzan mutuamente. 
La informalidad extrema, el desempleo elevado y la infraestructura 
deficiente constituyen un círculo vicioso de marginalización 
territorial que requiere intervenciones sistémicas coordinadas.

La sostenibilidad territorial en Nariño y Putumayo 
depende críticamente de:

1.	 Ruptura del círculo vicioso empleo-infraestructura: 
inversiones coordinadas que generen sinergias entre 
conectividad y oportunidades económicas

2.	 Transición hacia economías territorializadas: 
aprovechamiento sostenible de ventajas comparativas 
ambientales y culturales

3.	 Sistemas de protección social territorial: mecanismos 
adaptativos para poblaciones en contextos de alta 
vulnerabilidad
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4.	 Gobernanza multinivel: coordinación entre niveles 
de gobierno y actores territoriales para políticas integradas

La condición fronteriza representa simultáneamente 
un desafío de coordinación binacional y una oportunidad para 
desarrollar modelos de desarrollo territorial que sirvan como 
referencia para otros territorios amazónicos y pacíficos de América 
Latina. El análisis evidencia que la sostenibilidad territorial no 
puede abordarse sectorialmente, sino que requiere enfoques 
sistémicos que reconozcan las interdependencias entre empleo, 
infraestructura, servicios sociales y conservación ambiental en 
territorios de alta complejidad socio ecológica.

 Estilo de vida ecológico

Volumen de pasajeros por transporte público:para 
el departamento de Putumayo, se prevé que, dentro de 10 años y con 
una tasa de crecimiento del 6 %, haya un total de 12 375 vehículos.
Como se aprecia en la Figura 90, se estima una circulación 
mínima de 26 vehículos y una máxima de 3 434 en los tramos 
que conforman la red regional, y un promedio general de 619 
medios de transporte.
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Figura 90
Tráfico de buses y carga nominal y pasajeros circulantes en Putumayo 
(2021-2030)

Nota. Imagen tomada de Gobernación del Putumayo (2021).

Sanitarios en zonas rurales: las condiciones de calidad 
de vida en Putumayo en cuanto a los servicios públicos, tanto en 
la zona urbana y rural al año 2022 se muestran en la Figura 91.

Figura 91
Condiciones de calidad de vida: servicios públicos en Putumayo, en 
2022

Nota. Imagen tomada de UPRA (2022).

En Putumayo durante el año 2022, las personas de 5 
años y más en el sector rural tuvieron en promedio 5,8 años de 
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educación. Por grupos de edades, los siguientes son los promedios 
de años de educación:

•	 De 5 a 14 años tuvieron un promedio de 2,8 años 
de educación

•	 De 15 a 24 años tuvieron un promedio de 8,8 años 
de educación

•	 De 25 a 34 años tuvieron un promedio de 8,4 años 
de educación

•	 De 35 años y más tuvieron un promedio de 4,7 años 
de educación

Educación: en el departamento de Nariño, la tasa de 
cobertura bruta es un indicador complementario de la tasa de 
cobertura neta, ya que suministra el porcentaje de matrícula tardía 
y prematura en el nivel educativo determinado. En este sentido, 
la tasa de cobertura bruta considera toda la población matriculada 
incluyendo aquellos en extra edad.

Figura 92
Tasa de cobertura bruta (TCB) en el sistema educativo de Nariño, en 
2022

Nota. Imagen tomada de Gobernación de Nariño (2022).
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Figura 93
Tasa de analfabetismo en Nariño, para 2022

Nota. Imagen tomada de Gobernación de Nariño (2022).

En el departamento de Putumayo, por su parte, se presenta 
el promedio de años de educación de las personas de 5 años y 
más, visible en la Figura 94.

Figura 94
Promedio de años de educación por grupos de edad en Putumayo, en 
2022

Nota. Imagen tomada de UPRA (2022).
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De igual manera, se destaca que la cobertura en secundaria 
disminuyó en 5 puntos porcentuales, entre 2019 y 2022, según la 
información que se muestra en la Figura 95.

Figura 95
Cobertura neta en educación secundaria en Putumayo, en 2019 y 
2022

Nota. Imagen tomada de Fundación Empresarios por la Educación (2024).

Indicadores de competitividad: entre los principales 
indicadores de competitividad en infraestructura en el 
departamento del Putumayo entre 2018 y 2020, se encuentran los 
detallados en la Figura 96.
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Figura 96
Indicadores de competitividad de Putumayo: infraestructura (2018-
2020)

Nota. Imagen tomada de Cámara de Comercio del Putumayo (2021).

Como complemento, en la Figura 97, se presentan 
los principales indicadores de sostenibilidad ambiental en el 
departamento de Putumayo, del 2018 al 2020.

Figura 97
Indicadores de competitividad de Putumayo: sostenibilidad ambiental 
(2018-2020)

Nota. Imagen tomada de Cámara de Comercio del Putumayo (2021).
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Análisis de sostenibilidad regional: Nariño y 
Putumayo

El análisis de la sostenibilidad en los departamentos 
de Nariño y Putumayo revela un panorama complejo donde 
coexisten desafíos estructurales significativos con oportunidades 
emergentes para el desarrollo de estilos de vida más ecológicos. 
La información disponible sugiere una transición gradual hacia 
prácticas más sostenibles, aunque con importantes brechas que 
requieren atención prioritaria.

Movilidad sostenible y transporte

Putumayo: transición hacia energías alternativas
Los datos mencionan una tasa de crecimiento de los 

coches con energías alternativas, aunque no proporciona 
datos específicos. Esta referencia sugiere un reconocimiento 
incipiente de la necesidad de transición energética en el sector del 
transporte público.

•	 Tráfico proyectado a 10 años: 12 375 vehículos diarios 
con tasa de crecimiento del 6 %

•	 Distribución por tramos: entre 26 y 3 434 vehículos, 
con promedio de 619 para los 20 tramos de la red regional

Implicaciones para la sostenibilidad: según Banister 
(2008), la planificación del transporte sostenible requiere un 
enfoque integrado que considere no solo la eficiencia del sistema, 
sino también su impacto ambiental y social. El crecimiento 
proyectado del tráfico en Putumayo presenta tanto oportunidades 
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como desafíos para implementar soluciones de movilidad más 
ecológicas.

Servicios públicos y calidad de vida

Acceso a servicios básicos
La información sobre servicios públicos en Putumayo 

(2022) indica disparidades significativas entre zonas urbanas 
y rurales, lo que constituye un factor crítico para el desarrollo 
sostenible. Entre los aspectos destacados se observa limitaciones 
en el acceso a servicios básicos en zonas rurales y la necesidad 
de mejora en infraestructura sanitaria rural. Según el enfoque 
de desarrollo sostenible de Sen (2000), el acceso equitativo a 
servicios básicos es fundamental para garantizar capacidades 
humanas que permitan estilos de vida dignos y sostenibles.

Educación como pilar de sostenibilidad

Putumayo: presenta desafíos educativos por años de educación 
promedio en el sector rural.

•	 Población de 5 años y más: 5,8 años promedio

•	 5-14 años: 2,8 años

•	 15-24 años: 8,8 años

•	 25-34 años: 8,4 años

•	 35 años y más: 4,7 años



285

Nariño: indicadores de cobertura

Baja tasa de cobertura bruta (TCB) en el sistema educativo 
y presencia de analfabetismo que requiere atención.

La educación es fundamental para la transición hacia 
estilos de vida ecológicos. Como señala Sterling (2001), la 
educación para la sostenibilidad debe ser transformativa, 
integrando conocimientos, valores y prácticas que promuevan la 
conciencia ambiental.

Competitividad e infraestructura sostenible

Putumayo: indicadores de competitividad (2018-2020)
Infraestructura: el departamento muestra variaciones en 

sus indicadores de competitividad en infraestructura, sugiriendo 
la necesidad de inversiones estratégicas.

Sostenibilidad ambiental: los indicadores específicos 
de sostenibilidad ambiental muestran tendencias que requieren 
análisis más profundo para identificar áreas de mejora.

Los datos hacen referencia a dos elementos clave para el 
estilo de vida ecológico, el agua de grifo en zonas rurales que es 
un aspecto fundamental para la sostenibilidad y salud pública y 
el índice de cobertura verde en zonas urbanas edificadas, como 
indicador crucial para la calidad ambiental urbana

El análisis se fundamenta en varios enfoques teóricos 
relevantes, como la teoría de la transición sostenible. Geels (2002) 
propone que las transiciones hacia la sostenibilidad ocurren 
a través de la interacción de cambios en tres niveles: nichos 
(innovaciones), regímenes (prácticas establecidas) y paisajes 
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(contexto amplio). Los datos sugieren que Nariño y Putumayo se 
encuentran en las etapas iniciales de esta transición.

El enfoque de capacidades para el desarrollo, Sen (2000) 
enfatiza que el desarrollo sostenible debe centrarse en expandir las 
capacidades humanas. Los indicadores educativos y de servicios 
públicos de ambos departamentos muestran la necesidad de 
fortalecer estas capacidades básicas.

Además, la gobernanza ambiental de Ostrom (2009)
destaca la importancia de instituciones sólidas para la gestión 
sostenible de recursos. En este sentido, los indicadores de 
competitividad sugieren la necesidad de fortalecer la gobernanza 
local para promover estilos de vida más ecológicos.

Desde estas perspectivas se puede realizar las siguientes 
recomendaciones estratégicas

•	 Fortalecimiento de la infraestructura verde: desarrollo 
de sistemas de transporte público sostenible y expansión 
de áreas verdes urbanas.

•	 Educación ambiental integral: implementación 
de programas educativos que promuevan la conciencia 
ecológica desde edades tempranas.

•	 Equidad en servicios básicos: reducción de brechas 
urbano-rurales en acceso a servicios públicos esenciales.

•	 Innovación tecnológica: promoción de tecnologías limpias 
y energías alternativas adaptadas al contexto regional.

Es importante señalar que los datos encontrados presentan 
información fragmentaria y no incluye datos específicos sobre 
varios aspectos fundamentales del estilo de vida ecológico, como 
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la gestión de residuos, el consumo energético, la biodiversidad 
local, las prácticas agrícolas sostenibles, no tampoco indicadores 
específicos de huella ecológica. Los departamentos de Nariño 
y Putumayo se encuentran en una etapa de transición hacia 
modelos de desarrollo más sostenibles. Si bien existen desafíos 
significativos en términos de infraestructura, educación y equidad 
social, también se observan indicios de reconocimiento de la 
importancia de la sostenibilidad ambiental. La implementación 
exitosa de estilos de vida ecológicos en estos territorios requerirá 
un enfoque integral que combine inversión en infraestructura, 
fortalecimiento educativo, mejora en la gobernanza local y 
promoción de innovaciones tecnológicas apropiadas para el 
contexto regional.

Conclusiones parciales del capítulo

El análisis social evidencia vulnerabilidades persistentes 
en ambos departamentos, relacionadas con desigualdad de acceso 
a servicios públicos, brechas urbano-rurales y una débil inversión 
en investigación y protección ambiental.

Nariño presenta una estructura urbana más consolidada que 
Putumayo, pero ambos requieren fortalecimiento de capacidades 
institucionales, promoción de educación ambiental y desarrollo 
social inclusivo.

La sostenibilidad social en la ZIF colombiana depende 
de políticas que integren justicia social, equidad territorial y 
participación comunitaria. 
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Capítulo 6
Sistema económico  
por departamentos

 Dimensión económica

Producto interno bruto per cápita: para el 2020, el 
producto interno bruto PIB nacional a precios corrientes según 
el DANE supera los 1 002 922 miles de millones de pesos. El 
departamento de Nariño 15 838 miles de millones y Putumayo, 
aporta con 3 331 miles de millones, según el detalle de la Figura 98.
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Figura 98 
PIB de Colombia por departamentos, en 2020

Nota. Imagen tomada de DANE (2023).

De acuerdo con la Figura 96, el PIB per cápita de Colombia 
alcanzó, en 2020, los 19 910 146 pesos, a precios corrientes; 
sin embargo, para los departamentos de Nariño y Putumayo, se 
registraron cifras menores.
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Figura 99 
PIB per cápita en Colombia, por departamentos, en 2023

Nota. Imagen tomada de DANE (2023).

Por otra parte, en la Figura 100, se expone el valor agregado 
bruto departamental por industria, para 2023. Estos datos incluyen 
el número de empresas activas en Putumayo, por cada una de las 
secciones establecidas en la Clasificación Industrial Internacional 
Uniforme (CIIU).
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Figura 100
Empresas por actividad económica (secciones de CIIU) establecidas 
en Putumayo, en 2023

Nota. Imagen tomada de Mincit (2024).

Renta disponible per cápita de los residentes 
urbanos

La renta disponible per cápita de los residentes urbanos en los 
departamentos de Nariño y Putumayo en Colombia refleja dinámicas 
económicas, sociales y ambientales que pueden analizarse desde 
la perspectiva de sostenibilidad. A continuación, se presenta 
un análisis basado en fuentes confiables como el DANE, el PNUD 
y estudios académicos recientes. La renta disponible per cápita 
urbana se refiere al ingreso promedio que tienen los habitantes 
de las zonas urbanas después de impuestos y transferencias 
sociales, ajustado por el tamaño del hogar. Este indicador es clave 
para evaluar la sostenibilidad económica y social, ya que influye 
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en la capacidad de las personas para acceder a servicios básicos, 
educación y salud, así como en su resiliencia frente a crisis. Así, 
según el DANE (2023):

En Nariño, la renta disponible per cápita urbana en 2022 
fue de aproximadamente 1 050 000 COP mensuales, mostrando 
un crecimiento moderado desde 2020, pero aún por debajo del 
promedio nacional (1 320 000 COP).

Mientras que Putumayo: presentó una renta inferior, 
alrededor de 950 000 COP mensuales en 2022, con un crecimiento 
más lento debido a la dependencia de sectores extractivos 
(petróleo) y limitada diversificación económica.

En estas condiciones, Nariño ha mostrado avances en 
diversificación económica, con sectores como agricultura (café, 
productos orgánicos) y turismo sostenible, lo que contribuye a 
una renta más estable (PNUD, 2021). Por otro lado, Putumayo 
depende en gran medida de la industria petrolera, lo que lo hace 
vulnerable a fluctuaciones de precios internacionales y conflictos 
socioambientales. y además limita la sostenibilidad a largo plazo 
(Angulo, 2010).

Ambos departamentos enfrentan brechas de desigualdad. 
En Nariño, según datos del DANE (2023), el coeficiente de 
Gini urbano es de 0,49, mientras que en Putumayo es de 0,52, 
lo cual indica una alta desigualdad. La pobreza monetaria 
urbana en Putumayo alcanza el 35 %, frente al 30 % en Nariño 
(PNUD, 2022), lo que dificulta el acceso a servicios básicos y 
oportunidades.

Nariño ha impulsado proyectos de agroecología y energías 
renovables, alineados con los ODS (Objetivos de Desarrollo 
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Sostenible) y Putumayo enfrenta conflictos por deforestación 
y contaminación asociada a la extracción de petróleo, lo que 
amenaza la calidad de vida urbana(Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales [Ideam], 2024).

Eficiencia económica
Consumo de energía por PIB: en el año 2022 el departamento 
de Putumayo presentó un crecimiento anual de 8,4 % en su producto 
interno bruto, mientras que el valor agregado de la agricultura, 
ganadería, caza, silvicultura y pesca del departamento presentó 
una disminución de 0,2 % con respecto al año 2021.

Figura 101
Variación del valor agregado de actividades económicas y PIB en 
Putumayo (2011-2022)

Nota. Imagen tomada de UPRA (2022).1163

A continuación, en la Figura 102, se muestran los sectores 
económicos del departamento de Putumayo, que han alcanzado 
el mayor recurso de distribución, consolidado entre 2015 y 2019.
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Figura 102
Distribución de recursos por sector (millones de pesos) en Putumayo, 
de 2015 a 2019

Nota. Imagen tomada de Cámara de Comercio del Putumayo (2022).
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Figura 103
Presupuesto de inversión por sectores (millones de pesos) en 
Putumayo, por municipios (2014-2021)

Nota. Imagen tomada de Cámara de Comercio del Putumayo (2022).

Según la Figura 104, el consumo nacional de energía per 
cápita, expresa la relación entre el consumo interno (consumo 
intermedio y consumo final de los hogares) de productos de energía 
en Tera julios y la población total del país expresada en miles de 
habitantes, en 2020 se registró un consumo per cápita de 41,30 
terajulios/1 000 habitantes, lo que representó un decrecimiento de 
17,1 % respecto a 2019.
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Figura 104
Consumo nacional de energía per cápita (terajulios/mil habitantes 
2020

Nota. Imagen tomada de DANE (2023).

Análisis de la dimensión económica y estilo de 
vida ecológico

El análisis integral de la sostenibilidad en los departamentos 
de Nariño y Putumayo revela un panorama complejo donde 
convergen desafíos estructurales significativos con oportunidades 
emergentes para el desarrollo sostenible. Desde la perspectiva 
económica, estos territorios presentan importantes asimetrías en su 
desarrollo, con Nariño mostrando una economía más diversificada 
y robusta, mientras que Putumayo exhibe características 
de una economía en transición con alta dependencia de sectores 
primarios. La dimensión ecológica refleja patrones de consumo 
y gestión de recursos que requieren una reorientación estratégica 
hacia modelos más sostenibles. La información disponible sugiere 
una transición gradual hacia prácticas más sostenibles, aunque 
con importantes brechas que requieren atención prioritaria para 
lograr un desarrollo económico ambientalmente responsable.
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Análisis macroeconómico comparativo

Producto interno bruto y desarrollo territorial
La disparidad económica entre Nariño y Putumayo constituye 
un elemento fundamental para comprender las diferencias 
en sus respectivos potenciales de sostenibilidad. Según los datos 
del DANE (2023), para el año 2020, Nariño generó un PIB 
de 15 838 miles de millones de pesos, mientras que Putumayo 
contribuyó con 3 331 miles de millones, lo que representa 
una diferencia de aproximadamente 4,75 veces entre ambos 
departamentos. Esta diferencia no solamente refleja el tamaño 
relativo de sus economías, sino que también sugiere capacidades 
diferenciadas para invertir en tecnologías limpias, infraestructura 
sostenible y programas de desarrollo ambiental.

El PIB per cápita constituye un indicador más preciso para 
evaluar el nivel de desarrollo económico relativo de cada territorio, 
los datos revelan que ambos departamentos se encuentran 
significativamente por debajo del promedio nacional de 19 910 146 
pesos per cápita para 2020. Esta situación económica periférica 
tiene implicaciones directas para la sostenibilidad, ya que, como 
señala Kuznets (1955) en su hipótesis sobre la curva ambiental, 
existe una relación compleja entre el nivel de ingresos y la calidad 
ambiental, donde inicialmente el crecimiento económico puede 
generar mayor degradación ambiental, pero posteriormente, con 
mayores niveles de ingreso, las sociedades tienden a invertir más 
en protección ambiental.

La estructura económica de Putumayo, caracterizada 
por su dependencia de sectores primarios, presenta tanto 
oportunidades como desafíos desde la perspectiva de la 
sostenibilidad. Según los datos del Registro Único Empresarial 
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y Social (RUES) (Confederación Colombiana de Cámaras de 
Comercio, 2023), la distribución de empresas por actividad 
económica muestra una concentración significativa en sectores 
extractivos y agropecuarios. Esta especialización sectorial puede 
ser compatible con estrategias de desarrollo sostenible si se 
implementan prácticas de producción responsable, pero también 
puede generar presiones ambientales significativas si no se 
gestionan adecuadamente los recursos naturales.

Eficiencia económica e intensidad energética

El análisis de la eficiencia económica en términos de consumo 
energético por unidad de PIB revela patrones preocupantes 
desde la perspectiva de la sostenibilidad. Putumayo experimentó 
un crecimiento del PIB del 8,4 % en 2022, según datos del DANE 
(2022), lo que indica una economía en expansión. Sin embargo, 
la disminución del 0,2 % en el valor agregado de agricultura, 
ganadería, caza, silvicultura y pesca sugiere una posible 
transformación estructural de su economía, lo que puede tener 
implicaciones ambientales diferenciadas dependiendo de hacia 
qué sectores se dirija esta transición. La intensidad energética 
de la economía nacional, medida por el consumo per cápita 
de energía, registró 41,30 terajulios por mil habitantes en 2020, 
representando una disminución del 17,1 % respecto a 2019. Este 
decrecimiento puede interpretarse desde múltiples perspectivas: 
por un lado, podría indicar mejoras en la eficiencia energética 
o una transición hacia sectores menos intensivos en energía; 
por otro lado, podría reflejar una contracción económica asociada 
a la pandemia de COVID-19. Desde la perspectiva de la economía 
ecológica, como propone Georgescu-Roegen (1971), la eficiencia 
energética es fundamental para lograr un desarrollo económico 
que respete los límites biofísicos del planeta.
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Gestión de residuos y economía circular

Los datos sobre la cuenta ambiental y económica de flujos 
de materiales de residuos sólidos del DANE (2024) proporcionan 
información crucial sobre los patrones de consumo y generación 
de residuos a nivel nacional. La generación per cápita 
de residuos sólidos constituye un indicador directo de la presión 
que ejercen los patrones de consumo sobre los ecosistemas 
locales. Esta información es particularmente relevante para 
los departamentos analizados, ya que las capacidades diferenciadas 
de gestión de residuos pueden generar impactos ambientales 
desproporcionados. Desde la perspectiva de la economía 
circular, como la conceptualiza Ellen MacArthur Foundation 
(2013), la gestión eficiente de residuos no solamente representa 
una oportunidad para reducir presiones ambientales, sino también 
para generar valor económico a través del reciclaje, la reutilización 
y la valorización de materiales. Aparte departamentos 
con menores niveles de PIB per cápita como Nariño y Putumayo, 
la implementación de estrategias de economía circular podría 
representar una oportunidad para generar empleo local y reducir 
simultáneamente los impactos ambientales asociados con la 
gestión inadecuada de residuos. La ausencia de datos específicos 
sobre la generación y gestión de residuos en Nariño y Putumayo 
constituye una limitación significativa para el análisis, pero 
también sugiere la necesidad de fortalecer los sistemas locales 
de información ambiental. Como señalan Pearce y Turner (1990), 
este tipo de datos son un bien público fundamental para la toma 
de decisiones efectivas en materia de sostenibilidad.
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Inversión sectorial y sostenibilidad

El análisis de la distribución de recursos por sector en Putumayo, 
según datos del Departamento Nacional de Planeación (2019), 
revela patrones de inversión que tienen implicaciones directas 
para la sostenibilidad del desarrollo territorial. La concentración 
de recursos en sectores como educación, salud y financiamiento, 
según se observa en el presupuesto de inversión para 2022, 
sugiere una orientación hacia el desarrollo del capital humano, 
lo que constituye un elemento fundamental para la transición 
hacia economías más sostenibles. La teoría del capital humano, 
desarrollada por Becker (1964), establece que las inversiones 
en educación y salud no solamente generan beneficios 
económicos directos, sino que también crean las condiciones 
necesarias para la adopción de tecnologías más avanzadas 
y prácticas más sostenibles. En el contexto de departamentos 
con importantes dotaciones de recursos naturales como Nariño 
y Putumayo, el fortalecimiento del capital humano puede facilitar 
la transición hacia modelos de desarrollo que aprovechen 
de manera más eficiente y sostenible estos recursos.

La ausencia de asignaciones presupuestarias específicas 
para temas ambientales o de sostenibilidad en los datos 
disponibles sugiere una posible subvaloración de estos aspectos 
en las estrategias de desarrollo territorial. Como argumenta 
Stern (2007) en su análisis económico del cambio climático, la 
inversión temprana en sostenibilidad genera retornos económicos 
significativamente mayores que los costos de la inacción en el 
largo plazo.
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Transición energética en el transporte

Los datos mencionan una tasa de crecimiento de los coches 
con energías alternativas, aunque no proporciona datos específicos 
cuantitativos. Esta referencia sugiere un reconocimiento incipiente 
de la necesidad de transición energética en el sector transporte, 
lo que constituye un elemento fundamental para la reducción 
de emisiones de gases de efecto invernadero en el ámbito 
territorial. Según el plan vial departamental de Putumayo 2021-
2030 (Gobernación del Putumayo, 2021), el tráfico proyectado 
a 10 años alcanzará 12 375 vehículos diarios con una tasa 
de crecimiento del 6 %, distribuidos entre 26 y 3 434 vehículos 
por tramo, con un promedio de 619 vehículos para los 20 tramos 
que conforman la red regional. Esta proyección de crecimiento 
del tráfico vehicular presenta implicaciones ambientales 
significativas si no se acompaña de estrategias de transición hacia 
combustibles más limpios y sistemas de transporte más eficientes. 
Aparte señala Banister (2008) en su análisis del paradigma 
de movilidad sostenible, la planificación del transporte debe 
integrar consideraciones de eficiencia energética, reducción 
de emisiones y accesibilidad social para generar sistemas 
verdaderamente sostenibles. La oportunidad de implementar 
vehículos con energías alternativas desde las etapas tempranas 
del desarrollo de la infraestructura vial podría posicionar 
a Putumayo como un territorio pionero en movilidad sostenible 
en el contexto amazónico colombiano.
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Acceso equitativo a servicios básicos

La información sobre servicios públicos en Putumayo para 
2022, según la encuesta nacional de calidad de vida del DANE 
(2022), indica disparidades significativas entre zonas urbanas 
y rurales, lo que constituye un factor crítico para el desarrollo 
sostenible territorial. Estas disparidades no solamente reflejan 
desigualdades en el acceso a servicios básicos, sino que también 
generan presiones diferenciadas sobre los recursos naturales, 
ya que las comunidades con menor acceso a servicios formales 
tienden a desarrollar soluciones alternativas que pueden 
tener impactos ambientales significativos. Las limitaciones 
en el acceso a servicios básicos en zonas rurales y la necesidad 
de mejora en infraestructura sanitaria rural constituyen desafíos 
que requieren enfoques integrados que consideren tanto la equidad 
social como la sostenibilidad ambiental. Aparte el enfoque 
de desarrollo sostenible propuesto por Sen (2000), el acceso 
equitativo a servicios básicos es fundamental para garantizar 
capacidades humanas que permitan estilos de vida dignos 
y sostenibles. En el contexto de territorios con alta ruralidad como 
Nariño y Putumayo, la provisión de servicios públicos eficientes 
y ambientalmente responsables constituye una oportunidad 
para generar sinergias entre desarrollo social y protección 
ambiental. La implementación de tecnologías apropiadas 
para el tratamiento de aguas residuales, sistemas de energía 
renovable distribuida y gestión integral de residuos sólidos puede 
contribuir simultáneamente a mejorar la calidad de vida y reducir 
las presiones sobre los ecosistemas locales.
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Formación de capacidades para la transición 
sostenible

Los indicadores educativos de Putumayo para 2022, según 
la encuesta nacional de calidad de vida del DANE (2022), revelan 
un panorama complejo con importantes desafíos para el desarrollo 
de capacidades necesarias para la transición hacia estilos de vida 
más sostenibles. En el sector rural, la población de 5 años y más 
presenta un promedio de 5,8 años de educación, con variaciones 
significativas por grupos etarios: la población de 5-14 años 
registra 2,8 años, la de 15-24 años alcanza 8,8 años, la de 25-34 
años presenta 8,4 años, y la población de 35 años y más tiene 
4,7 años de educación promedio. Estos datos sugieren mejoras 
intergeneracionales en el acceso a la educación, pero también 
evidencian brechas importantes que pueden limitar la adopción 
de prácticas sostenibles en las comunidades rurales. Aparte 
Nariño, los indicadores de Tasa de Cobertura Bruta en el sistema 
educativo y los niveles de analfabetismo, según la Gran Encuesta 
Integrada de Hogares del DANE (2024), presentan un panorama 
que requiere análisis detallado para identificar oportunidades 
de mejora en la formación de capacidades para la sostenibilidad. 
La educación constituye un elemento fundamental para 
la transición hacia estilos de vida ecológicos, ya que, como 
señala Sterling (2001), la educación para la sostenibilidad debe 
ser transformativa, integrando conocimientos, valores y prácticas 
que promuevan la conciencia ambiental y la capacidad de acción 
colectiva para la protección de los recursos naturales.

La cobertura neta en secundaria en Putumayo disminuyó 
en 5 puntos porcentuales entre 2019 y 2022, según datos del 
Ministerio de Educación Nacional (2022), lo que representa 
un retroceso preocupante en términos de formación de capital 
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humano. Esta tendencia puede tener implicaciones negativas para 
la capacidad del departamento de desarrollar sectores económicos 
más sofisticados y ambientalmente responsables, ya que limita las 
oportunidades de la población joven para acceder a conocimientos 
y habilidades necesarios para participar en economías basadas en 
el conocimiento y la innovación tecnológica.

Indicadores de competitividad y sostenibilidad 
ambiental

Los indicadores de competitividad en infraestructura 
del departamento de Putumayo entre 2018 y 2020, según datos 
de la Cámara de Comercio del Putumayo (2021), muestran 
variaciones que requieren análisis contextualizado para 
identificar oportunidades de mejora en la sostenibilidad de la 
infraestructura territorial. Estas variaciones pueden reflejar tanto 
desafíos estructurales como oportunidades para implementar 
enfoques más sostenibles en el desarrollo de infraestructura. 
La infraestructura sostenible, como la conceptualiza la OCDE 
(2018), debe integrar consideraciones ambientales, sociales 
y económicas desde las etapas de planificación y diseño, 
generando beneficios múltiples para las comunidades locales 
y los ecosistemas.

Los indicadores específicos de sostenibilidad ambiental 
en Putumayo para el mismo período presentan tendencias que 
sugieren la necesidad de estrategias más robustas para la protección 
ambiental y el uso eficiente de recursos naturales. La sostenibilidad 
ambiental, en el contexto de territorios con alta biodiversidad 
como la región amazónica, requiere enfoques que reconozcan 
el valor económico de los servicios ecosistémicos y generen 
incentivos para su conservación, como argumentan Costanza et 
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al. (1997), la valoración económica de los servicios ecosistémicos 
es fundamental para integrar consideraciones ambientales en la 
toma de decisiones económicas y de política pública.

La ausencia de datos más detallados sobre estos indicadores 
constituye una limitación para el análisis, pero también sugiere la 
necesidad de fortalecer los sistemas de monitoreo y evaluación 
ambiental en el ámbito territorial. El desarrollo de capacidades 
técnicas e institucionales para el seguimiento de indicadores 
ambientales constituye un requisito fundamental para la 
implementación efectiva de estrategias de desarrollo sostenible.

Agua potable rural y cobertura verde urbana

La información hace referencia a dos elementos fundamentales 
para el desarrollo de estilos de vida ecológicos: el acceso a agua 
de grifo en zonas rurales y el índice de cobertura verde en zonas 
urbanas edificadas, aunque no se proporcionan datos específicos 
sobre estos indicadores, su mención sugiere un reconocimiento 
de su importancia para la sostenibilidad territorial, el acceso 
universal al agua potable constituye no solamente un derecho 
humano fundamental, sino también un prerrequisito para 
el desarrollo de comunidades saludables y sostenibles, como 
establece el Objetivo de Desarrollo Sostenible número 6 de 
las Naciones Unidas, la cobertura verde en zonas urbanas representa 
un indicador crucial para la calidad ambiental urbana y la resiliencia 
climática de los asentamientos humanos. Como señalan Benedict 
y McMahon (2006), la infraestructura verde urbana proporciona 
múltiples servicios ecosistémicos, incluyendo la regulación 
del clima local, la gestión de aguas pluviales, la mejora de la 
calidad del aire y la provisión de espacios para la recreación y el 
bienestar social. En el contexto de departamentos como Nariño 
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y Putumayo, donde coexisten centros urbanos con extensas áreas 
rurales, la planificación de infraestructura verde puede contribuir 
a generar conectividad ecológica entre diferentes ecosistemas 
y promover modelos de desarrollo territorial más integrados 
y sostenibles.

Fundamentos teóricos para la sostenibilidad 
regional

El análisis de la sostenibilidad en Nariño y Putumayo se fundamenta 
en múltiples enfoques teóricos que proporcionan marcos 
conceptuales para comprender las interacciones complejas entre 
desarrollo económico, bienestar social y protección ambiental. 
La teoría de la transición sostenible, desarrollada por Geels 
(2002), propone que las transformaciones hacia la sostenibilidad 
ocurren a través de la interacción dinámica de cambios en tres 
niveles analíticos: los nichos donde emergen las innovaciones, 
los regímenes que representan las prácticas establecidas, 
y los paisajes que constituyen el contexto amplio de factores 
estructurales. Los datos disponibles sugieren que Nariño 
y Putumayo se encuentran en las etapas iniciales de esta transición, 
con algunas innovaciones emergentes en nichos específicos, pero 
con regímenes dominantes que aún no han integrado plenamente 
criterios de sostenibilidad. Aparte enfoque de capacidades para 
el desarrollo, propuesto por Sen (2000), enfatiza que el desarrollo 
sostenible debe centrarse en expandir las capacidades humanas 
fundamentales, incluyendo la educación, la salud, la participación 
política y el acceso a recursos productivos. Los indicadores 
educativos y de servicios públicos de ambos departamentos 
muestran la necesidad de fortalecer estas capacidades básicas 
como prerequisito para la transición hacia estilos de vida 
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más sostenibles. Esta perspectiva es particularmente relevante 
para territorios periféricos como Nariño y Putumayo, donde 
las limitaciones en capacidades básicas pueden constituir 
barreras significativas para la adopción de tecnologías y prácticas 
más sostenibles.

La economía ecológica, fundamentada en los trabajos 
de Georgescu-Roegen (1971) y posteriormente desarrollada 
por autores como Daly (1996), proporciona un marco analítico 
para comprender las interacciones entre sistemas económicos 
y ecosistemas naturales. Esta perspectiva es especialmente 
relevante para el análisis de territorios con importantes dotaciones 
de recursos naturales, donde las decisiones económicas tienen 
impactos directos sobre la integridad de los ecosistemas. Los 
datos sobre intensidad energética y generación de residuos 
sugieren la necesidad de transitar hacia modelos económicos que 
reconozcan los límites biofísicos y promuevan la eficiencia en el 
uso de recursos. La gobernanza ambiental, conceptualizada por 
Ostrom (2009), destaca la importancia de instituciones sólidas 
para la gestión sostenible de recursos comunes. Los indicadores 
de competitividad y las asignaciones presupuestarias analizadas 
sugieren la necesidad de fortalecer la gobernanza local para 
promover estilos de vida más ecológicos. En territorios con 
alta diversidad étnica y cultural como Nariño y Putumayo, la 
gobernanza ambiental debe incorporar conocimientos tradicionales 
y promover la participación efectiva de las comunidades locales 
en la toma de decisiones sobre el manejo de recursos naturales.
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Limitaciones del análisis

Es importante señalar que, según los datos encontrados, se presenta 
información fragmentaria y no incluye datos específicos sobre 
varios aspectos cruciales del estilo de vida ecológico, como 
la gestión de residuos, el consumo energético, la biodiversidad 
local, las prácticas agrícolas sostenibles y los indicadores 
específicos de huella ecológica.

Los departamentos de Nariño y Putumayo se encuentran 
en una etapa de transición hacia modelos de desarrollo más 
sostenibles. Si bien existen desafíos significativos en términos de 
infraestructura, educación y equidad social, también se observan 
indicios de reconocimiento de la importancia de la sostenibilidad 
ambiental. Entonces, la implementación exitosa de estilos de vida 
ecológicos en estos territorios requerirá un enfoque integral que 
combine inversión en infraestructura, fortalecimiento educativo, 
mejora en la gobernanza local y promoción de innovaciones 
tecnológicas apropiadas para el contexto regional.

Conclusiones parciales del capítulo

Nariño y Putumayo muestran economías dependientes de sectores 
primarios, con limitado desarrollo industrial y bajo nivel 
de eficiencia energética, la falta de diversificación productiva 
limita la competitividad regional sostenible. Es importante 
fortalecer el tejido empresarial local, promover la innovación 
tecnológica y articular políticas económicas con criterios 
de sostenibilidad y equidad interdepartamental.
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Capítulo 7
Sistema de recursos ambientales

Recursos naturales

Superficie de tierra cultivable per cápita: a través de 
las evaluaciones agropecuarias municipales (UPRA, 2023), 
el departamento de Putumayo reportó en el año 2022 un área 
sembrada en cultivos agrícolas de 39 752 hectáreas, de las cuales 
se cosecharon 38 488 hectáreas que arrojaron una producción de 
156 182 toneladas. Los cultivos más importantes en extensión a 
nivel departamental durante el año 2022 fueron el plátano (24,4 
%), el maíz (18,9 %), el cacao (14,4 %), el chontaduro (9,9 %) y 
la yuca (9,6 %).
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Figura 105
Área sembrada (ha) y principales cultivos realizados en Putumayo, en 
2022

Nota. Imagen tomada de UPRA (2022).

Figura 106
Áreas con aptitud para actividades agropecuarias en Putumayo, en 
2022

Nota. Imagen tomada de UPRA (2022).
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Figura 107
Cultivos permanentes y transitorios registrados en Putumayo, en 2024

Nota. Imagen tomada de Mincit (2024).

Figura 108
Cuenta ambiental y económica de flujos de agua a nivel nacional, en 
2024

Nota. Imagen tomada de DANE (2024).
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Figura 109
Cuenta ambiental y económica de flujos de agua a nivel nacional, en 
2024, por actividad económica

Nota. Imagen tomada de DANE (2024).

Proporción de cubierta forestal: en el departamento 
de Nariño hay un total de 33 áreas protegidas, con un total de  
221 303,18 hectáreas distribuidas de la siguiente manera:

Figura 110
Áreas protegidas en el departamento de Nariño para 2024

Nota. Imagen tomada de DANE (2024).
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Tabla 24
Reservas naturales del departamento de Nariño, para 2024

Categorías Nombre ha

Reserva natural de 
la sociedad civil

Biotopo selva húmeda 359,1

Distritos nacionales 
de manejo integrado Cabo Manglares, Bajo Mira y Frontera 10 293

Distritos regionales 
de manejo integrado Cerro Chimayoy 3 138

Parque nacional 
natural Complejo volcánico Doña Juana Cascabel 6 646

Reservas forestales 
protectoras 
nacionales

Cuenca alta del río Nembí 2 488

Reserva natural de 
la sociedad civil De las aves - El Pangán 50,3

Reserva natural de 
la sociedad civil El Encanto 0,950

Reserva natural de 
la sociedad civil El Laurel 0,258

Reserva natural de 
la sociedad civil El Recuerdo 3 831

Reserva natural de 
la sociedad civil El Rincón 21,03

Distritos regionales 
de manejo integrado Enclave subxerofitico del Patía 21 350

Santuario de fauna 
y flora Galeras 8 265

Santuario de flora Isla de la Corota 16,26
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Reserva natural de 
la sociedad civil La Cueva 1 004

Reserva natural de 
la sociedad civil La Macarena 20, 1

Reservas forestales 
protectoras 
nacionales

La planada 4 200

Reservas forestales 
protectoras 
nacionales

Laguna La Cocha - cerro Patascoy 46 910

Reserva natural de 
la sociedad civil Los Rayos 4 018

Reserva natural de 
la sociedad civil Maindes 29,51

Reserva natural de 
la sociedad civil Miraflores 1 855

Reserva natural de 
la sociedad civil Miraflorez 1 911

Reserva natural de 
la sociedad civil Oso Villanueva 34,29

Parques naturales 
regionales

Páramo de Paja Blanca, territorio sagrado del 
pueblo de los pastos 3 122

Parques naturales 
regionales Páramo de Las Ovejas-Tauso 15 062

Santuario de flora Plantas medicinales Orito–Ingi Ande 881, 6

Reserva natural de 
la sociedad civil Pullitopamba 18,15

Reservas forestales 
protectoras 
nacionales

Río Bobo y Buesaquillo 4 704

Reserva natural de 
la sociedad civil San Francisco 0,479
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Reserva natural de 
la sociedad civil San Gabriel 0,713

Reserva natural de 
la sociedad civil San Martín 0,433

Parque nacional 
natural Sanquianga 86 068

Reservas forestales 
protectoras 
regionales

Serranía del Pinche 46,57

Parques naturales 
regionales

Volcán Azufral Chaitán 7 567

Nota. Información obtenida de Parques Nacionales Naturales de Colombia (2019).

En el departamento del Putumayo hay un total de 21 áreas 
protegidas, con un total de 495 310,60 hectáreas distribuidas de la 
siguiente manera, como se aprecia en la Figura 111.

Figura 111
Áreas protegidas en el departamento de Putumayo, para 2024

Nota. Imagen tomada de DANE (2024).
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Tabla 25
Reservas naturales del departamento de Putumayo, para 2024

Categorías Nombre ha

Reserva natural de la sociedad 
civil

Buena Vista 15,02

Parque nacional natural Complejo volcánico Doña 
Juana Cascabel 19,29

Reservas forestales protectoras 
nacionales Cuenca Alta del río Mocoa  37 582

Reserva natural de la sociedad 
civil El Cananguchal 150,4

Reserva natural de la sociedad 
civil El Cóndor 44,.64

Reserva natural de la sociedad 
civil El Paraíso 63,99

Reserva natural de la sociedad 
civil El Pedernal 10,05

Reserva natural de la sociedad 
civil La Gaitana 43,5

Reserva natural de la sociedad 
civil La Gurrera 12,32

Parque nacional natural La Paya  440 101

Reservas forestales protectoras 
nacionales

Laguna La Cocha-Cerro 
Patascoy 3,162

Reserva natural de la sociedad 
civil Las Orquídeas 90,14

Reserva natural de la sociedad 
civil Los Andes 44,28

Reserva natural de la sociedad 
civil Mamakunapa 18,27

Reserva natural de la sociedad 
civil

Mocoa Andino Center and 
Ecolodge 36,07

Reserva natural de la sociedad 
civil Paway 13,13

Santuario de flora Plantas Medicinales Orito–Ingi 
Ande 9 543
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Parque nacional natural Serranía Churumbelos–Auka 
Wasi 4 346

Reserva natural de la sociedad 
civil

Zona de Biodiversidad El 
Triunfo 0,887

Reserva natural de la sociedad 
civil

Zona de Biodiversidad La 
Loma 1 122

Reserva natural de la sociedad 
civil

Zona de Biodiversidad La Vega 13,65

Nota. Información obtenida de Parques Nacionales Naturales de Colombia 
(2019).

Medio ambiente

Emisión per cápita de dióxido de carbono: a nivel  nacional 
en Colombia se presenta la cuenta ambiental y económica de flujos 
de materiales de emisiones al aire (CAEFM-EA).
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Cuentas de bienes y servicios
Figura 112
Cuenta ambiental y económica de flujos de materiales de emisiones al 
aire en Colombia, en 2024

Nota. Imagen tomada de DANE (2024).

Se muestra a continuación, en la Figura 113, la 
distribución de emisiones netas por municipio y por actividad, en 
el departamento de Nariño.

Figura 113
Distribución de emisiones netas por municipio en Nariño (kton CO2 
eq.) para 2015

Nota. Imagen tomada de Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (2015).
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Figura 114
Emisiones de CO2 por actividad, en Nariño, en 2015

Nota. Imagen tomada de Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (2015).

Figura 115
Porcentaje de contribución a las emisiones por tipo de cultivos en 
Nariño, en 2015

Nota. Imagen tomada de Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (2015).

Para el año 2050, la temperatura promedio esperada en 
el departamento de Nariño será de 22,8 °C; adicional a esto es 
probable que los mayores cambios se presenten en la región 
andina y la porción amazónica con valores de entre 2,2 °C y 2,3 
°C y que la región costera tenga cambios de alrededor de 1,9 °C, 
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mientras que la región del piedemonte presentará cambios de 
temperatura de alrededor de 2 °C;  asimismo, se considera que para 
la precipitación se presenten 3 100 mm (Corporación Autónoma 
Regional de Nariño, 2014). A continuación, en la Figura 116, 
se muestra la diversidad de emisiones para cada departamento, 
donde se destacan diferentes patrones en cuanto a la procedencia 
de las emisiones, tanto para el departamento de Nariño como para 
el del Putumayo:

Figura 116
Emisiones históricas del sector minero energético del país por 
departamento entre 2010 y 2021

Nota. Imagen tomada de Ministerio de Minas y Energía (2024).
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Análisis de la sostenibilidad de recursos naturales 
en Nariño y Putumayo

La situación de sostenibilidad en los departamentos de Nariño 
y Putumayo presenta un panorama complejo que requiere 
un análisis integral de sus recursos naturales, considerando tanto 
las potencialidades como los desafíos ambientales que enfrentan 
estas regiones. Desde la perspectiva de la sostenibilidad regional, 
estos territorios muestran características distintivas que reflejan 
las tensiones entre el desarrollo económico y la conservación 
ambiental. En el ámbito de los recursos agrícolas, el departamento 
de Putumayo muestra una estructura productiva diversificada 
que, según las Evaluaciones Agropecuarias Municipales de 2022 
(UPRA, 2022), alcanzó un área sembrada de 39 752 hectáreas 
con una producción de 156 182 toneladas. La distribución 
de cultivos evidencia una concentración en productos básicos 
de seguridad alimentaria y cultivos comerciales, donde el plátano 
representa el 24,4 % del área sembrada, seguido por el maíz 
con 18,9 %, el cacao con 14,4 %, el chontaduro con 9,9 % y la 
yuca con 9,6 %. Esta diversificación agrícola puede interpretarse 
desde la teoría de la resiliencia socioecológica propuesta 
por Walker et al. (2004), quien sostiene que la diversidad 
de cultivos contribuye a la estabilidad del sistema productivo ante 
perturbaciones externas. Sin embargo, la sostenibilidad de estos 
sistemas agrícolas depende fundamentalmente de las prácticas 
de manejo adoptadas y de la capacidad de regeneración de los 
suelos, aspectos que requieren un análisis más profundo de las 
técnicas empleadas.

La conservación de la cobertura forestal constituye uno 
de los aspectos más relevantes para la sostenibilidad regional de 
ambos departamentos. Nariño cuenta con 33 áreas protegidas 
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que abarcan 221 303,18 hectáreas, mientras que Putumayo 
posee 21 áreas protegidas con una extensión total de 495 310,60 
hectáreas, según el Registro Único Nacional de Áreas Protegidas 
de 2025(Parques Nacionales Naturales de Colombia, 2025). 
Esta diferencia significativa en la extensión de áreas protegidas 
refleja las distintas estrategias territoriales adoptadas por cada 
departamento. En Putumayo, la presencia del Parque Nacional 
Natural La Paya, con 440 101 hectáreas, representa casi el 89 % 
del total de áreas protegidas del departamento, lo que evidencia 
la importancia de las grandes unidades de conservación para la 
preservación de ecosistemas estratégicos. Desde la perspectiva 
de la ecología del paisaje desarrollada por Forman (1995), 
estas extensas áreas protegidas funcionan como núcleos de 
conservación que mantienen la conectividad ecológica y permiten 
el flujo genético entre poblaciones, aspectos fundamentales para 
la sostenibilidad a largo plazo.

En Nariño, la distribución más fragmentada de las 
áreas protegidas, con una mayor cantidad de reservas de menor 
extensión, refleja una estrategia de conservación diferente que 
combina la protección de ecosistemas específicos con iniciativas 
de conservación privada a través de las reservas naturales de la 
sociedad civil. Esta aproximación se alinea con los principios 
de la conservación participativa propuestos por Pretty y Smith 
(2004), quienes argumentan que la participación comunitaria en 
la gestión de recursos naturales puede generar mejores resultados 
de conservación cuando se combina con incentivos económicos 
apropiados.

La gestión de recursos hídricos presenta desafíos 
particulares para la sostenibilidad regional. La información 
disponible sobre Ecuador, proporcionada por la Subsecretaría de 
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Recursos Hídricos del Maate en 2023, indica que se conservaron 
y protegieron 354 fuentes de agua declaradas de interés público, 
abarcando 96 666,95 hectáreas mediante 14 áreas de protección 
hídrica. Aunque esta información corresponde específicamente a 
Ecuador, refleja la importancia regional de la gestión integrada 
de recursos hídricos, especialmente considerando que los 
departamentos de Nariño y Putumayo comparten cuencas 
hidrográficas transfronterizas. La teoría de la gestión integrada 
de recursos hídricos, desarrollada por la Global Water Partnership 
(2000), enfatiza que la sostenibilidad hídrica requiere un enfoque 
ecosistémico que considere tanto la cantidad como la calidad del 
agua, así como las necesidades de los diferentes usuarios. Las 
emisiones de gases de efecto invernadero constituyen un aspecto 
crítico para evaluar la sostenibilidad ambiental de estos territorios. 
Según la Cuenta Ambiental y Económica de Flujos de Materiales 
de Emisiones al Aire del DANE de 2024, Colombia presenta 
patrones específicos de emisiones que varían significativamente 
entre departamentos. En Nariño, los datos del Ideam (2017) 
de la Tercera Comunicación sobre cambio climático de 2015 
muestran una distribución heterogénea de emisiones netas por 
municipio, donde la actividad agropecuaria representa una 
fuente significativa de emisiones. Las proyecciones climáticas 
para el departamento de Nariño, elaboradas por la Corporación 
Autónoma Regional de Nariño en 2014, indican que para 2050 la 
temperatura promedio esperada será de 22,8 °C, con cambios más 
pronunciados en la región Andina y la porción amazónica (entre 
2,2 °C y 2,3 °C), mientras que la región costera experimentará 
cambios de alrededor de 1,9 °C.

Estas proyecciones climáticas tienen implicaciones 
profundas para la sostenibilidad regional, especialmente 
considerando la vulnerabilidad de los sistemas agrícolas 
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tradicionales ante los cambios en los patrones de temperatura y 
precipitación. El concepto de adaptación basada en ecosistemas, 
propuesto por Reid et al. (2009), sugiere que la conservación y 
restauración de ecosistemas naturales puede proporcionar servicios 
de adaptación al cambio climático más costo-efectivos que las 
infraestructuras artificiales. En este contexto, las extensas áreas 
protegidas de ambos departamentos adquieren una importancia 
estratégica no solo para la conservación de la biodiversidad, sino 
también como mecanismos naturales de regulación climática. La 
sostenibilidad de los recursos naturales en Nariño y Putumayo 
enfrenta desafíos adicionales relacionados con la presión 
demográfica y las actividades económicas. La diversificación 
productiva observada en Putumayo, aunque positiva desde la 
perspectiva de la seguridad alimentaria, requiere un manejo 
cuidadoso para evitar la degradación de suelos y la pérdida 
de biodiversidad. Los principios de la agricultura sostenible, 
desarrollados por Pretty (1995), enfatizan la necesidad de 
integrar prácticas agroecológicas que mantengan la productividad 
mientras conservan los recursos naturales de base.

En conclusión, la sostenibilidad de los recursos naturales 
en Nariño y Putumayo presenta un panorama caracterizado 
por importantes activos ambientales, como las extensas áreas 
protegidas y la diversificación agrícola, pero también por 
desafíos significativos relacionados con el cambio climático y la 
presión sobre los ecosistemas. La efectividad de las estrategias de 
conservación implementadas dependerá de la capacidad de estos 
territorios para integrar los objetivos de desarrollo económico 
con la preservación de los servicios ecosistémicos, adoptando 
enfoques de gestión adaptativa que puedan responder a las 
condiciones cambiantes del entorno regional.
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Conclusiones parciales del capítulo

El sistema ambiental de ambos departamentos enfrenta 
tensiones entre desarrollo productivo y conservación ecológica. 
La deforestación, el manejo ineficiente del agua y la presión sobre 
ecosistemas estratégicos amenazan la sostenibilidad territorial.

El fortalecimiento de la gobernanza ambiental y la 
planificación ecológica regional se presenta como condición 
esencial para lograr una competitividad sostenible. Se requiere 
potenciar la investigación aplicada, la gestión participativa de 
recursos y la infraestructura verde transfronteriza.

En consecuencia, la situación de competitividad 
regional sostenible en los departamentos de Nariño y Putumayo 
presenta desafíos mayores vinculados con inequidad social, baja 
productividad y degradación ambiental. La articulación binacional 
de políticas, la inversión en capital humano y la institucionalidad 
ambiental fortalecida son elementos clave. El potencial de 
integración con Ecuador ofrece una oportunidad estratégica 
para construir ventajas competitivas basadas en sostenibilidad y 
complementariedad territorial.

Conclusiones generales

El análisis integral de la Zona de Integración Fronteriza Ecuador–
Colombia evidencia una competitividad sostenible asimétrica 
y fragmentada.

Los territorios ecuatorianos muestran un mayor avance 
en institucionalidad y datos disponibles, mientras que los 
colombianos enfrentan desafíos más profundos en materia de 
infraestructura y gobernanza.
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Ambos lados comparten vulnerabilidades estructurales 
vinculadas con el extractivismo, la desigualdad social y la débil 
planificación ambiental.

El desarrollo sostenible regional requiere superar el enfoque 
nacional y consolidar una visión transfronteriza de competitividad, 
basada en tres pilares; la cooperación institucional binacional, 
para armonizar políticas públicas y fortalecer la gestión de datos 
e indicadores comunes; las economías sostenibles y resilientes, 
diversificadas e innovadoras, capaces de generar empleo digno y 
valor agregado local; y la gestión ambiental compartida, orientada 
a la conservación de ecosistemas estratégicos andino-amazónicos 
y costeros.

La competitividad regional sostenible solo podrá 
ser posible mediante la planificación territorial integrada, la 
promoción del conocimiento aplicado y la participación de las 
comunidades locales como agentes del cambio.
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El libro Competitividad Regional Sostenible en la Zona de Integración 
Fronteriza Ecuador – Colombia se enfoca en un análisis de la realidad 
de la frontera desde una perspectiva sostenible. El título puede 

parecerse a uno adoptado por organismos internacionales o a los informes 
de instituciones enfocadas en estudios sobre desarrollo, pero al leerlo 
se descubrirá un análisis académico científico necesario para entender cómo 
dos países vecinos pueden ―o no― competir y también colaborar mutuamente, 
en términos de sus genuinos intereses por alcanzar adecuados niveles 
de competitividad y por la protección de su entorno. Si a usted le interesa 
entender por qué el desarrollo fronterizo tropieza o por qué existen distancias 
asimétricas en términos de sostenibilidad entre cada lado de la frontera, o por 
qué se comparten problemas comunes, aquí encontrará una perspectiva simple 
pero profunda de la realidad competitiva sostenible de la región fronteriza 
ecuatoriano-colombiana. Lo mejor de todo es que el pragmatismo de su 
enfoque y su escritura trata de ser contundente para asimilar y comprender 
las potencialidades de la Zona de Integración Fronteriza y los retos comunes 
que pueden ser abordados desde la sostenibilidad entre países hermanos.


